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I NTRODUCCION

Para la edición del quinto número de la Revista del Ins-
tituto de Administración Pública del Estado de México, he-
mos seleccionado una serie de ensayos, documentos y rese-
ñas de libros que, sin duda alguna serán de interés para nues-
tros lectores.

El IAPEM ha preparado un documento especial que re-
toma y reflexiona las principales actividades que sobre ad-
ministración pública y áreas afines, se plasma en el primer
informe de gobierno del Lic. Ignacio Pichardo Pagaza, Gober-
nador del Estado de México.

En la sección de ensayos hemos procurado guardar cier-
to equilibrio entre estudios teóricos, históricos y de coyuntu-
ra o actualidad, sobre la administración pública y áreas afi-
nes. Abordar variados temas y desde posturas ideológicas
distintas, es congruente con la pluralidad de ideas y la liber-
tad de expresión que desde un principio se fijó como símbo-
lo característico la Revista del IAPEM. Contener un enfoque
constructivo y propositivo para el desarrollo de nuestra dis-
ciplina así como sugerir formas y mecanismos para hacer más
eficiente la función pública, son los elementos que hacen va-
li oso y trascendente cualquier escrito. Desde esta tribuna nos
hemos empeñado que su contenido responda a tales linea-
mientos.

En términos generales, el contenido de los ensayos del
presente número son los que a continuación se mencionan.

Sin que necesariamente tenga su punto de origen en el
presente gobierno del Presidente Carlos Salinas de Gortari,
lo cierto es que la Reforma al Estado ha cobrado renovado
í mpetu cimbrando las estructuras administrativas del ámbito
estatal y municipal. José Luis Albarrán Cruz nos presenta su



ensayo sobre "Reformas al Estado, modernización y perspec-
tivas de la administración pública en el Estado de México",
señalando y analizando el impacto que la modernización ha
empezado a bosquejar en el sector público estatal, en los pri-
meros meses de vida de la gestión de Pichardo Pagaza, Go-
bernador de nuestra entidad.

Aborda algunos aspectos claves que sin ser los únicos,
han recibido especial atención del gobierno en turno, como
es el caso de la desincorporación de empresas públicas, re-
planteamiento del tamaño de la administración pública y es-
pecíficamente de la magnitud de su burocracia, la desregula-
ción y simplificación administrativa, y el código de ética del
servidor público. Indicadores, todos ellos, de una práctica
administrativa renovadora.

Interesante, sin duda, el ensayo que nos presenta Gui-
ll ermo Haro Bélchez, quien fundamenta con argumentos con-
tundentes la imperiosa necesidad de reformar la actual legis-
lación de funcionarios en México, en razón de la defectuosa
regulación de la materia y del incumplimiento de las normas
vigentes. Su propósito es que todas las administraciones pú-
blicas, incluidas la de los Estados y sus Municipios, tengan
la misma norma aplicable a los funcionarios públicos, no im-
portando si fuesen de base (sindicalizados) o de confianza.

Al desarrollar su propuesta de un nuevo estatuto, men-
ciona que deberá contener los siguientes principios : mecanis-
mos de acceso a la administración basados en el mérito y la
capacidad; ofrecer a los funcionarios la posibilidad de una
buena carrera; dotarlos de una retribución suficiente; y esta-
blecer la innamovilidad para los funcionarios de carrera.

En tiempos en los que los ordenamientos legales están
siendo sometidos a un constante adecuamiento a las realida-
des, Haro Bélchez abre el debate sobre la conveniencia de re-
formar la legislación de los servidores públicos en México.

Presentamos a manera de ensayo , un avance de inves-
tigación del Maestro Roberto Moreno Espinosa, donde para
escudriñar la génesis de la administración estatal en México,
analiza el gobierno provincial en la época de los Habsburgo y
la borbónica. Llega a la conclusión de que el régimen de in-
tendencias establecido en la Nueva España en 1787, es el an-
tecedente más acabado de la administración estatal caracte-
rístico del México Independiente. Con el sistema de inten-
dencias, afirma, la acción gubernamental provincial adaptó



una mayor racionalización en virtud de la redistribución de
funciones entre las órdenes de gobierno central, regional e
inclusive local, además de precisarlas en torno de las llama-
das 4 causas: Justicia, Policía, Hacienda y Guerra.

Al igual que otros distinguidos estudiosos del fenómeno
administrativo, Moreno Espinoza concuerda en ubicar los an-
tecedentes del federalismo mexicano en la época borbónica,
y específicamente en las diputaciones provinciales de la Nue-
va España.

Conocer con toda veracidad los motivos, impulsos o ra-
zones que conducen a adoptar una determinada decisión po-
lítica no es fácil precisar ni aún para los estudiosos de los fe-
nómenos políticos y sociales, debido ala presencia, en no po-
cas ocasiones, de factores subjetivos, marginados en primera
instancia, sin embargo, J. Francisco Arana rompe la barrera
y nos sugiere algunos "Elementos para el análisis e interpre-
tación de las decisiones políticas'', ocupándose de analizar,
con las reservas del caso, el trasfondo de las decisiones po-
líticas, es decir, quién y de acuerdo a qué reglas y sobre qué
asunto. Más que preocuparse sobre el cómo debió tomarse de-
terminada decisión, se centra en cómo efectivamente fue to-
mada.

En suma, el objetivo central es el de promover ciertas
bases para el discernimiento y comprensión del proceso de
decisión política a través de la exposición y análisis de diver-
sos elementos que la componen. Sin pretender extraer con-
clusiones determinantes, creemos que el ensayo será de gran
utilidad en la medida en que abre el debate para los interesa-
dos en la fenomenología del poder.

En lo que concierne a la sección de documentos, publi-
camos algunos que consideramos de singular trascendencia y
que merecen ser conocidos y analizados por todos nosotros:
la Ley de Ingresos del Estado de México para el ejercicio fis-
cal de 1990, el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Es-
tado de México 1990 y el Convenio de Desarrollo Municipal
del Estado de México para el ejercicio de 1990.

Finalmente, y como ya viene siendo costumbre, en la sec-
ción de reseñas de libros exponemos tres, dos de las cuales
fueron coeditadas por el IAPEM y sometidas a consideración
del público interesado en distintas fechas, eventos de los que
da cuenta el boletín número 11 (noviembre-diciembre de
1989) y 12 (enero-febrero de 1990) de nuestra Asociación.



Nos referimos a las obras " La Administración Pública Cons-
titucionalista en el Estado de México ( 1 915-1917 )" del Lic.
Rodolfo Alanís Boyso, y "La Administración Pública del Es-
tado de México durante la Primera República Federal, (1824-
1 835)—, del Lic. Apolinar Mena Vargas.

La tercera reseña publicada es la última obra de un dis-
tinguido estudioso de nuestra disciplina: "El Estado y la Ad-
ministración Pública en México ( Una investigación sobre la
actividad del Estado Mexicano en Retrospección y Prospecti-
va)" del Dr. Omar Guerrero Orozco.



PRESENTACION

En un lapso de tiempo relativamente corto, poco más de
un semestre, hemos sido testigos y sujetos protagónicos del
alud de cambios que experimenta la administración pública
estatal bajo el mandato del Lic. Ignacio Pichardo Pagaza, Go-
bernador del Estado de México.

Su primer informe de actividades, rendido el pasado 20
de enero del presente año, es fiel testimonio de las importan-
tes actividades que han sido desarrolladas en los diferentes
rubros de su gestión pública, con el ánimo de generar el bie-
nestar social y reactivar el crecimiento económico. Aunado a
las necesarias reformas e innovaciones al marco jurídico de la
administración pública estatal, de las que diéramos cuenta
en el anterior número, se han sumado otra serie de acciones
que es necesario comentar y analizar en su justa dimensión.

La desincorporación de empresas públicas, el replantea-
miento del tamaño de la administración pública y la simplifi-
cación y desregulación de la administración pública son algu-
nas de las vertientes más sobresalientes que ya se empiezan
a explorar en nuestra entidad con el objeto de conformar una
administración pública eficiente y honesta que responda a los
retos que la modernidad impone.

La atención a zonas marginadas, con rezagos ancestrales
en la provisión de los servicios públicos más elementales, son
renglones que reciben especial atención y a los que se desti-
nan considerables cantidades de recursos públicos federales,
estatales , municipales, y los que aportan las propias comuni-
dades beneficiadas. Es así como se da forma a una adminis-
tración pública con alto contenido social.

Gobernar la entidad más poblada del país, que reprodu-
ce y amplifica la problemática social, no es tarea fácil. Más



que frustrarse o vencerse ante la adversidad , para el goberna-
dor y su distinguido grupo de colaboradores se ha constitui-
do en un reto al que se enfrentan con responsabilidad , eficien-
cia, compromiso , creatividad e imaginación . La brevedad de
su gestión no permiten hacer un análisis amplio y objetivo,
sin embargo , para nosotros no queda duda que hasta el mo-
mento se han alcanzado resultados alentadores y fructíferos.

Aún queda mucho camino por recorrer, multitud de de-
mandas que atender, no esperemos que en lo que resta del
período se resuelvan a satisfacción todas y cada una de ellas,
tampoco dudemos de la buena voluntad que anima y alienta
al Lic. Ignacio Pichardo Pagaza, gobernador de nuestro Es-
tado, por cumplir , hasta donde sus responsabilidades y el lí-
mite de los recursos lo dispongan, en el propósito de con-
ducir al Estado de México a etapas de desarrollo económico
y social más avanzados.

En el logro de este anhelo y aspiración , no dejemos ex-
clusivamente el peso de la responsabilidad en la espalda del
gobierno; todos tendremos que colaborar voluntaria y entu-
siastamente . No olvidemos las palabras del Presidente Sali-
nas de Gortari: "'En estas tareas no hay contribución pequeña
ni esfuerzo redundante ". Tengámoslo siempre presente.



COMENTARIOS Al PRIMER INFORME DE GOBIERNO
DEL LIC. IGNACIO PICHARDO PAGAZA,

GOBERNADOR DEL ESTADO DE MEXICO

El pasado 20 de enero, el gobernador de nuestra enti-
dad federativa, Lic. Ignacio Pichardo Pagaza, acudió puntual
a la cita, de añeja tradición, de informar a la Legislatura Lo-
cal y a la sociedad toda, acerca de el estado que guardó la
Administración Pública, durante 1989. Tal obligación se haya
plasmada en el Artículo 89, fracción IV, de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de México.

Por circunstancias de todos conocidas, el informe anual
abarca los resultados de la gestión pública de poco más de
ocho meses del ex-mandatario estatal, Lic. Mario Ramón Be-
teta, y 130 días del actual gobernador, Lic. Ignacio Pichardo
Pagaza, en el período que comprende su toma de protesta,
el 11 de septiembre del año anterior, al 19 de enero del pre-
sente año.

El análisis que en estas páginas se realiza, no pretende
ser, de ningún modo, exhaustivo. Es nuestra intención desta-
car los aspectos centrales del comportamiento del sector ad-
ministrativo, principalmente, y de manera colateral, el de-
sempeño de otras áreas que nos brinden una visión amplia,
si bien genérica, de lo acontecido en el período que se infor-
ma. Tampoco pretende ser el presente documento, una de-
fensa apasionada de las políticas del gobierno en turno, ni
mucho menos un espacio en donde se cuestione, por el sim-
ple hecho de hacerlo, cualquier acto de gobierno.

Ha sido nuestra pretensión guardar cierto equilibrio en
su elaboración. El objetivo último reside en que Ud., ama-
ble lector, reflexione, con toda objetividad y profundidad, en
la información, datos y cifras, que se señalan tanto en el In-

13



forme en cuestión, como en sus dos anexos estadísticos, uno
dedicado ala difusión de información estatal, y el otro a la
municipal.

En la primera parte del documento, haremos referencia
a una serie de indicadores generales en los que se indican
hechos de gran relevancia para el bienestar del Estado, mien-
tras que en una segunda parte nos evocaremos, con exclusi-
vidad, a comentar las acciones más significativas que en ma-
teria de administración pública se han desarrollado.

Un primer dato que merece toda nuestra atención, se
refiere propiamente al impacto del crecimiento de población
en la insatisfacción de las demandas sociales . No fue nada
agradable escuchar por parte del Gobernador, que nuestra
entidad es la más poblada del país, con 13 millones de ha-
bitantes, registrándose una tasa de crecimiento poblacional
del 5% anual, lo doble de la nacional.

Otros datos escalofriantes es que Chalco y Ecatepec
crecen al ritmo del 15% anual; que Nezahualcóyotl tiene el
nada honroso privilegio de tener mayor número de habitan-
tes que 13 entidades de la República; que anualmente crece-
mos en 650 mil habitantes, de los cuales 400 mil son por
emigración; que para el año 2000 seremos aproximadamen-
te 21 millones de habitantes.

Como todos sabemos, el desordenado crecimiento po-
blacional, que además se concentra en un 70% en la zona
oriente (básicamente 17 municipios conurbados a la Ciudad
de México) desencadena una serie de reacciones negativas
en otras variables: se incrementa la marginalidad, la promis-
cuidad, delincuencia, desempleo, demanda de servicios, etc.

Si bien es cierto, como expresara Pichardo Pagaza, que
la gente que ha emigrado al Estado lo hizo porque sabía que
aquí anidaba la esperanza de un futuro promisorio, deben di-
señarse planes o mecanismos que tiendan a inhibir que ese
incesante flujo migratorio rebase la capacidad del gobierno,
de atender con eficiencia y prontitud, el aprovisionamiento
de servicios públicos que lleguen a demandar una vez esta-
blecidos. Sin ir más lejos, el actual presupuesto de egresos,
al que nos referiremos más adelante , es insuficiente ante los
grandes retos que ahora enfrenta el gobierno. Indudablemen-
te que se requerirá mucha "'voluntad, talento e imaginación"
para resolver dicho problema.
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Algunas de las acciones que se indican en el Informe,
vale la pena destacar la elaboración del Plan de Ordena-
miento Territorial de la Zona Metropolitana, que coordinada-
mente con las autoridades del Distrito Federal, permitirá un
esquema rector de los usos del suelo de la metrópoli para los
siguientes años; se trabaja en la revisión y aprobación jurídi-
ca de cinco planes de Centros de Población Estratégicos y
la revisión de otros 15 planes del área metropolitana; se cons-
truyeron 52 comités municipales de prevención y control de
crecimiento urbano; se estudian reformas y adiciones a la
Ley de Asentamientos Humanos del Estado de México.

Sabemos que el problema de crecimiento poblacional
es bastante complejo porque tiene varias ramificaciones, de
igual forma estamos conscientes de los actos del gobierno
por controlarlo, habrá que redoblar esfuerzos en el presente
si no queremos afectar aún más la calidad de vida de las ge-
neraciones venideras. Las demandas poblacionales rebasa-
rán a cualquier presupuesto mientras no pueda controlarse el
crecimiento demográfico.

Por otra parte, para impulsar el desarrollo agropecuario
de la entidad, el actual gobierno ha dispuesto seguir apoyan-
do la magna obra del Sistema de Riego los Insurgentes, in-
virtiéndose 35 mil millones de pesos en 1989, llenándose la
Laguna a un 30% de su capacidad. En la búsqueda de la reac
tivación del campo, no se escatimarán recursos, la Federa-
ción y el Estado han anunciado una inversión conjunta para
el presente año por 60 mil millones de pesos que se destina-
rán al Programa Hidráulico del Sur; se estima, asimismo, ca-
nalizar recursos por 42 mil millones de pesos para la restau-
ración integral de la Cuenca Alta del Río Lerma; el presupues-
to de egresos 1990 para los organismos auxiliares relaciona-
dos con el ramo de Desarrollo Agropecuario asciende a 67 538
millones de pesos.

Para nadie es extraño que una de las causas de la agu-
da crisis que atraviesa la agricultura mexicana desde hace
varios lustros se encuentra en la descapitalización de que ha
sido objeto, de ahí que la inyección de considerable canti-
dad de recursos públicos tanto por el ámbito federal como
estatal marcan el inicio del fortalecimiento de lo que es has-
ta ahora el sector con menor dinamismo en la economía.

No ocurre lo mismo con !a industria, en virtud de que
contribuye con el 40% del Producto Interno Bruto estatal y
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con el 18% del nacional, constituyéndose en una de las enti-
dades federativas más industrializadas del país, asentándose
13 mil empresas, diversificadas en su tamaño y producción,
y concediendo empleo fijo a aproximadamente un millón de
personas.

La reforma al Estado que delineara en su primer infor-
me Carlos Salinas de Gortari, seguramente otorgará un pa-
pel más activo a la iniciativa privada, como motor del desa-
rrollo económico del país, sin menoscabo de la rectoría eco-
nómica del Estado, establecida en la Constitución Federal.

En el renglón de comunicaciones y transportes, cabe
destacar algunas acciones que estimamos de gran trascen-
dencia por el beneficio que proporcionarán a amplios secto-
res de la población del Estado: se han iniciado las obras de
la nueva línea del metro que se extenderá de la estación de
Pantitlán a Los Reyes, La Paz, lo que facilitará el desplaza-
miento de una amplia región del Oriente del Estado que co-
tidianamente se ve en la necesidad de trasladarse a sus cen-
tros de trabajo ubicados en la Ciudad de México. Además,
se concluyó la pavimentación de 245 kilómetros de caminos,
dos de ellos de singular importancia para el sur del Estado:
la carretera que va de Valle de Bravo-Temascaltepec y la de
Zacazonapan-Luvianos.

El mantenimiento y ampliación de la red carretera esta-
tal es de vital importancia para el fomento industrial y co-
mercial del Estado, y por la inconveniencia que representa
distraer recursos públicos destinados a proyectos sociales
más prioritarios, el Gobierno estatal, al igual que el Federal,
ha formalizado una invitación a los empresarios para que
construyan carreteras de cuota. La primera respuesta se ob-
tuvo con la construcción de la autopista de cuota del tramo
que va de La Marquesa a La Venta, en la carretera Toluca-
México.

Es de esperarse que en una entidad donde el dinamis-
mo del sector secundario y terciario se expande cada vez
más, de igual manera deba modernizarse las vías de comuni-
cación terrestre. En este sentido, la participación de la inicia-
tiva privada es necesaria y conveniente por la rentabilidad
que ofrece invertir en este rubro.

Por lo que respecta al ramo de Seguridad Pública y Jus-
ticia es de hacer notar la creación del Colegio de Policía del
Estado para formar jóvenes policías capacitados y moralmen-

16



te preparados, que aunado al registro balístico de las ar-
mas y el despido de aquellos elementos que tuviesen antece-
dentes penales, contribuirá a combatir la corrupción, prepo-
tencia e impunidad con que actuaban algunos de ellos.

Estas acciones sin duda imbuyen al cuerpo de policía
con la mística de servicio y probidad que la sociedad les
reclamaba para hacerse merecedores de su confianza. El com-
promiso de la sociedad de no fomentar la corrupción policia-
ca y de denunciar a los malos elementos, aunados a una po-
lítica salarial y de estímulos adecuados, serán otros pasos
que coadyuven a forjar la moralidad, eficiencia y diligencia
que la sociedad exige en los servidores públicos encargados
de defenderla.

La inauguración del Centro de Justicia en Tecárnac, au-
menta a 38 el número de instalaciones descentralizadas de la
Procuraduría General de Justicia. Lo anterior es congruente
con los esquemas de descentralización que viene impulsan-
do el gobierno estatal desde hace varios años, con el objeto
de acercar los servicios públicos a amplios sectores de la
población en los lugares donde radican o en los más próxi-
mos, con el evidente ahorro de tiempo y recursos que supon-
dría el traslado a la capital del Estado. En los años por venir,
el desbordado crecimiento poblacional y la necesidad de
adecuar y modernizar los organismos estatales a las nuevas
necesidades, harán pertinente profundizar la descentraliza-
ción no solamente en el ramo de la administración de justicia.

En otro orden de ideas, en las siguientes líneas se men-
ciona el innegable impacto que el Programa Nacional de So-
lidaridad (PRONASOL) para la erradicación de la pobreza
extrema, ha tenido en el Estado de México, básicamente en
los últimos meses del año pasado y principios del presente.
El programa persigue incorporar a los sectores de la pobla-
ción más marginados, a los beneficios del progreso, vía la
dotación de los servicios públicos más elementales. Dicho
propósito implica, necesariamente, la co-participación finan-
ciera de los 3 ámbitos de gobierno, así como las aportacio-
nes de los propios beneficiarios.

En su discurso de toma de protesta para cumplir el pe-
riodo constitucional, Pichardo Pagaza afirmaba que en Chal-
co se carecía prácticamente de todo, menos de la voluntad
de cambio, y se comprometía a trabajar al lado del presiden-
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te de la República para abatir la pobreza y la marginalidad en
el Estado, ante lo cual no dudó solicitar el apoyo presupues-
tal del PRONASOL. Un mes después, la visita presidencial
al Valle de Chalco desembocó en compromisos públicos de
alto contenido social para beneficio de esta zona neurálgica.
A principios del presente año, el presidente Salinas de Gor-
tari, el gobernador Pichardo Pagaza y una comitiva de altos
funcionarios públicos acuden de nueva cuenta al Valle de
Chalco para entregarles a sus habitantes la obra ya conclui-
da: la electrificación en tiempo récord, que supuso la eroga-
ción de 94 mil millones de pesos, 29 mil aportados por el
FRONASOL y 65 mil por la Compañía de Luz.

En el primer informe de Pichardo Pagaza se confirma
que el programa de electrificación más importante se em-
prendió en las zonas urbanas más pobres del Estado: Chalco
y Chimalhuacán, en donde se beneficiaron a más de medio
millón de habitantes.

Dicha inversión no tiene precedente en la historia de
los informes gubernamentales y muestra las bondades de lo
que es, para nosotros, uno de los grandes aciertos de la ad-
ministración salinista: el PRONASOL, inspirado en auténti-
cos criterios de justicia social y de equidad. Cierto, no re-
suelven los agudos problemas sociales que se experimentan
en muchas partes del país, empero, nadie puede poner en te-
la de juicio su utilidad.

Todo parece indicar que en los próximos años, el Go-
bierno Estatal solicitará el apoyo financiero que brinda el
PRONASOL para impulsar el bienestar social de los campesi-
nos de escasos recursos y de los grupos populares urbanos
cuya marginación y atraso es a todas luces evidente. En los
municipios conurbados a la Ciudad de México existen lace-
rantes injusticias que esperan ser atendidas, el PRONASOL
ya dio palpables muestras de lo que puede hacer en benefi-
cio de los que menos tienen.

Para garantizar su efectividad se requerirá una partici-
pación social más amplia en las acciones que se emprendan,
vigilando el uso honrado y eficiente a los recursos que por
dicho programa se canalicen, y sobre todo, desarrollando
aquellos proyectos que favorezcan al mayor número de ha-
bitantes posible.

Pichardo Pagana defendió con vehemencia el alto con-
tenido social del PRONASOL al subrayar: " Quienes piensen
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que el trabajo con y para los más pobres es una moda o ex-
pediente populista , se equivocan : la equidad y la razón polí-
tica indican que una sociedad es más fuerte , más estable y
progresista , sólo si es más justa '. En el Estado de México,
indudablemente, los hechos hablan de solidaridad; fomentar-
la, preservarla y ampliarla, tendrá que ser compromiso y prio-
ridad de gobernantes y gobernados.

En lo que concierne a la Administración Pública estatal,
el informe y los anexos estadísticos son ricos en información,
en las siguientes líneas analizaremos los aspectos más tras-
cendentes.

Tal como se menciona en el informe, el aparato admi-
nistrativo es, efectivamente, el instrumento básico para con-
vertir los objetivos, planes y programas del sector público en
acciones y resultados concretos en función del desarrollo de
la población del Estado.

Desde su toma de protesta como gobernador sustituto,
Pichardo Pagaza definió en términos breves y precisos las
características de su gestión administrativa: simple, austera,
sin privilegios ni ostentaciones, dedicada a atender al ciuda-
dano común y corriente. Desde el primer día en funciones
dejó bien claras sus intenciones y compromisos de incremen-
tar la eficiencia y eficacia de la gestión pública, de tal ma-
nera que se convierta en un valioso instrumento para promo-
ver el bienestar popular. Esos compromisos se cristalizaron
en hechos en los escasos 5 meses que ¡leva la actual admi-
nistración estatal.

De la palabra empeñada de abrir las puertas del palacio
para el diálogo, la concertación, y para escuchar al pueblo,
es congruente con la conferencia magistral que dictara el 4
de Diciembre de 1989 en el Centro de Investigación en Cien
cias Sociales y Humanidades de la UAEM, la cual reprodujé-
ramos en el anterior número de la Revista del IAPEM. En
aquella ocasión comentaba que una de las tendencias con-
temporáneas de la Administración Pública era precisamente
su democratización, esto es, ensanchar las oportunidades de
participación de los ciudadanos en la formulación de políti-
cas y en el análisis de las decisiones que les afectan.

La administración pública está obligada a acercarse a la
población y servirla con eficiencia. La sociedad, por su par-
te, debe sumarse a los esfuerzos gubernamentales para cons-
truir juntos un futuro promisorio. En los anexos se precisa
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que el administrador público que acude al pueblo, que lo es-
cucha y que lo atiende, tiene mayores posibilidades de éxito
en su gestión. Los ciudadanos son los más autorizados para
hablar de sus problemas y realidades, ya que los viven de
manera cotidiana. Al escucharlos, el Gobierno acrecienta sus
posibilidades y está en aptitud de responder atinadamente a
sus demandas y peticiones.

Definitivamente, ningún programa gubernamental ten-
drá el éxito deseado si no se involucra la participación res-
ponsable y activa de los habitantes del Estado, sólo así es
factible mejorar las expectativas de bienestar general. El diá-
logo y compromiso gobierno-pueblo es un camino de doble
sentido, es una práctica democrática que revitaliza las insti-
tuciones y multiplica resultados.

Del contacto de estos dos polos que se interrelacionan
y complementan permanentemente en la dinámica social, so-
bresalen la celebración de 13 audiencias públicas semana-
les con el gobernador, 469 reuniones con los habitantes de
57 comunidades y 151 giras y visitas, esto en los pocos me-
ses que lleva la administración de Pichardo Pagaza.

Es así como la administración sale de los palacios de
gobierno y se acerca a la población para atender, en la me-
dida de las posibilidades financieras, las demandas que pre-
senta . La democracia no se agota en las urnas , al contrario,
es un concepto que trasciende fronteras y espacios, en el pla-
no administrativo se traduce en dejar de considerar a los ciu-
dadanos como objetos de decisiones administrativas para re-
conocerles la oportunidad de ser sujetos de actos adminis-
trativos.

Lo anterior está íntimamente vinculado con otra de las
nuevas perspectivas de la administración pública o tenden-
cias contemporáneas, como se le prefiere llamar: la simplifi-
cación administrativa. Constituye una necesidad derivada de
la multiplicación excesiva e innecesaria, de trámites, proce-
dimientos e instancias, ante las que el ciudadano tiene que
acudir para cumplir con sus obligaciones. Dada la compleja
problemática que ha generado, en cuanto a dispendio de tiem-
po y recursos tanto para pueblo y gobierno, las nuevas reali-
dades exigen a la administración pública facilitar los trámi-
tes que cotidianamente tiene que llevar a cabo el ciudadano
ante las oficinas de gobierno.
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Ahondar en la simplificación administrativa significa
que los servidores públicos dejen de administrar para otras
dependencias y para ellos mismos y empiecen a administrar
con y para los ciudadanos , los más autorizados para indicar
qué y cómo se debe simplificar. No se está sugeriendo que
se rebasen estructuras , sino simplemente que al momento de
tomarse una decisión en esta materia , se les consulte.

Afortunadamente en el Estado de México ya existen mó-
dulos de atención al público, ubicados en lugares estratégi-
cos, donde cualquier ciudadano presenta con toda libertad
sus quejas y sugerencias . Al momento existen 24 módulos de
Orientación e Información , atendiéndose en 1989 , vía telefó-
nica y directa , a cerca de 300 mil personas . En tanto que Ser-
vitel atendía a aproximadamente 18 mil ciudadanos. Otros
datos que merecen mencionarse es la simplificación de 111
procedimientos , difundiéndose los procedimientos simplifi-
cados a través de la distribución de 160 mil ejemplares en-
tre folletos y carteles, la difusión de la información a través
de la emisión de 46 programas radiofónicos.

La simplificación administrativa que ejecuta la adminis-
tración pública estatal, es un programa permanente, paulati-
no y cuidadosamente planeado, donde el enfoque que quie-
re impregnarle el gobernador -en el sentido de devolverle a
la administración su sentido esencial- empieza a cobrar
forma. Consolidar lo logrado y desarrollar la creatividad e
i maginación en el diseño de métodos que conduzcan a enrai-
zar a la simplificación como elemento inherente y de singu-
lar valía en el desempeño de la administración pública, será
deber de todos y cada uno de nosotros ; en esta tarea no ha-
brá esfuerzo redundante.

De igual modo habrá de operar la desregulación admi-
nistrativa, una más de las tendencias contemporáneas de la
administración pública, que en pocas palabras quiere decir
eliminar trabas normativas en actividades de la sociedad en
su conjunto . Hasta hace poco la excesiva reglamentación no
hacía sino entorpecer e inhibir el entusiasmo de la sociedad
civil para incursionar en el sector comercio y de servicios.
Los resultados saltan a la vista : comercios clandestinos, pro-
liferación de vendedores ambulantes , evasión fiscal , insegu-
ridad laboral , etc. Lo más grave era que además de hacer
competencia desleal a negocios establecidos legalmente y
desquiciar el tráfico peatonal y vehicular, al no pagar impues-
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tos privaban al Estado de una importantísima fuente de re-
cursos para financiar las actividades encomendadas por man-
dato constitucional.

Hoy el Estado ha admitido parte de la culpa, y como ha-
blar de administración es hablar de reformas, se ha dado
marcha atrás en la excesiva y engorrosa reglamentación, em-
prendiendo la revisión y análisis que lleven a abrogar, refor-
mar o adicionar, según corresponda, las leyes y reglamentos
respectivos.

En el Estado de México, la desregulación lejos de ser
un acto reflejo motivado por los cambios en la Federación, es
una práctica sana e inaplazable que sin lugar a dudas, tendrá
el apoyo irrestricto de la comunidad. Existe la voluntad del
mandatario estatal de "eliminar trabas burocráticas a quie-
nes quieran iniciar un negocio", por lo que cabe esperarse en
el corto y mediano plazo las acciones, legales y administrati-
vas, que conduzcan a dicho objetivo.

En el último libro que escribiera un distinguido estudio-
so de la administración pública mexicana, Omar Guerrero
(se publica la reseña en este número ), expresa que el carác-
ter vasto, variado y diversificado de la actividad del Estado
parece haber llegado a su límite, pues la acción estatal no
puede crecer al infinito. En consecuencia, la administración
pública sufre un proceso de reducción organizativa y funcio-
nal, en búsqueda de un nuevo papel del Estado frente a la so-
ciedad.

La comprensividad y expansión del espacio público tam-
bién encontró límites, ahora se espera una ampliación del sec-
tor privado y un equilibrio dinámico entre ambos. En estas
circunstancias la reforma del Estado se proyecta hacia una
redefinición de su papel en las condiciones históricas ac-
tuales.

El repliegue del Estado en la intervención directa en la
economía vía las empresas paraestatales inicia prácticamen-
te en el sexenio de Miguel de la Madrid y se profundiza en el
presente. Al delinear el Plan Nacional de Desarrollo 1989-
1994, Salinas de Gortari precisaba los alcances y límites de
la modernización de la empresa pública, explicaba en dicho
documento que la desincorporación y redimensionamiento de
entidades, además de dar un mayor espacio de participación
a los sectores social y privado, permite la liberación de re-
cursos públicos para una mayor y mejor atención a lo estra-
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tégico y prioritario . Agregaba que la desincorporación no sig-
nifica ni repliegue del Estado ni cesión de espacios que le co-
rresponden ; por ello un Estado fuerte no tiene por qué ser
complejo; la modernidad de una Nación se mide por la flui-
dez con que marchan los asuntos públicos y privados.

El primer informe de gobierno de Salinas de Gortari
marca un hito histórico al definir con precisión la reforma al
Estado: —La crisis nos mostró que un Estado más grande no
es necesariamente un Estado más capaz; un Estado más pro-
pietario, no es hoy un Estado más justo... Este alejamiento
de la exigencia social se dio no sólo porque las crecientes
empresas paraestatales acapararon los recursos financieros,
sino porque distrajeron la atención política del Gobierno. En
los hechos , el Estado se ocupó más en administrar sus pro-
piedades que en atender las necesidades sociales más apre-
miantes"".

La privatización , que no necesariamente se equipara
con el término desincorporación ya que éste es más amplio,
obedece al interés del Estado de allegarse recursos para des-
tinarlos a proyectos sociales, para lo cual vende al sector pri-
vado o social , empresas no consideradas estratégicas en tér-
minos constitucionales. Del dilema entre propiedad que aten-
der o justicia que dispensar; entre un Estado más propietario
o un Estado más justo, se optó por lo primero.

La desincorporación como estrategia de la política eco-
nómica de la administración salmista ha encontrado eco en
los gobiernos estatales. Al respecto, Pichardo Pagaza la cali-
fica como otra tendencia contemporánea de la administración
pública que " lejos de debilitar al Estado, lo que hace es con-
centrarlo en actividades que son verdaderamente fundamen-
tales''.

Su primer informe de gobierno es, en este rubro, un vo-
to a favor de la desincorporación . Anuncia que el gobierno
estatal reexamina sus atribuciones constitucionales para des-
lindar los campos de actividad que corresponden propiamen-
te al sector público. Advierte que no se trata de abandonar
las funciones que al Estado competen como garante de los
derechos sociales, como coordinador de los esfuerzos colec-
tivos o como promotor de la equidad entre grupos de objeti-
vos del sector público y alcanzar niveles de mayor eficien-
cia en el manejo de los fondos del erario, destinándolos a
proyectos socialmente prioritarios.
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Actualmente se estudia la desincorporación de entida-
des cuya existencia ya no se justifica , ya sea que hayan cum-
plido el propósito para el que fueron creadas, o bien porque
cambiaron las prioridades de la sociedad respecto de la ac-
ción gubernamental ; o porque las tareas de esas entidades
públicas pueden ser llevadas a cabo por el sector privado,
sin necesidad de incurrir en subsidios.

En el informe se menciona que la desincorporación abar-
ca a 85 empresas paramunicipales ; a las del Fideicomiso pa-
ra el Desarrollo Agroindustrial del Estado de México; a la
que mantiene el Fondo para el Desarrollo del Turismo, a la
Constructora del Gobierno del Estado y otras de menor im-
portancia. Otra que está en la mira es la Comisión de Trans-
porte del Estado de México ( COTREM ) a pesar de la consi-
derable inversión del año pasado : 4.1 millones de dólares,
producto del préstamo externo del Banco Mundial.

Para que usted, amable lector, se dé una idea del uni-
verso del sector paraestatal ( organismos auxiliares y fideico-
misos ) de la administración pública estatal , le diremos que
para Septiembre de 1989 , se integraba por 31 entidades
agrupadas sectorialmente en las Secretarías de Finanzas (1);
de Educación , Cultura y Bienestar Social ( 3); de Desarrollo
Urbano y Obras Públicas ( 8); de Desarrollo Agropecuario
( 5); de Desarrollo Económico ( 1 0); y de Administración (2).
Además de 2 organismos auxiliares no sectorizados ( Institu-
to de Salud y el Sistema para el Desarrollo Integral de la Fa-
milia del Estado de México ( DIFEM ), que de alguna manera
realizan funciones que el Gobierno Federal descentralizó a
los Estados.

A estos organismos auxiliares habría que agregar 7 Fi-
deicomisos , cuyos nombres no tenemos al momento , que da-
ría una suma total de 38 entidades paraestatales . Como se
especificaba líneas atrás , ya se ha iniciado la desincorpora-
ción de algunas de ellas, que no serán las únicas. En los pró-
ximos meses , probablemente, sabremos los nombres de otras
más. Se ha pedido , con justa razón , que sea éste un proce-
so cuidadoso que sin lesionar los intereses de los trabajado-
res ni haciendo graciosas concesiones al sector privado, for-
talezcan la estrategia modernizadora que en su demarcación
territorial , ha hecho suya el gobierno del Estado de México.

Cierto, la desincorporación permite al Estado replegar
su atención en lo estratégico y prioritario , pero se deberá po-
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ner especial cuidado al definir lo que se entiende por "'estra-
tégico" y ""prioritario"", a partir de los máximos preceptos
constitucionales federales y estatales. Nadie objeta la nece-
sidad de transformar el sector paraestatal, era evidente que
muchas de ellas lejos de constituirse en instrumentos de apo-
yo, se habían convertido en auténticos elefantes blancos don-
de la corrupción e ineficiencia hacían estragos.

La desincorporación, no necesariamente implica la ven-
ta, liquidación o extinción, sino también otras vías que debe-
rán de sopesarse: fusión y transferencia. La Secretaría de la
Contraloría, órgano del Poder Ejecutivo estatal encargado de
llevar a cabo la desincorporación de empresas paraestatales,
previo estudio correspondiente, deberá velar por la legalidad
y honestidad con que se efectúe dicho proceso.

Estamos conscientes que en el caso de algunas empre-
sas paraestatales, su eficiencia y productividad no son siem-
pre medibles en términos de rentabilidad financiera, sin em-
bargo, en el marco de la estrechez y austeridad presupues-
tal, las nuevas realidades exigen de ellas mayor autonomía
financiera. A las que permanezcan deberá pedírseles el dise-
ño e implantación de sistemas de evaluación, calidad y opor-
tunidad en la oferta de los bienes de servicios que producen.
A su vez tendrá que dotárseles de verdadera autonomía de
gestión; eliminar la excesiva reglamentación en que se hallan
inmersas; requerir la constante capacitación y actualización
de sus cuerpos directivos; reclamarles responsabilidad, efi-
ciencia y honestidad en el manejo de sus recursos.

Para lograr y cumplir sus propósitos y realizar sus res-
ponsabilidades sustantivas, el gobierno estatal deberá con-
servar aquellos organismos auxiliares que además de ajus-
tarse a las áreas estratégicas y prioritarias de la economía,
garanticen un amplio beneficio social. Otro criterio que sin
duda contribuirá a orientar la decisión gubernamental de de-
sincorporar y modernizar sus empresas públicas, deberá bus-
carse en el momento en que asumió tareas distintas a su con-
dición política y si esta asunción provocó que dejara de cum-
plir con sus responsabilidades sustanciales.

Por otra parte, en algunos círculos hubo reacciones de
protesta por el número excesivo de empresas paramunicipa-
les desincorporadas (85), sustentando que esta acción obs-
taculiza el desarrollo regional tan necesario en un Estado co-
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mo el nuestro , que presenta notables diferencias en su grado
de desarrollo , ya sea a nivel de regiones o municipios.

Si han de desincorporarse empresas paramunicipales,
en los casos que se justifiquen , deberá evaluarse la posibili-
dad técnica , financiera y organizativa , de transferirlas a los
productores directos, en razón del innegable impacto en el
fortalecimiento municipal.

La desincorporación como tendencia contemporánea de
la Administración Pública y como práctica, que apenas ini-
cia, de la actual administración que dirige Pichardo Pagaza,
será, sin duda, objeto de interés y reflexión de parte de los
estudiosos de nuestra disciplina . Ese será su gran aporte al
proyecto de modernización de la administración pública es-
tatal.

En el periodo que se comenta sucedieron trascendenta-
les reformas al marco jurídico de la administración pública
estatal. Dada su incuestionable importancia, el Instituto pro-
movió y realizó con el apoyo de otras dependencias guberna-
mentales y el Colegio de Abogados , foros regionales en don-
de un grupo de distinguidos funcionarios públicos explicaron
el contenido y repercusiones de tales reformas e innovacio-
nes. En el cuarto número de la Revista del Instituto se repro-
ducen ocho ponencias seleccionadas , sustentadas en los fo-
ros que revelan el interés de la gestión de Pichardo Pagaza,
Gobernador de nuestra Entidad Federativa , para un desempe-
ño más eficiente , transparente y honesto de los asuntos pú-
blicos.

Las reformas jurídicas aprobadas por la Legislatura Lo-
cal, contemplan básicamente la fusión de la Secretaría de
Finanzas y Planeación ( con el propósito de dar mayor con-
gruencia al proceso del gasto y financiamiento , coordinar con
eficacia la obtención de los recursos y su ejercicio, así como
racionalizar y optimizar su aprovechamiento . A la vez que se
refuerzan las políticas de simplificación administrativa, se
evitó duplicidad e interferencia de acciones , ahorrándose una
cantidad considerable de recursos públicos ) y la creación de
la Secretaría de la Contraloría ( Organo de autocontrol del
Poder Ejecutivo que centraliza funciones de evaluación y con-
trol antes dispersas . De igual modo, al concebirla se avanza
en los procesos de simplificación administrativa, se ahorran
recursos , se evitan duplicidad de funciones , se vigila la co-
rrecta aplicación de los recursos públicos y al imponer un
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Código de Etica del Servicio Público, actúa corno instancia
disuasiva de conductas deshonestas e ilegales).

Cada una de ellas ya ha iniciado actividades, en el caso
de la Secretaría de Finanzas y Planeación, tendrá la promi-
nente responsabilidad de diseñar el Flan Estatal de Desarro-
llo que recoja la filosofía y modo de obrar del actual gobier-
no. Como lo ha expresado el gobernador, la elaboración del
documento no será un trabajo de gabinete sino la suma de
necesidades expresadas por el pueblo. Para cuando el lector
lea estas líneas seguramente ya se habrá editado y difundi-
do el Plan Estatal de Desarrollo. Por ser el documento rec-
tor del desarrollo estatal y porque en él se halla bosquejado
el perfil del Estado que se espera alcanzar para 1993, senti-
mos que su lectura es francamente obligatoria no sólo para
los miembros de nuestra disciplina sino para cualquier ciu-
dadano que se precie de serlo.

Más adelante comentaremos brevemente otra de las
funciones sustantivas de la fusionada Secretaría de Finanzas
y Planeación, concretamente en lo que respecta al rubro de
finanzas públicas.

Por su parte, la Secretaría de la Contraloría, en cumpli-
miento de las funciones encomendadas recientemente lleva
a cabo el proceso de desincorporación de organismos auxi-
liares y fideicomisos; se encuentra en proceso de implanta-
ción el Sistema de Control Preventivo del Sector Auxiliar,
que incluye la designación de comisarios; ha efectuado 119
auditorías a obras y programas realizados con recursos fede-
rales y estatales, dentro del Programa del Convenio Unico de
Desarrollo; ha recibido 1,316 manifestaciones de bienes de
servidores públicos; se encuentra en proceso de elaboración
el Código de Etica de los Servidores Públicos, entre otras
actividades significativas.

Sobre este último punto quisiéramos hacer unos comen-
tarios, en virtud de que el Lic. Ignacio Pichardo Pagaza la
considerara una más de las tendencias contemporáneas de la
administración pública: la ética en el servicio público. Nun-
ca como ahora se le había atribuido tanta importancia a la
moralidad administrativa: en un lapso corto de tiempo se han
creado dependencias, órganos y se han concebido, modifica-
do y adicionado ordenamientos jurídicos que sirven de base
para su funcionamiento legal.
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Desde que Pichardo Pagaza tomara protesta como Go-
bernador sustituto, dejó bien clara su posición al anunciar
que el Código con el que se proponía gobernar estaba inspi-
rado en el espíritu republicano y austero de los liberales jua-
ristas. Se comprometió a actuar con absoluta honradez y exi-
girla a sus colaboradores, no permitiendo que se mezclaran
sus actividades públicas con los negocios particulares.

Para asegurar aún más la honestidad y transparencia en
la administración de los recursos del erario público, se con-
centraron en la recién creada Secretaría de la Contraloría, la
obligación de prevenir, detectar, corregir y sancionar com-
portamientos y actos inmorales de los servidores públicos
que puedan constituir responsabilidades administrativas o
de tipo penal. Además se le encargó la recepción y registro
de la manifestación de bienes de los servidores públicos.

Paralelo a ello, el 14 de octubre del año pasado la Legis-
latura Local aprobó las modificaciones y adiciones de la Ley
de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado
y Municipios, destacando la prohibición del nepotismo en los
nombramientos y la sanción del conflicto de intereses de las
funciones públicas.

El punto culminante lo constituye la inminente elabo-
ración del Código de Etica de los Servidores Públicos que
busca encauzar su comportamiento en los marcos de una
moral específica que se expresa en los ordenamientos lega-
les.

Esta breve remembranza nos permite dar una idea que
las bases jurídicas y administrativas en las que se sustenta
el Código de Etica estan dadas, toca ahora a los servidores
públicos estatales y municipales cumplir las normas y pro-
cedimientos que el Ejecutivo estatal y la Legislatura Local
han dispuesto, atendiendo el reclamo de la sociedad de ha-
cer un uso honesto y transparente del erario público.

Ajeno al espíritu inquisitorial o la intencionalidad per-
secutoria, corresponde a la Secretaría de la Contraloría, con
el apoyo ciudadano, vigilar que el Código de Etica no sea
trasgredido por los encargados de acatarlo; si así fuere, ac-
tuar conforme a derecho.

No olvidemos, por otro lado, que no basta con ser ho-
nestos, también hay que ser eficientes en el manejo de los
recursos públicos. La ineficiencia es una forma de inmorali-
dad, que de igual manera, debe ser combatida.
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Sin salirnos del tema, lo anterior esta íntimamente re-
lacionado con otra de las tendencias contemporáneas de la
administración pública a la cual hiciera alusión nuestro ac-
tual gobernador , Lic. Ignacio Pichardo Pagaza: la protección
del ciudadano frente a la administración.

Dejando a un lado las de carácter jurisdiccional, que
encuentran su máxima expresión en el juicio de amparo, nos
concretamos a las de carácter administrativo , específica-
mente en lo que respecta al Tribunal de lo Contencioso Ad-
ministrativo , creado en 1987 y que tiene por encargo resol-
ver las controversias de carácter administrativo y fiscal sus-
citadas entre los particulares y la administración pública del
Estado, los Municipios y los Organismos Descentralizados.

En su corta existencia , el Tribunal de lo Contencioso
Administrativo ha probado ser un efectivo sistema de defen-
sa del particular frente a los órganos de la Administración,
avanzando , gradual pero constantemente , en la supresión de
actos o conductas al margen de la legalidad.

Con el fin de velar la legalidad de los actos de los ór-
ganos administrativos y su consiguiente respeto a los dere-
chos de los particulares, en 1989 se promovieron en las 5
Salas Regionales de este Tribunal 4 493 juicios, 422% más
que el ejercicio anterior, de los cuales la gran mayoría fueron
de carácter fiscal ( 87%) en menor proporción administrati-
vos (12 %) y una pequeña cifra por juicios de responsabilidad
administrativa ( 1 %). Es de esperarse que con las anteriores
acciones comentadas para la elaboración e implantación del
Código de Etica de los Servidores Públicos, los juicios de
responsabilidad administrativa disminuyan aún más, no así
los de carácter fiscal que con las reformas fiscales aprobadas
para el presente año, muy probablemente se incrementen.

Para 1989 ascendió al 70% las resoluciones dictadas en
favor de los particulares y el 30% en favor de las autorida-
des; otro dato que merece destacarse es que el promedio de
duración de los juicios tramitados ante las Salas Regiona-
les tuvo un promedio de 45 días, término que constituye el
más breve entre los Tribunales de éste género en nuestro
país. Ciertamente , la celeridad con que emita sus resolucio-
nes refleja la efectividad con que opera el Tribunal, de ahí
que reducir aún más el promedio de duración, constituye un
reto permanente que no admite demora. La vertiginosa velo-
cidad con que crecen los juicios presentados ante este Tri-
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bunal lo obligan a una constante modernización administrati-
va que implica, de ser necesario, la contratación de mayor
personal; una adecuada visión de funciones; programas per-
manentes de capacitación y actualización; reforzar políticas
de simplificación administrativa; y ahondar en la desconcen-
tración administrativa formando más Salas Regionales ahí
donde se necesiten.

El balance con que hasta ahora se ha impartido la Jus-
ticia Administrativa en el Estado de México es altamente po-
sitivo, los ciudadanos encuentran en ella un sólido reducto
para canalizar la defensa de sus derechos y las autoridades
una de las más altas instituciones jurídicas que los obligan
a ceñir sus actos a una estricta legalidad.

En el informe de Pichardo Pagaza se abordó un tema de
vital importancia y que forma parte de las tendencias contem-
poráneas de la Administración Pública: El tamaño del sector
público. Esto tiene una clara correspondencia con los proce-
sos de desincorporación que en los ámbitos federal y estatal
se producen, sin embargo, aquí trataremos de relacionarlo
esencialmente con el número de servidores públicos, no im-
portando rangos o jerarquías.

En palabras del Gobernador expresadas en su primer in-
forme, reconocía que "en términos comparativos el aparato
administrativo del gobierno estatal es relativamente reduci-
do. Sin considerar a los maestros , que no realizan una tarea
administrativa , trabaja un servidor público para atender a ca-
da 7 mil habitantes, éste es un índice inferior a la media del
país y al de la administración federal".

Lo inexplicable es que aún consciente que tenemos un
país, y específicamente un Estado subadministrado, el gober-
nador haya girado instrucciones para que desde el inicio de
su mandato se contenga el crecimiento burocrático. Agrega-
ba que para el presente año, 1990, "La administración traba-
jará con el mismo número de personas que en 1989, con ex-
cepción de los servicios de seguridad y de educación donde
el crecimiento es aconsejable".

Quisiéramos creer que esta situación obedece realmen-
te a la voluntad política de destinar una mayor cantidad de
los ya de por sí exiguos recursos estatales a la inversión y
obra pública, reduciendo el gasto corriente del Presupuesto
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de Egresos 1990 (más adelante nos referiremos a las Finan-
zas Públicas).

Cierto, la expansión del sector público no puede crecer
al infinito en el caso de la administración federal se antoja-
ba necesario e inaplazable desincorporar y contraer el apara-
to público. En el caso del Estado de México, el gobierno no
tiene por qué reproducir necesariamente estrategias o políti-
cas federales siendo que las condiciones son totalmente di-
ferentes. Un estudio serio, profundo y honesto sobre la fac-
tibilidad de reducir el número de servidores públicos en nues-
tra entidad federativa, sin que esto deteriore la eficiencia de
la administración pública, es un paso previo que se tiene que
dar antes de adoptar cualquier decisión.

El mismo Gobernador aseveraba que la reflexión sobre
el tamaño de la administración pública, es una tendencia
que hay que estudiarla rigurosa, estadísticamente, y no sólo
hacerla objeto de un punto de discusión ideológica, como
pretende cierto sector de la sociedad, para beneficio propio.

A nivel internacional existe el antecedente del libro de
Juan Junquera González sobre " La función pública en la Eu-
ropa de los doce", el primero de su tipo que sirviera de base
a la elaboración de la obra que coordinara José Merino Ma-
ñón, y que lleva por título "Tamaño y Composición de la Ad-
ministración Pública Mexicana ". Este mismo texto sirvió de
base para que el Gobierno del Estado de México, el Institu-
to Nacional de Administración Pública y el Instituto de Ad-
ministración Pública del Estado de México, publicaran a fi-
nales del año pasado "La magnitud y la integración de la Ad-
ministración Pública en el Estado de México (ángulo de in-
terpretación cuantificable)".

Sin la intención de generar polémica, a continuación
mencionaremos algunos datos y cifras que se consignaran
en las dos últimas obras mencionadas, con el objeto de orien-
tar sobre el tamaño de la administración pública en nuestra
entidad federativa.

La investigación que dirigiera Merino Mañón revela que
el Gobierno Federal -incluido el D.F.- acusa un alto gra-
do de concentración al absorber en su conjunto al 81.9% de
los trabajadores efectivos frente al 12.1% de los gobiernos
estatales y el 6% en los municipios. Establecen que mientras
el D.F. dispone de 20.4 trabajadores por cada mil, los Esta-
dos y Municipios disponen de 9.1 trabajadores por cada mil
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habitantes . Explican que no es que el D.F. tenga demasiados
servidores públicos por cada mil habitantes ; más bien a la
inversa, los Estados y los Municipios de México tienen muy
pocos servidores en relación a su población , lo cual es indi-
cativo de una seria subadministración local y de una inade-
cuada distribución territorial de los servidores públicos en su
conjunto.

En el capítulo V del texto referido se indica que la ad-
ministración pública estatal consolidada muestra un índice
de servicio y burocratización de 6.5 de trabajadores estata-
les por cada mil habitantes. Sustrayendo a los trabajadores
de la educación para facilitar comparaciones analíticas váli-
das con el resto de las actividades , dada la desigual concu-
rrencia de los Estados al servicio educativo , el índice de bu-
rocratización del sector central estatal descendería a sólo 2.2
trabajadores por cada mil habitantes.

En las conclusiones se afirma que un gobierno más pe-
queño restaría eficiencia para cumplir con las atribuciones
que tiene encomendadas . Más que un Estado excesivamente
burocrático se padece una inadecuada distribución territorial
de los empleados públicos en su conjunto.

El estudio realizado en nuestro Estado no difiere mu-
cho de las conclusiones a las que llega el coordinado por
Merino Mañón; "Si la intuición ya los percibía, este análisis
los confirma", indican . La investigación , avalada con fuentes
de información confiables , niega la existencia de un aparato
administrativo obeso, y más que reducir la burocracia estatal
propone una mejor organización y distribución del personal
para fortalecer su rendimiento productivo.

Al analizar los cuadros estadísticos que incluyen, en-
contramos datos y cifras bastante interesantes : para 1989 las
representaciones federales cuentan con un poco más de 9
efectivos por cada mil habitantes , mientras que el gobierno
del Estado tiene 8, y los gobiernos municipales 2. Si se rela-
cionan la magnitud de la administración estatal con la socie-
dad a la que sirve -13 millones y creciendo a tasas superio-
res a las nacionales- se corre el riesgo que de seguir dismi-
nuyendo sistemáticamente la plantilla de servidores públicos,
se rebase la capacidad del aparato administrativo para aten-
der con eficiencia y oportunidad las crecientes necesidades
sociales.
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Tampoco se debe de soslayar que de acuerdo al estu-
dio citado, y desde el punto de vista funcional, la administra-
ción pública estatal concentra a la mayoría de sus efectivos
en el desarrollo social (76.9%), por lo que de continuar con-
trayendo la burocracia estatal, no sería de ningún modo con-
veniente para el bienestar de amplios sectores de la población.

La administración pública estatal, en lo que concierne a
su sector central, se integra con tan sólo 13.523 trabajado-
res -excluyendo al amplio número de trabajadores educati-
vos por no realizar actividades propiamente administrativas-
de los cuales sólo están sindicalizados un 15%, de ahí que
el 85% restante estarían en riesgo de ser afectados por la
eventual reducción de la burocracia estatal. Sin embargo, pa-
rece ser que la intención de la actual administración se orien-
ta más a contener el crecimiento del número de servidores
públicos (que de 1985 a 1989 creció un 31.4%, superior al
registrado por las representaciones federales en el Estado de
México, con un 20.8% y al del gobierno municipal, con un
1 6.8%) que a disminuirlo drásticamente.

En todo caso , lo que habría que hacerse es redistribuir
geográficamente el número de efectivos de la administración
pública estatal en su sector central , ya que el 65% se ubica
en la zona poniente, constituida por 65 municipios. Fiel tes-
timonio de la insuficiente descentralización y desconcentra-
ción. Dicho desequilibrio obedece, y esto no es justificación,
a que es precisamente en la zona poniente donde se halla el
asiento de los órganos de gobierno.

La des incorporación de empresas paraestatales (orga-
nismos auxiliares ) tenderá automáticamente a reducir la plan-
tilla de trabajadores del gobierno estatal, si consideramos
que de sus 30 300 trabajadores que se desempeñan en 35 en-
tidades, excluyendo al Instituto de Salud del Estado de Mé-
xico, sólo un 40% están sindicalizados, por lo que el resto,
serían susceptibles de remociones. Lo inconveniente de todo
esto es, que atendiendo a su composición funcional, la ma-
yoría de los empleados de las paraestatales ( 85%), desem-
peña actividades relacionadas con el sector social, conse-
cuentemente, el punto a resolver en el proceso de desincor-
poración de empresas paraestatales es actuar de tal modo
que la atención de las demandas sociales no se vea alterada
negativamente.
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En suma, si un aparato administrativo obeso no es ga-
rantía de eficiencia y productividad, sentimos que uno mer-
mado o disminuido lo es mucho menos. El reto sería, si se
optase por la segunda opción, en idear los métodos que con-
duzcan a incrementar la eficiencia de los servidores públicos
que permanezcan a efecto de que las ausencias no alteren el
logro de los objetivos organizacionales.

Comprimir el tamaño de la administración pública debe
ser resultado de análisis previos con el ánimo de hacerlo só-
lo en aquellas áreas o sectores que sea necesario y en la me-
dida que se justifique. Restablecer el desequilibrio geográfi-
co que presenta la actual distribución de los empleados pú-
blicos debería merecer mejor atención que su disminución o
contención. Poner un dique a la contratación de nuevo per-
sonal , aun cuando llegara a justificarse presupuestal mente,
tampoco sería lo más recomendable por el innegable impac-
to sobre las expectativas de un gran número de universitarios
que se preparan con el interés de prestar sus servicios en el
sector público.

No dudamos, por otra parte, que el gobierno estatal ha
sido respetuoso de los derechos de sus trabajadores, a tal
grado que ha puesto en práctica un programa de renuncias
voluntarias, que en 1989 arrojó resultados positivos al obte-
ner respuesta de 600 trabajadores.

No creemos que sea necesario ampliar aún más nuestro
análisis sobre este tema, aún es prematuro hablar de los tér-
minos y alcances con los que el gobierno estatal se propone
contener y reducir el personal a su servicio. Cuando haya más
elementos de juicio, seguramente habrá suficiencia de tiem-
po y espacio para que los estudiosos de nuestra disciplina di-
serten sobre el particular.

En otro orden de ideas, cabe hacer mención que en el
informe de Pichardo Pagaza se informa sobre la creación de
dos nuevos organismos públicos descentralizados de carác-
ter estatal: la Junta de Caminos del Estado de México, y Ae-
ropuestos y Servicios Auxiliares del Estado de México. Tal
como se estipula, "'responden a la política federal de descen-
tralización de responsabilidades en materia de infraestructu-
ra carretera y de apoyo a la operación del Aeropuerto Inter-
nacional de la Ciudad de México y los que se creen en el fu-
turo".
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Asimismo, se creó el órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Educación, Cultura y Bienestar Social: el Instituto
de la Juventud y el Deporte del Estado de México. Ello con
el fin de coordinar los diferentes programas , esfuerzos e ins-
tancias responsables del fomento, promoción y desarrollo de
las actividades deportivas, recreativas y de atención a la ju-
ventud de la entidad.

Con toda sinceridad, no debemos esperar que en lo que
resta del período constitucional del gobierno de Pichardo Pa-
gaza se formen nuevos organismos descentralizados, la ten-
dencia más bien parece apuntar en dirección contraria; los
tres anteriores son la excepción a la regla.

En los próximos años de la gestión de Pichardo Paga-
za, los esfuerzos se orientarán a reformar las actuales estruc-
turas administrativas , mejorar programas y procedimientos,
optimizar recursos, desregular la excesiva reglamentación,
simplificar trámites, mejorar la atención al público, incre-
mentar la productividad del personal y asegurar su honesti-
dad en el desempeño de sus funciones. En síntesis, se busca-
rán los métodos más idóneos para potencializar la eficien-
cia y eficacia de la administración pública estatal para que
responda a los retos que plantea una comunidad en constan-
te crecimiento.

Para el presente año se avizora una intensa actividad le-
gislativa producto de la adecuación de las leyes a los cam-
bios que estamos experimentando y a la necesidad de llenar
vacíos legales en aquellas áreas o actividades que exigen
controlarse. Sin confundir esto con la tendencia a la desregu-
lación de la excesiva reglamentación que inhibe y entorpece
el desarrollo de las actividades productivas, en el informe se
señala que se someterá a consideración de la Legislatura Lo-
cal la Ley Estatal de Información, la Ley de Equilibrio Ecoló-
gico y Protección al Ambiente del Estado de México, y se mo-
dificará y adicionará la Ley de Asentamientos Humanos del
Estado de México.

La dinámica social y los cambios que genera el desa-
rrollo económico y social, reclaman, por parte del gobierno
estatal, una constante revisión, abrogación, adición y crea-
ción de nuevos ordenamientos legales. En este sentido, la la-
bor de los legisladores de idear leyes y reglamentos que ga-
ranticen la convivencia armónica de la sociedad, adquiere
notable relevancia.
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En lo que respecta a la Administración Municipal hare-
mos referencia brevemente al apoyo financiero que se les
otorga. A través del CODEM (Convenio de Desarrollo Muni-
cipal), programa de fortalecimiento municipal que implica la
transferencia de recursos para la ejecución de obras estata-
les por los Ayuntamientos, en 1989 se destinaron 215 mil mi-
llones de pesos, de los cuales 75% fueron aportaciones del
Estado y 25% aportaciones de los Municipios y de la comu-
nidad.

Para el presente año, el presupuesto de egresos del go-
bierno del Estado de México contempla en el ramo de parti-
cipaciones municipales 309 963 millones de pesos, cantidad
que representa el 14% del presupuesto del sector público es-
tatal. Una variación importante es que la Ley de Ingresos de
los Municipios del Estado de México para el ejercicio fiscal
de 1990 señala expresamente en su artículo primero que el
I mpuesto Predial ya forma parte de la Hacienda Pública, con
lo que verán fortalecidos sus ingresos para impulsar el desa-
rrollo de sus comunidades. El traslado del impuesto predial
a los municipios reduce las finanzas estatales y sus fuentes
de ingresos propios, sin embargo, es meritorio en la medida
que los municipios estarán en mejores posibilidades de con-
vertirse en auténticos promotores de su desarrollo, viejo anhe-
lo constitucional.

En 1989 se entregaron a los municipios la cantidad de
272 083 millones de pesos, por concepto de participaciones

federales.

En las cláusulas del Convenio Unico de Desarrollo de
1989 se especificaba que los Ejecutivos federal y estatal
orientarían la inversión regional al fortalecimiento de las dis-
tintas áreas de la administración pública municipal, a efecto
de incrementar la capacidad administrativa y de ejecución de
la obra pública de los municipios, mediante transferencias de
recursos para realizar programas de empleo y de capacita-
ción permanente a los servidores públicos municipales en
servicio, en congruencia con los lineamientos de los Siste-
mas Nacional y Estatal de Planeación Democrática.

El 26 de febrero del presente año, con la presencia de
los 121 presidentes municipales y acompañado de distingui-
dos colaboradores, el Gobernador Ignacio Pichardo Pagaza,
signó el Convenio de Desarrollo Municipal, mediante el cual
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los municipios del Estado recibirán 100 mil millones de pe-
sos, aportación del Gobierno Estatal.

El CODEM tiene como propósito fundamental auspiciar
el desarrollo integral de los municipios, dotándolos de re-
cursos que permitan atender necesidades prioritarias, sobre
todo en obras públicas. Para que cumpla con su cometido,
es necesario una aplicación eficiente , honesta y transparente
de los fondos que lo integran.

Cabe hacer mención que el CODEM tiene un impacto
innegable en el fortalecimiento de las haciendas municipales.
El secretario de Planeación y Finanzas, José Merino Mañón,
comenta que actualmente "" cualquier municipio tiene en este
momento mayor ingreso percápita que el Gobierno Estatal—. Si
bien el techo financiero del CODEM para cada municipio se-
rá, al menos, igual que el del año anterior, pero con la venta-
ja de que los recursos se liberarán con mayor celeridad, tal
como se comprometiera el gobernador de nuestra entidad.

Los recursos que por concepto del CODEM se transfie-
ren a los municipios, más los que se esperan por las partici-
paciones federales, representan la última oportunidad para
que los ediles ratifiquen el compromiso que adquirieron con
su comunidad hace dos años. No hay mejor sustento para una
promisoria carrera política que la eficiencia y honestidad con
que sepan conducirse en los cargos para los cuales fueron
elegidos popularmente.

En los apéndices estadisticos del primer informe de Pi-
chardo Pagaza, se subraya en el Tomo II sobre Información
Municipal que el presupuesto de ingresos municipales total
(incluye impuestos, productos, derechos, aportaciones, apro-
vechamientos, participaciones, financiamientos y otros con-
ceptos) se ubicó en 1989 en 645 515 millones de pesos, que
comparados con los 329 563 millones de pesos de 1988, re-
presenta un incremento del 96%.

Otros datos importantes muestran que el Programa Nor-
mal Municipal permitió la realización de 10,721 obras en los
municipios estatales, que comparadas con las 7,501 de 1988,
representan un incremento del 25%. En este mismo rubro,
para la realización de las obras se canalizó en 1989, 371,895
millones de pesos, que comparados con los 166,549 millo-
nes de pesos invertidos en 1988, significa un incremento del
122%.
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El ritmo de crecimiento notorio tanto de presupuesto,
inversiones y obras realizadas, son indicadores fehacientes
que en el Estado de México, la reforma municipal avanza en
los hechos.

Su integración plena a las tareas del desarrollo estatal
y nacional es una realidad.

El gobernador se comprometió a apoyar con los medios
y recursos a su alcance, la profesionalización de la adminis-
tración municipal. La capacitación, actualización y asistencia
técnica a los ayuntamientos es indispensable para elevar la
calidad de los servicios públicos municipales. Mejorar e in-
tensificar los mecanismos de coordinación entre los 3 ámbi-
tos de gobierno; incrementar las participaciones federales;
modernizar sus estructuras administrativas; multiplicar los
recursos destinados a inversiones y obras públicas, son otras
acciones que tendrán que efectuarse para que los ayunta.
mientos del Estado de México estén en mejores condiciones
de asumir con mayor libertad y capacidad la promoción del
desarrollo integral de sus comunidades.

Recurrir con mayor intensidad a los recursos que apor-
ta el Programa Nacional de Solidaridad será, sin duda, deci-
sión que lleve a fortalecer el desarrollo regional en zonas an-
cestralmente marginadas.

Si aceptamos la premisa que estados fuertes harán una
Federación poderosa, no aceptamos la idea de que fortalecer
al Municipio es debilitar al Estado. Cual si se tratara de un
sistema integrado, el desarrollo de las partes fortalece al to-
do. El municipio será mejor promotor de su desarrollo inte-
gral si amplía, en el marco del federalismo descentralizador,
sus capacidades políticas, económicas, administrativas y fi-
nancieras.

La administración pública puede contribuir al mejora-
miento de la gestión municipal, en los siguientes aspectos:
i mpulsando el establecimiento de herramientas administrati-
vas como manuales, organogramas y en general sistemas y
procedimientos más ágiles y expeditos que permitan el apro-
vechamiento integral de los recursos humanos, materiales y
financieros; organizando e impartiendo cursos de capacita-
ción y actualización de los servidores públicos municipales;
desarrollando proyectos de investigación científica, teórica,
histórica y aplicada, en materia de administración munici-
pal; ofreciendo asesoría técnica y administrativa que sugie-
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ran nuevas y mejores formas de desarrollar sus tareas. Algu-
nas de estas actividades ya se vienen realizando, consolidar
y ampliar lo hasta ahora logrado será propósito que deberán
asumir tanto gobernantes como gobernados.

Un último punto a comentar fue el comportamiento de
las finanzas públicas durante el período que comprende el
primer informe de Pichardo Pagaza. En el primer tomo del
apéndice estadístico se señala que "las acciones de planea-
ción estatal y municipal se reflejan en 931,781 millones de
pesos de inversión pública autorizada; 277,205 millones de
pesos provenientes del Programa de Inversión Estatal; - - - -
214,460 millones de pesos del Convenio de Desarrollo Mu-
nicipal; 126,417 millones de pesos del Convenio Unico de
Desarrollo y 313,699 millones de pesos del Programa Nacio-
nal de Inversión Federal".

Como es natural, dadas las características peculiares
de una problemática compleja en la zona conurbada a la Ciu-
dad de México, gran parte de la inversión se orientó hacia la
región oriente del Estado de México: 19.7% lo absorbió la
región de Texcoco y el 15.2% la de Zumpango. En cambio
otras regiones, como es el caso de las de Coatepec Harinas,
Atlacomulco, Valle de Bravo, Tejupilco y la de Jilotepec, si-
guen esperando una inyección mayor de recursos de los has-
ta ahora recibidos. Combatir el desequilibrio presupuestal en-
tre las ocho regiones en que está dividido el Estado, es apos-
tar a un desarrollo sano, equilibrado, y en beneficio de todos
los habitantes.

La creación y funcionamiento de 16 Cuarteles de Tra-
bajo, establecidos estratégicamente en todo el Estado, son
una respuesta de la administración de Pichardo Pagaza de
fomentar el desarrollo regional. Por esta vía, el gobierno del
Estado apoyó con materiales e implementos a los municipios
a fin de que continúen y concluyan obras de beneficio social
y comunitario.

Con pleno respeto a la autonomía municipal, y sin ac-
tuar como intermediarios entre la población y el municipio,
sino entre ésta y la entidad, los Cuarteles de Trabajo coadyu-
varán a la solución de las demandas populares, básicamente
en el renglón de obras y servicios públicos, al atender a los
quejosos en su lugar de origen, evitando su traslado a la ca-
pital del Estado, con la consecuente pérdida de tiempo y re-
cursos.
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A decir del Lic. Raúl Martínez Almazán, Coordinador de
Apoyo Municipal, los Cuarteles de Trabajo han probado su
efectividad al resolver entre el 70 y 80% de los problemas
presentados a los mismos. En la medida de las posibilidades
y recursos, el Gobierno estatal continuará apoyándolos a fin
de atender las carencias y necesidades más urgentes de la
población.

Por otra parte, el mandatario estatal comentó en su in-
forme que durante 1989 las finanzas públicas fueron defici-
tarias por 110 mil millones de pesos, en razón, básicamente,
de que las participaciones federales fueron inferiores a las
previstas. La deuda pública neta en ese mismo año se ubicó en
414,553 millones de pesos.

Desde hace tiempo estudiosos del Federalismo mexica-
no, entre los que sobresale el Lic. Jacinto Faya Viesca, ha ve-
nido expresando en libros, ensayos y conferencias en las que
ha participado, la necesidad de que las entidades federati-
vas tengan, de nueva cuenta, facultades constitucionales de
origen en materia fiscal, enfatizaba que las participaciones
federales a los estados, y sobre todo a los municipios, son
muy exiguas, por lo que exigía un auténtico compromiso po-
lítico del Gobierno Federal para que estados y municipios
participen de manera más intensa en la administración y eje-
cución de fondos.

En efecto, una distribución más justa de competencias
sólo podrá darse a través de la reducción de la dimensión
atributiva federal a favor de estados y municipios. Se deben
revisar qué atribuciones del ámbito federal deben trasladarse
constitucionalmente a favor de los estados, esencialmente
las de carácter fiscal para fortalecer sus haciendas. A mayo-
res responsabilidades, mayores recursos para asumirlas en
plenitud.

El reclamo de incrementar las participaciones federales
a los estados no es invento académico ni falsa postura, es
una realidad que sufren las finanzas públicas estatales. No
es gratuito que el gobernador de nuestra entidad federativa,
Pichardo Pagaza, haya abordado este tema en su informe. Ex-
presó que "el ingreso no ha crecido al ritmo de otras varia-
bles sociales, tanto por la inexistencia de fuentes impositivas
propias, como porque hasta 1989 las fórmulas de distribu-
ción de las participaciones no habían tomado en cuenta, de
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manera cabal , el peso que representa la población de cada Es-
tado".

Fundamentó su planteamiento en el preocupante dato
que si dividimos las participaciones federales otorgadas en
1989 entre la población total del Estado, ocuparíamos el lu-
gar número 26, entre todos los estados de la República. No
fue nada agradable escuchar este hecho. Para desenfado
nuestro, agregó que afortunadamente la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público analiza ya, fórmulas de distribución que
tomen en cuenta el factor de crecimiento poblacional. Por
consiguiente, es de esperarse que siendo la entidad más po-
blada del país, título nada honroso, se incrementen sustan-
cialmente los fondos que se transfieren por las participacio-
nes federales. No sabemos con exactitud en qué monto y
cuándo llegarán, esperemos que sea pronto pues la atención
de las demandas sociales no admiten demora.

Es oportuno mencionar que en el capítulo referido al
Acuerdo Nacional de Ampliación de la Vida Democrática, el
Plan Nacional de Desarrollo 1989-1994 se propone, entre
otros objetivos revitalizar el régimen federal y hacer efectiva
la descentralización de decisiones y recursos , es decir, libe-
rar el potencial creativo de las entidades federativas. Se pro-
pone, asimismo, avanzar gradualmente hacia una mayor
descentralización de recursos y responsabilidades. Indica
que los instrumentos fundamentales de la planeación regio-
nal (CUD, COPLADE, CODEM) serán revisados y perfec-
cionados. Proyecta crear Comités de Planeación para el
Desarrollo Regional para que el esperado desarrollo económi-
co se distribuya equitativamente. Preveo, también, estrechar
la coordinación entre los tres ámbitos de gobierno.

Estos propósitos convertidos en hechos, dan testimonio
de que en nuestro país se está configurando un federalismo
cooperativo, solidarista, para establecer entre Federación y
Estado, facultades concurrentes, tareas compartidas y res-
ponsabilidades comunes.

Las participaciones federales se aumentarán, no cabe
duda, lo que no queda claro es saber si habrá o no voluntad
política del Poder Ejecutivo y Legislativo Federal por conce-
der facultades constitucionales de origen en materia fiscal a
favor de las entidades federativas. Hasta el momento no te-
nemos memoria de un Proyecto Legislativo de esta natu-
raleza.
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Mientras esto se define, la Legislatura Local aprobó en
el mes de diciembre del año pasado, el Presupuesto de Egre-
sos del Gobierno Estatal para 1990, que en su conjunto as-
ciende a 3 billones 260,439 millones de pesos. De los cua-
les corresponden a los 3 poderes (Ejecutivo, Legislativo y Ju-
dicial) la suma de 2 billones 218,370 millones de pesos, en
tanto que los organismos descentralizados gastarán 1 billón
042,068 millones de pesos.

En relación a 1989, si se considera el nivel inflaciona-
rio, en términos reales el presupuesto de egresos para el pre-
sente año es ligeramente inferior. Ningún presupuesto será
suficiente para atender las demandas reales de la sociedad,
sin embargo el actual permitirá mantener el ritmo de creci-
miento económico registrado el año pasado (3%) e impulsar
el desarrollo social. El Gobierno Estatal espera que este nivel
de gasto haga posible construir la infraestructura básica, aba-
tir rezagos y desigualdades, propiciar un desarrollo regional
equilibrado, promover la participación ciudadana, incremen-
tar la actividad productiva, y concluir las obras en proceso.

Para atenuar la insuficiencia de recursos financieros, el
gobierno recurrirá nuevamente a la inversión federal en obra
directa. A través del Programa Nacional de Solidaridad se
utilizarán 500 mil millones de pesos para solucionar proble-
mas de marginación en los nuevos asentamientos de la zona
oriente del Estado y en las comunidades indígenas, con obras
de agua potable, electrificación, equipamiento educativo,
alumbrado público, entre otros servicios básicos.

De igual manera, se promoverá y facilitará la participa-
ción del sector privado en creación de infraestructura y en
prestación de algunos servicios básicos. La construcción de
autopistas de cuota no será el único renglón en el que se
acepte su inversión, la desincorporación de empresas para-
estatales abre nuevos espacios de participación.

Este mismo proceso de desincorporación, al que ya hi-
cimos referencia anteriormente, permitirá canalizar recursos
estatales a acciones socialmente prioritarias. La reducción
del gasto operativo y la contención del crecimiento de la bu-
rocracia estatal, contribuirán a ese mismo propósito. La prio-
ridad será destinar fondos a la construcción de obras públi-
cas y a la ampliación y mejoramiento de los servicios públi-
cos en virtud del beneficio directo que ofrecen a la población.
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La transferencia a los ayuntamientos vía el CODEM se-
rá de 459 mil millones de pesos, destinados exclusivamente
a la ejecución de obras.

Por lo que respecta al sector auxiliar o paraestatal, un
dato significativo del nivel de eficiencia y productividad que
ha alcanzado , es el hecho que del total de su presupuesto,
91.3% se financiará con recursos propios. Además, el 50.8%
del presupuesto del sector , lo ejercerán instituciones que ac-
túan en desarrollo urbano e infraestructura física como AURIS,
COTREM y CEAS.

Estos son algunos puntos generales y trascendentes del
presupuesto de egresos del gobierno del Estado de México
para el presente año, aunque no es objeto de este documento
hacer un análisis exhaustivo sobre el particular , nos referi-
mos brevemente a él, en virtud de su vital importancia, ya
que en torno suyo giran las demandas y aspiraciones de po-
co más de 13 millones de habitantes.

Es así como concluimos nuestra serie de comentarios
sobre el primer informe de gobierno del Lic. Ignacio Pichar-
do Pagaza . El documento fue concebido , en su origen para
analizar básicamente el desempeño de la administración pú-
blica estatal durante el período que se informa , sin embargo,
hay otras variables que dada su vinculación e importancia,
tuvimos que examinar. Tal vez algunos rubros, datos o cifras
interesantes hayan quedado fuera del análisis . Un documen-
to de esta naturaleza estaba consciente de esos riesgos. Co-
rresponde a cada uno de nosotros satisfacer esa inquietud
profundizando en el tema de nuestro particular interés.

El objetivo del presente trabajo consistió fundamental-
mente en comentar y analizar el desempeño de la administra-
ción pública y áreas afines durante el periodo que cubre el
Primer Informe de Gobierno del Lic. Pichardo Pagaza, Gober-
nador de nuestra entidad federativa . Si de alguna manera sir-
ve para orientar estudios más amplios y precisos de parte de
la Comunidad Académica y Profesional de nuestra discipli-
na, habrá cumplido su cometido . Esperemos que así sea.

Decidir si el balance durante este lapso fue positivo o
no, tocará precisar a cada uno de nosotros de acuerdo al co-
nocimiento que se tenga de las actividades desarrolladas, ta-
maño del presupuesto , magnitud de los retos y metas alcan-
zadas. En lo que respecta a nosotros , no queda duda que fue
una gestión fructífera , que avanza a pasos acelerados en la
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modernización de la administración pública, reactiva el cre-
cimiento económico e impulsa el bienestar social. Cierto, hay
demandas y problemas sociales por satisfacer, pero también
hay compromiso y firme voluntad de atenderlos y resolver-
los. No debemos esperar soluciones mágicas que de la noche
a la mañana solucionen nuestros problemas. Juntos, pueblo
y gobierno deben trabajar ardua y cotidianamente en la cons-
trucción de un futuro mejor.
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ENSAYOS



REFORMA Al ESTADO , MODERNIZACION Y
PERSPECTIVAS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA

EN EL ESTADO DE MEXICO

Por José Luis Albarrán Cruz

El Estado mexicano está siendo objeto de profundas
transformaciones que buscan el logro de sus objetivos a tra-
vés del replanteamiento de sus medios. Los cambios se ex-
presan en una multiplicidad de ámbitos y traspasan fronteras
de periodos gubernamentales. No se trata de inventar al país
ni refugiarse en la comodidad que concede la inmovilidad. El
cambio que derriba mitos, replantea estructuras y potenciali-
za capacidades, no es ya una opción o un camino a elegir,
no, es un imperativo social un reclamo popular, y una con-
dición insoslayable para insertarnos de la mejor manera po-
sible al ritmo de las transformaciones del concierto mundial.

No es casual, por consiguiente, que el Lic. Carlos Sali-
nas de Gortari, Presidente de nuestro país, delineara con
gran acierto y precisión los rasgos fundamentales de la Refor-
ma del Estado. Esta reforma implica la configuración de un
nuevo modelo de desarrollo que tiene como objetivo esencial
promover el crecimiento económico de México. A la vez de
i mpulsar el desarrollo en la conducción de la economía y en
la administración del gobierno, y sobre todo en las nuevas
bases de integración política fundadas en la pluralidad, en la
tolerancia y respeto mutuo. En el plano administrativo, la re-
forma entraña la modernización y fortalecimiento de las ac-
tuales estructuras, para que éstas puedan responder con ma-
yor prontitud y acierto al cúmulo de demandas sociales.

Dentro de lo que pudiera pensarse, la reforma al Esta-
do no se hace de espaldas a la Revolución Mexicana, ni se
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traicionan sus postulados inmanentes, al contrario, los cam-
bios que se están gestando buscan hacer efectivos sus más
caros anhelos. Los principios se adecúan a las nuevas cir-
cunstancias, a las necesidades y retos que tenemos enfrente
y que no admiten demoras ni omisiones.

El Estado interventor y con un aparato administrativo
obeso, preocupado por la administración de no siempre efi-
cientes empresas paraestatales, ha dejado de ser funcional y
conveniente, y se ha convertido en una fuente de dispendio
y desorganización que en nada beneficia a los habitantes del
país, y sí mucho a una minoría que se dedicaba a enraizar y
extender el mito de que los gobiernos postrevolucionarios pa-
ra cumplir con su cometido, tendrían que extender su activi-
dad económica-administrativa en todos los campos posibles.

Hoy, a la distancia, y con la serenidad del juicio, obser-
vamos con perfecta claridad que lo que pudo ser funcional
para una época no lo es hoy para la nuestra. Cito de nuevo a
nuestro Presidente, Salinas de Gortari, que enfáticamente de-
nunciaba que "La crisis nos muestra que un Estado más gran-
de, no es necesariamente un Estado más capaz ; un Estado
más propietario, no es hoy un Estado más justa '. El resulta-
do del fallido experimento está a la vista de todos: el creci-
miento económico fue efímero, la inflación y devaluación de
nuestra moneda se desbordó, la gran dimensión de la admi-
nistración pública no nos hizo más eficientes, y lo que es más
preocupante, el bienestar del pueblo se convirtió en una qui-
mera.

Es por todo esto que la reforma al Estado es para noso-
tros no sólo justa y oportuna, sino también inaplazable. Un
principio básico de toda organización, no importando su sig-
no o sus fines, es precisamente la renovación, adecuarse al
cambio, a las nuevas circunstancias. Cuanta más razón cuan-
do sobre ésta descansa la promoción del desarrollo econó-
mico y social.

Reformar al Estado significa, es cierto, deshacerse de
empresas ineficientes y no estratégicas, pero ello no quiere
decir que el Estado renuncie a su función de conducir el de-
sarrollo económico del país; reformar al Estado significa,
también lo admitimos, replanearse la estructura y tamaño de
la administración pública, pero ello no quiere decir que el Es-
tado se desatienda de las demandas sociales de la población.
Reformar al Estado, significa admitir una nueva cultura polí-

48



tica, donde encontramos una sociedad civil más participati-
va, más crítica, pero ello no nos autoriza a violentar el Esta-
do de derecho y el conjunto de normas y leyes que nos he-
mos dado los mexicanos para garantizar una convivencia ar-
mónica y pacífica.

En este gran movimiento transformador que implica la
reforma del Estado, se abren nuevas perspectivas para la ad-
ministración pública. A ella corresponde introducir formas
innovadoras de organización que mejore sistemas, métodos
y procedimientos que optimicen recursos y respondan con efi-
cacia y prontitud a las demandas planeadas. Una administra-
ción pública que se constituya en una valiosa herramienta de
apoyo a las actividades que despliega el Estado en beneficio
de sus habitantes. Una administración pública que promueva
la constante capacitación de su personal; una administración
pública que cuente con servidores públicos con mística de
servicio, honestidad y moralidad en el ejercicio de sus fun-
ciones.

La modernización de la administración pública no signi-
fica cambiarlo todo por el simple hecho de hacerlo, no, mo-
dernizar es transformar positivamente, en beneficio de la co-
lectividad y no de intereses particulares o sectoriales, aque-
llas actividades, hábitos y conductas, que inhiben el cumpli-
miento de los objetivos institucionales.

La modernización reclama compromisos, exige la parti-
cipación franca y decidida de los servidores públicos. Sin su
colaboración no hay transformación posible, ni proyecto que
cristalice. La modernización de la administración pública en-
traña la configuración de una cultura administrativa, de una
práctica administrativa renovadora, de un código de ética
del servidor público, de un servicio civil de carrera, de un
sistema de estímulos y recompensas.

En el Estado de México, la modernización de la admi-
nistración pública se ha buscado a través de la desregula-
ción, des incorporación, simplificación de trámites y procedi-
mientos, fusión y creación de nuevas estructuras administra-
tivas, contención del crecimiento de la burocracia estatal,
mecanismos que aseguren el manejo escrupuloso de los re-
cursos públicos, formación y capacitación constante del per-
sonal, instauración de un código de ética, implantación de
sistemas de quejas y sugerencias, y mejoramiento de la aten-
ción al público.
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Los resultados logrados con la aplicación de dichas me-
didas han resultado halagadores y satisfactorios, pero insu-
ficientes. Necesitan continuidad, permanencia, delineando
programas de evaluación para mejorarlos. Aquí la participa-
ción de la comunidad es fundamental, pues ella es la recep-
tora de los trámites, por lo que sus opiniones y sugerencias
resultan de singular valía. Esto configura una nueva concep-
ción que considera a la comunidad no únicamente como ob-
jeto de la función pública sino también como sujeto. Hay que
gobernar para el pueblo, pero también con el pueblo.

La frase: "La administración tiene que salir del palacio
y ganar la calle ', no es un slogan político, es la pronuncia-
ción de un compromiso de toma de protesta que pretende en-
raizar una administración con un amplio contenido social.
Busca fomentar esquemas de participación donde la socie-
dad no sea simple receptora de medidas o acciones, sino que
también contribuya en la aportación de soluciones. Lo ante-
rior implica desarraigar conductas viciadas y actitudes pater-
nalistas que proclaman equivocadamente que la solución de
los problemas depende de altas decisiones gubernamentales.
Lo cierto es que sin el concurso y voluntad de la población,
cualquier acto de gobierno será limitado.

Aumentar la eficacia de la gestión pública supone una
nueva forma de concebir a la administración pública, donde
lo que se conoce como trabajo de escritorio será necesario
pero habrá de complementarse, con la visita a los lugares de
los problemas. Un mayor conocimiento de éstos redundará
en una toma de decisiones más eficiente y expedita.

Ante la insuficiencia del presupuesto estatal de atender
la demanda de bienes y servicios en la medida y tiempo que
reclama la población, será condición indispensable obtener
su apoyo solidario en la consecución de objetivos comunes.
Aunque importante, la participación de la sociedad en la ad-
ministración pública no se reduce a plantear sugerencias o
canalizar denuncias , se requiere su compromiso solidario pa-
ra que en el mejoramiento o construcción de obras públicas
y en la dotación de servicios, participen en la medida de sus
posibilidades, con aportaciones en dinero, materiales y ma-
no de obra.

Más que una opción es toda una realidad que ya ha da-
do resultados positivos. Los recursos públicos se expanden,
y las comunidades encuentran mayores posibilidades de ver
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cristalizadas sus demandas. En el futuro es de esperarse que
se recurra a esta vía con más frecuencia.

Si bien la administración pública atiende a toda la co-
lectividad deberá poner mayor atención a las zonas margina-
das, a los auténticos cinturones de miseria y áreas de haci-
namiento y promiscuidad que proliferan en los municipios
conurbados a la ciudad de México. El Estado de México en-
frenta una grave complejidad en esta área, producto de la
multiplicación acelerada de asentamientos humanos irregu-
lares que carecen, en su gran mayoría, de los más elemen-
tales servicios públicos. El Gobierno del Estado tiene espe-
cial interés en combatir estas lacerantes desigualdades so-
ciales. Es aquí donde se medirá qué tan eficiente y capaz re-
sulta nuestro aparato administrativo para contribuir a la erra-
dicación de la problemática, apenas esbozada en las anterio-
res líneas.

Con el apoyo del Programa Nacional de Solidaridad
( PRONASOL) se suministrarán considerables cantidades de
recursos para impulsar el bienestar social , esencialmente de
los municipios conurbados a la ciudad de México, en donde
el rezago en la dotación de servicios públicos salta a la vis-
ta de todos.

Asignar al gasto social la máxima prioridad en los pre-
supuestos anuales de egresos del gobierno estatal, resultará
esencial para revertir los agudos desequilibrios sociales, an-
tes que estos amenazan en convertirse en incontrolables pro-
blemas políticos.

El reto que tiene la administración pública de coadyu-
var a la planificación del desarrollo estatal , es grande. Pero
grande es la capacidad y voluntad de salir adelante. La mo-
dernización de la administración pública obedece precisa-
mente a la necesidad de adecuar las instituciones a los re-
clamos sociales.

No podemos afirmar con liviandad que con la moder-
nización desaparecerán nuestros problemas; sería una irres-
ponsabilidad siquiera insinuarlo. Lo que si podemos anun-
ciar es que sin ella, no habría posibilidad de enfrentarlos exi-
tosamente. La modernización abre nuevas perspectivas para
la administración pública: profundiza la descentralización y
desconcentración e intensifica los programas y convenios de
colaboración intergubernamental. La revigorización del pac-
to federal permitirá que conviertan a las administraciones es-
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tatales en agentes económicos más activos. Para que esto
sea posible , tendrán que concederse a los estados , fuentes

tributarias propias que han sido disminuidas en favor de
fuentes impositivas federales y aún municipales.

En el plan de desarrollo 1989-1994 , se afirma que la vi-
gencia del federalismo supone que cada ámbito de gobierno
cuente con los elementos que le permitan asumir cabalmen-
te sus funciones . Para darle mayor solidez a las finanzas
públicas, la política federal de coordinación fiscal se orien-
tará a estimular el esfuerzo recaudatorio de cada entidad fe-
derativa.

El compromiso de la federación por fortalecer las fi-
nanzas públicas estatales no puede resultar más oportuno,
la pérdida de fuentes sanas de financiamiento del gasto de
los gobiernos estatales llegó a tal límite que en el caso del
Estado de México, la reducción llegó al extremo de liquidar
los impuestos estatales . La transferencia del impuesto pre-
dial a los municipios es prueba de ello. Una situación así mi-
na la autosuficiencia de recursos que demanda la descentra-
lización de decisiones y el fortalecimiento del pacto federal.

En la entidad más poblada del país , con necesidades
crecientes de bienes y servicios, el volumen del presupuesto
no alcanza a satisfacer sus demandas . Conceder o devolver
fuentes tributarias propias y proporcionar participaciones fe-
derales que tomen en consideración el número de habitantes,
son condiciones necesarias para fortalecer el erario estatal.
El gobierno federal ya dió los primeros pasos en el segundo
punto , queda pendiente el primero.

Mientras tanto , las restricciones presupuestales obligan
a los gobiernos a ser más cuidadosos en la asignación del
gasto público. La consigna es hacer más y mejor con los re-
cursos disponibles , no derrocharlos en lo superfluo , ejercien-
do una selectividad estricta con base en la evaluación social
de proyectos y a una disciplina presupuestal a fondo.

A nivel federal la política asignada es dirigir el gasto
hacía la inversión pública . Más por su orientación que por
su monto ; siendo necesario , empero, aumentarla en algunos
renglones estratégicos y prioritarios , en los que la inversión
se ha quedado rezagada y debe recuperarse para que sea via-
ble el crecimiento económico esperado en los próximos años.

El Estado de México no es la excepción, el gobierno ha
dispuesto que para el presente año el ramo de inversiones
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y obras públicas sea fuertemente apoyado. Del porcentaje to-
tal del presupuesto destinado al sector central de la adminis-
tración pública estatal, se le asignó el 19.2%, sólo superado
por la Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar Social
(38.2%) en razón de la cuantiosa cantidad que se consagra
al pago del salario de los maestros estatales.

La contención del gasto corriente y la des incorporación
de empresas paraestatales y paramunicipales permitirán, por
otro lado, la liberación de recursos públicos para una mayor
y mejor atención a lo estratégico y prioritario.

La modernización de la administración pública exige el
manejo eficiente y honesto de los recursos públicos, que el
pueblo pone a disposición del gobierno. A los servidores pú-
blicos deberá requerirseles el cumplimiento escrupuloso de
sus responsabilidades, claridad y transparencia de sus ac-
ciones, ejerciendo control y vigilancia para garantizar el es-
tricto cumplimiento de las normas legales.

En aras de ese propósito, el gobierno del Estado de Mé-
xico promovió las reformas a las Ley de Responsabilidades
de Servidores Públicos Estatales y Municipales y creó la Se-
cretaría de la Contraloría, con el objeto de prevenir, detectar,
corregir y sancionar comportamientos y actos inmorales de
servidores públicos. Cabe mencionar que la idea no es nueva,
puesto que anteriormente en varias dependencias ya venían
funcionando órganos de autocontrol del poder ejecutivo para
acreditar la transparencia del manejo y ejercicio de los re-
cursos públicos. Sin embargo, se hacía necesaria su creación
e instrumentalización en nuestro estado, ya que se optimizan
recursos financieros, materiales y humanos , se mejoran los
mecanismos de coordinación al concentrar en una sola de-
pendencia funciones anteriormente dispersas.

Su creación no tiene objetivos inquisitoriales o perse-
cutorios, más bien opera como una instancia disuasiva de
conductas desleales o inconvenientes de los servidores pú-
blicos. En suma, su creación será sumamente beneficiosa pa-
ra el Estado y para la administración pública en su conjunto
al contar con un órgano de autocontrol administrativo inter-
no, que con acciones preventivas y correctivas inducirá a los
servidores públicos a actuar con absoluta honradez y con es-
tricto apego al derecho. Se ratifica el precepto que ningún
interés debe estar por encima de las disposiciones legales
que rigen la vida jurídica del Estado.
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De igual manera, las recientes reformas a la Ley Orgá-
nica de la administración pública estatal que dan pauta a la
fusión de la Secretaría de Finanzas y Planeación, abren nue-
vas perspectivas al ejercicio de función pública al reforzar
las políticas de simplificación administrativa, al evitar la du-
plicidad e interferencia de acciones, incrementando la coor-
dinación interna y al concentrar en una sola área el manejo
de la hacienda pública.

La reforma al Estado significa, también, precisar y deli-
mitar el campo de acción del sector público, específicamen-
te en lo que concierne al ámbito de las empresas paraestata-
les, cuya incontrolable expansión y deshonestos e ineficien-
tes manejos de algunas de ellas , han sido severamente en-
juiciadas. En el Estado de México, el gobierno ha iniciado
una revisión profunda del universo de sus entidades paraes-
tatales -conocidas como órganos auxiliares- con el obje-
to de conservar exclusivamente aquellas consideradas como
estratégicas o prioritarias, cuyas actividades, por ser de am-
plio beneficio social, demandan una atención preferente.

El proceso de desincorporación tendrá que ser un pro-
ceso bien meditado, sin apresuramientos ni presiones de par-
te de sectores de la sociedad que sólo velan por sus intere-
ses. Sin confundir su fin de los resultados de operación, de-
berá conservar a aquellas cuyo i mpacto en el bienestar po-
pular resulte plenamente justificado ; no así las empresas pú-
blicas que por los tipos de bienes o servicios que producen
deberán sujetarse a criterios de productividad y rentabilidad
para su mejor desempeño y más alta utilidad social.

Por el número relativamente reducido de empresas pa-
raestatales en el Estado de México, si se considera magnitud
de la población y demandas por atender, no deberá esperar-
se en el corto plazo medidas espectaculares. En lo inmediato
se desincorporarán ya sea por la venta, liquidación, transfe-
rencia o fusión -aquellas empresas paraestatales que ope-
ren con déficit y cuya eficiencia en la calidad, cantidad y
oportunidad en la venta de bienes o prestación de servicios
i mpliquen la erogación de grandes sumas de dinero ante las
que el presupuesto estatal no tenga capacidad para solven-
tar.

En el Estado existe la creencia de que con la expansión
de sus empresas paraestatales han desplazado a los particu-
lares en áreas en las que bien podrían haber invertido sus
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capitales. Por ello el propósito de concederles ahora un ma
yor espacio de participación a los sectores sociales y priva-
do. Sin que esto signifique repliegue del estado ni cesión
de espacios que le corresponden, sino simplemente dejar que
la sociedad haga lo que puede hacer mejor el Estado y a su
vez, que esta deje que el Estado haga lo mejor que puede
hacer. Es decir, centrarse en lo estratégico y prioritario.

El ejecutivo estatal ha definido los alcances y límites
de la desincorporación al pronunciarse en contra de la de-
saparición de la empresa pública y si a favor de su transfor-
mación, su modernización. Cuando las empresas públicas
funcionan con honestidad y eficiencia, se convierten en ins-
trumentos de apoyo de singular valía de los gobiernos esta-
tales, en su propósito de impulsar el desarrollo y bienestar
de la comunidad a la que sirven.

Propiciar la modernización integral de las empresas pú-
blicas permitirá dotárseles de mejores elementos que con-
duzcan al cumplimiento de los altos objetivos asignados. En
el caso de aquellas que sea pertinente privatizar, habrá de
acreditar, la recién creada Secretaría de la Contraloría, la
transparencia y legalidad del proceso. Asimismo, deberá po-
nerse especial énfasis en que los recursos liberados por este
concepto, efectivamente se canalizen a una mayor y mejor
atención de lo estratégico y prioritario.

De las 108 empresas paramunicipales que se ha deci-
dido desincorporar, generando una recuperación de 120 mil
millones de pesos al erario estatal, se ha otorgado preferen-
cia a los ayuntamientos para que de acuerdo a sus intereses
y capacidad financiera, decidan cual de ellas les conviene
que sean transferidas a su favor. Es esta una medida bastan-
te acertada del gobierno estatal porque permite cumplir el pro-
grama de desincorporación sin descuidar la atención al de-
sarrollo municipal.

La desintegración de empresas paramunicipales, en la
modalidad de la privatización, deberá considerar, en segun-
da instancia, como los clientes más indicados a los produc-
tores directos, es decir, a los grupos de campesinos intere-
sados en administrarlas en beneficio propio.

Por otro lado, si bien la desregulación es una de las
más importantes estrategias de la modernización económica,
está íntimamente vinculada con la administración pública en
razón que implica un sector público más eficiente para atender

55



los requerimientos de infraestructura económica y social del
desarrollo ; una adecuación del marco regulador de la acti-
vidad económica que aliente y promueva en lugar de inhibir
o entorpecerla ; una reestructuración administrativa que sim-
plifique trámites y procedimientos, propicie el abatimiento
de costos e incertidumbres.

En la segunda entidad más industrializada del país, don-
de el sector secundario contribuyó en 1989 con el 40% del
producto interno bruto estatal y el sector terciario el 50%,
es un gran acierto del gobierno en turno ahondar en la des-
regulación . Por sus repercusiones directas en la reactivación
del crecimiento económico, que el año pasado registro una
tasa del 3 %, se nos antoja una decisión prudente y aconse-
jable.

De igual manera , la desregulación dejará sentir sus
efectos positivos para promover la incorporación cabal de to-
dos los agentes productivos al sector formal de la economía
No se producirán resultados automáticos ni inmediatos, pero
en la medida que la desregulación se plasme en hechos con-
cretos, se tendrán respuestas favorables en el mediano plazo.

La desregulación no va dirigida a un sector en especial,
pues se legisla para la colectividad. Sin embargo , en este
caso sería sensato beneficiar a la pequeña y mediana indus-
tria, puesto que la reglamentación excesiva las afecta sobre
manera . No escapa a este rubro las personas que laboran en
la economía informal y que evaden el cumplimiento de sus
obligaciones tributarias . Las recientes reformas fiscales ya
se ocupan de remediar estas omisiones.

El fortalecimiento de las finanzas públicas estatales, el
i mpulso a las actividades productivas y a la simplificación
administrativa , son los ejes en torno a los cuales gira la des-
regulación . En nuestra entidad federativa ya se han dado los
primeros pasos , en los tiempos por venir se redoblarán los
esfuerzos.

La modernización de la administración pública colocó
en el centro del debate "el tamaño del estado ", específica-
mente de su sector público. En el ámbito federal ya se adop-
tó una decisión al respecto : tenemos un aparto administrativo
obeso , anquilosado , desvirtuado en sus propósitos originales
por consiguiente hay que reducirlo. Se puso limite a su cre-
cimiento conteniéndose el gasto corriente -en ocasiones re-
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LA VIGENTE LEGISLACION DE FUNCIONARIOS EN
MEXICO Y LA NECESIDAD DE SU REFORMA

Guillermo Haro Bélchez

Ya en otros foros se ha hecho referencia a la dispersión
normativa existente en el empleo público mexicano. Esta si-
tuación refleja uno de los mayores problemas de la función
pública mexicana. A ello se une el hecho de que la doctrina
administrativa solo se ha orientado al estudio de la relación
de trabajo entre el Estado y los llamados "trabajadores de
base". Por ello se puede decir que la proliferación y diversi-
ficación de regímenes jurídicos aplicables a los servidores
públicos se traduce en un auténtico "laberinto jurídico".

Resumiendo lo anterior, podemos señalar que en Mé-
xico tenemos un régimen jurídico para los trabajadores su-
jetos al apartado A, otro para los comprendidos dentro del
apartado B, otro para los trabajadores de confianza, uno par-
ticular para los miembros de las fuerzas armadas, otro para
los integrantes de ciertos cuerpos de seguridad, uno más
para los miembros del servicio exterior mexicano, el relativo
al personal de las entidades federativas y finalmente el de
los municipios. El "laberinto" termina por convertirse en un
auténtico callejón sin salida al convivir con esta diversidad
legislativa toda una gama de reglamentaciones propias de
cada una de las dependencias de la Administración Pública
Centralizada.

De aquí que resulte necesario, por tanto, poner en mar-
cha una adecuada política de personal en todo el sector pú-
blico que clausure un largo período de inercia, en que dicha
política no ha existido, ya que cada dependencia y cada nivel
de gobierno (Federal, Estatal y Municipal) ha actuado por
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su cuenta y riesgo, sin puentes tendidos entre todos ellos
en busca de objetivos conjuntos y globales.

Dado el volumen de funcionarios que sirven en el con-
junto de la Administración Pública Mexicana y que podemos
situar aproximadamente en los cuatro millones de personas,
resulta insostenible tanto por razones de eficacia como de
buena organización que no se diseñe una política de personal
bien coordinada y asentada sobre una infraestructura sufi-
ciente en medios humanos y materiales.

A favor de ello se puede decir que el tratamiento de la
función pública pasa por ser hoy uno de los grandes temas
que más preocupan a los gobiernos modernos. Los servidores
públicos constituyen en México un contingente lo suficien-
temente amplio en el orden cuantitativo, y lo suficientemente
representativo en el orden cualitativo, como para merecer
una atención especial por parte de los poderes públicos, has-
ta hoy indiferentes a la evolución de la sociedad en este cam-
po. Estamos por tanto empeñados en contar con un dispositi-
vo burocrático que responda a las exigencias de eficacia, de-
dicación y ejemplaridad propia de los países desarrollados.

Sin perder de vista nuestra propia realidad, las ideas que
se exponen a continuación -que por otra parte, no son más
que la expresión de criterios estrictamente personales- no
pretenden otra cosa que constituir sugerencias que intentan
contribuir a la labor preparatoria de redacción de una nueva
Ley General de Funcionarios.

1. Planteamiento del Problema : La Diversidad Legislativa
Actual

El caso mexicano presenta una situación especial. Nues-
tra organización totalmente general e impersonal la encabeza
un Estatuto reglamentario con matices mixtos que regula los
llamados '"trabajadores de base" de las dependencias de los
Poderes de la Unión, del Gobierno del Distrito Federal, y el
de las instituciones que se enumeran en el texto del artículo
1 de la LFTSE, (') así como también al de los Organismos
descentralizados similares a los expresamente enumerados en
el artículo citado, que tengan a su cargo función de servicios
públicos. A propósito de esta disposición da la impresión que
el legislador intentó primeramente ser exhaustivo sin conse-

(') Ley Federal de Trabajadores al Servicio del Estado
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guirlo , para posteriormente intentar ser representativo en su
enumeración, para finalmente producir un precepto ni exhaus-
tivo ni representativo, sino más bien limitativo, confuso y con-
tradictorio. Si se me permite, para ilustrar mejor lo anterior,
traer a cuanto la expresión del profesor Nieto "El vino fuerte
que se había preparado salió aguado de las Cortes y terminó
convirtiéndose en vinagre a la hora de su consumo".

Quedan por tanto excluidos del régimen de aplicación
del Estatuto (LFTSE), por disposición expresa del artículo 8
los llamados "trabajadores de confianza " a los que alude el
artículo 5o. los miembros del Ejército y Armada Nacional con
excepción del personal civil de las Secretarías de Defensa
Nacional y de Marina, el personal militarizado o que se mili-
tarice legalmente, los miembros del Servicio Exterior mexi-
cano; el personal de vigilancia de los establecimientos peni-
tenciarios , cárceles o galeras y aquellos que presten sus ser-
vicios mediante contrato civil o que estén sujetos al pago de
honorarios.

Esta exclusión se traduce en consecuencia en la exis-
tencia de regulaciones propias para el personal "excluido".
En cuanto a los "trabajadores de confianza" carecen de un
Estatuto, aunque gozan de las medidas de protección al sa-
lario y de los beneficios de la seguridad social por disposición
expresa de la fracción XIV del apartado B del articulo 123
de nuestra Carta Magna. Por su parte, el personal militar de
la Defensa y Marina Nacional se encuentra sujeto a la regu-
lación y disciplina propia de esos cuerpos castrenses. Los
miembros del servicio exterior mexicano están regidos por
la Ley Orgánica del Servicio Exterior mexicano. El personal
de vigilancia de establecimientos penitenciarios, cárceles,
etc.; cuenta también con su propia reglamentación, en tanto
que aquellas personas que prestan sus servicios mediante
contrato civil o pago de honorarios se encuentran obviamen-
te sujetos al derecho civil.

En cuanto al régimen aplicable a los organismos des-
centralizados, empresas de participación estatal y fideicomi-
sos, no obstante lo expresado por el controvertido artículo 1
del Estatuto que los comprende dentro de su ámbito de apli-
cación, lo cierto es que no existe un criterio definido hasta
la fecha para integrarlos en uno u otro régimen. En realidad,
la referida disposición amplia erróneamente su aplicación a
esta clase de organismos, ya que estos se encuentran regu-
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lados expresamente en el apartado A. La redacción de este

precepto ha generado problemas constitucionales y jurídi-
cos relativos a la correcta determinación de la legislación
aplicable a este tipo de organismos, ya que el apartado B no
se refiere a ellos, mientras que sí lo hace la fracción XXXI
del apartado A, que a tenor expresa; "La aplicación de las
leyes del trabajo corresponde a las autoridades de los Esta-
dos, en sus respectivas jurisdicciones, pero es de la compe-
tencia exclusiva de las autoridades federales en los asuntos
relativos a: b) Empresas; 1, aquéllas que sean administradas
en forma directa o descentralizada por el Gobierno Fede-
ral... ". De lo que resulta claro que los trabajadores de es-
tos organismos están comprendidos dentro del apartado A,
estando sujetos por tanto al derecho laboral.

Algunos autores con los que no coincidimos opinan que
siendo estos organismos descentralizados parte de la estruc-
tura del Gobierno Federal y estando encuadrados dentro de
la Administración Pública, con un patrimonio formado por
bienes que aporta el propio Estado y realizando actividades
que competen a éste , resultaría coherente regularlos por el
apartado B del artículo 123 constitucional y en consecuencia
sujetarlos al ámbito de aplicación de la LFTSE.

Por nuestra parte consideramos todo lo contrario, ya
que en principio el hecho de estar regulado por el apartado
A tiene tanto sus razones históricas como jurídicas. La razón
histórica podría encontrarse en la circunstancia de que tras
crearse en virtud del Decreto expropiatorio de 18 de Marzo
de 1938, uno de estos organismos descentralizados como es
Petróleos Mexicanos , aún no había sido promulgado el Es-
tatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado,
por lo que afirman algunos autores, por exclusión las relacio-
nes entre los trabajadores y la nueva compañía petrolera
quedaron reguladas por la Ley Federal del Trabajo.

Si bien es cierto que el anterior argumento histórico
puede resultar por si sólo válido, la realidad se apuntala en
la razón jurídica. En efecto, el hecho de ubicar las relacio-
nes de estos organismos descentralizados dentro del aparta-
do A del artículo 123 constitucional, responde más bien a la
idea de ajustarse a lo previsto por el propio texto constitucio-
nal (fracción XXI del apartado A). Nuestro razonamiento se
ve fortalecido en el caso concreto del IMSS, que aún cuando
su creación es posterior a la promulgación del Estatuto de

62



1941, quedó comprendido dentro del apartado A. Los defen-
sores de la integración de estos organismos al apartado B
volvieron ala carga, sosteniendo entonces para este caso en
particular , que el IMSS quedaba comprendido en el apartado
A en virtud de que no parecía lógico que siendo trabajadores
del seguro social, las prestaciones médicas, asistenciales y
demás, fuesen otorgadas por otro organismo distinto de
aquél. Este razonamiento , por muy sensato que parezca, no
logra ni con mucho desvirtuar lo estipulado al respecto por
el propio texto constitucional, por lo que es correcta su re-
gulación por el apartado A y la LFT. (')

En definitiva , el artículo 1 de la LFTSE adopta un cri-
terio inconstitucional al ampliar erróneamente su aplicación
a diversas instituciones que tienen a su cargo funciones de
servicios públicos y que expresamente , se encuentran regu-
lados en el apartado A. Incluso algunas entidades de las enu-
meradas en dicha disposición han desaparecido de nuestra
vida administrativa . Tal es el caso por ejemplo del Instituto
Nacional de la Vivienda, del Instituto Nacional de Protección
a la Infancia y de las Juntas Federales de Mejoras Materiales.

Otro tanto sucede en la legislación burocrática en las
entidades federativas y sus municipios, donde la situación
es igualmente diversa. El problema aquí tuvo su origen en
la propia Constitución de 1917 que plasmó a nivel general
en su artículo 123 los derechos de los trabajadores , expre-
sando como se recordará que: "El Congreso de la Unión y las
legislaturas de los Estados deberán expedir leyes sobre el
trabajo, fundadas en las necesidades de cada región, sin
contravenir a las bases siguientes , las cuales regirán el tra-
bajo de los obreros , jornaleros , empleados , domésticos, ar-
tesanos y de manera general todo contrato de trabajo".

La citada disposición originó consecuencias negativas,
debido a que las legislaturas de los Estados daban un tra-
tamiento distinto al personal de cada entidad de la Repúbli-
ca. Esta situación por regla general no sólo ocasionaba enor-
me disparidad entre las leyes de los Estados y la LFTSE, si-
no también traía consigo la no contemplación de los derechos
mínimos consagrados en la norma federal.

Recientemente se introdujo un cierto principio horno-
geneizador para los Estados y sus Municipios al reformarse

(') Ley Federal del Trabajo.
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el artículo 115 constitucional (fracción IX) mediante el cual:
"las relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores
se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los
Estados, con base en lo dispuesto en el artículo 123 consti-
tucional. Los municipios observarán estas mismas reglas por
lo que a sus trabajadores se refiere". Esto significa que el
citado precepto obliga a las legislaturas locales a legislar so-
bre las relaciones de trabajo entre los gobiernos locales y
municipales pero sin contravenir lo dispuesto en el artículo
123 constitucional.

De la anterior descripción de la diversidad legislativa
existente en la función pública mexicana, se desprende co-
mo criterio unánime la necesidad imperiosa de su reforma, y
en este sentido nos parece atinado destacar que si en efecto,
tal reforma es necesaria, las deficiencias esenciales que hoy
se advierten en el régimen de personal de la administración
pública mexicana obedecen fundamentalmente a la defectuo-
sa regulación de la materia pero además al incumplimiento
de las normas vigentes.

También es importante subrayar que muchas de las ano-
malías que hoy proclamamos como justo fundamento de que
la reforma es urgente no son nuevas. Como se demuestra, las
ha habido siempre y hasta nos atreveríamos a afirmar que si
hoy subsisten es en mayor proporción y desde luego en ma-
yor perjuicio para el servicio público.

2. La Elaboración del Nuevo Estatuto: Principios Inspirado-
res

La realidad más evidente, la que con mayor nitidez se
nos aparece, es que la LFTSE ya ha cumplido su ciclo histó-
rico como Ley de la materia. En primer lugar porque este or-
denamiento no se aplica directamente más que a un número
reducido del personal que integra la Administración del Es-
tado: los trabajadores de base. A esta causa debemos agre-
gar otras muchas como la ausencia de un órgano que cen-
tralice y unifique todo lo referente a los funcionarios (tal co-
mo sucede en los países desarrollados), a la subsistencia del
sistema de botín en los nombramientos y ceses de los fun-
cionarios públicos, a los deficientes sistemas de formación y
perfeccionamiento, a la desproporción entre los sueldos de
los servidores públicos y quienes no lo son, a la nula política
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de ascensos en base al mérito y la capacidad de los aspiran-
tes, a la falta de profesionalismo de los funcionarios, a su es-
casa dedicación, a la lealtad personal y partidista, a la falta
de neutralidad de la Administración, etc.

Todo ello crea en nosotros un estado de opinión favorable
para apoyar la reforma y puesta al día de la profusa legisla-
ción existente, que debe ser sustituida por un sistema cohe-
rente y único, ágil, moderno, eficaz y justo.

El objetivo preeminente en cualquier movimiento de re-
forma es el aumento de la eficacia de la Administración, el
cual, es preciso recordar, constituye una tarea prácticamente
ilusoria si no se apoya en los propios funcionarios que la sir-
ven. Un planteamiento nuevo de nuestra Administración que
tenga como meta su perfeccionamiento y modernización ha
de partir por tanto del mejoramiento efectivo de los funcio-
narios, y su expresión más caracterizada habrá de ser nuevo
Estatuto que sustituya al de 1963, cuyo ámbito de aplicación
se ha visto progresivamente reducido y del que muchas de
sus normas han perdido actualidad y vigencia.

El nuevo estatuto debe recoger las mejores técnicas en
materia de personal. Sacando de aquí y de allá, tomando al-
gunas de las pocas cosas buenas que tiene el actual Estatuto,
se podrá montar el esqueleto de un futuro Estatuto.

La elaboración de un Estatuto técnicamente aceptable
no parece tarea excesivamente difícil. En los últimos años
han visto la luz en otros países algunas leyes generales de
funcionarios que contienen numerosos principios válidos pa-
ra nuestro país, tal es el caso de los Estados Unidos, que pu-
blicó en 1978 la Civil Service Reforma Act que sustituyó a
la antigua Pendleton Act de 1883, o bien el francés con la
i mportante reforma socialista de 1983 o el propio español de
la Ley de Medidas de Agosto de 1984. Pero también parece
evidente por la experiencia de esos países, que el éxito de una
nueva ley de funcionarios dependerá, más que de su calidad
técnica -que sería, eso sí , requisito imprescindible-, de la
voluntad que se pusiese en su aplicación, venciendo las resis-
tencias que se opondrían al intento de imponer mayor orden
y claridad a nuestro actual régimen de funcionarios.

Nunca como ahora se advierte una sensación de verda-
dero caos: por un lado existen una multitud de funcionarios
que han ingresado a la Administración sin ninguna prueba,
como no fuera la de la lealtad y la obediencia a quien les de-
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signa, y por el otro una retribución de la mayor parte de ellos
desequilibrada cuando no insatisfactoria. Urge por todo ello
acudir en auxilio de los males advertidos para remediarlos,
con lo cual afianzaremos la estructura de la Administración
y contribuiremos al mejor desenvolvimiento de los servicios
públicos.

El Estatuto debe tener un claro propósito homogeneiza-
dor que tienda precisamente a alcanzar el objetivo de estruc-
turar una función pública homogénea, compacta y sin dife-
rencias entre los diversos colectivos que la integran. La meta
última es implantar una normativa común e igual sin perjui-
cio de excepciones que sólo se aceptan en base a circuns-
tancias coyunturales o razones de fondo muy contrastadas.

En definitiva, lo que se pretende es que todas las admi-
nistraciones públicas, incluidas la de los Estados y sus Mu-
nicipios, tengan la misma norma aplicable a los funcionarios
públicos, en evitación de singularidades discriminatorias que
perjudiquen o minusvaloren a los servidores públicos.

3. Contenido del Estatuto

Para elaborar el conjunto de un nuevo Estatuto, es pre-
ciso enfocarlo desde extremos diferentes y complementarios
entre sí. No bastará por tanto, una aproximación meramente
jurídica, sino que debemos pertrecharnos de conocimientos
en el campo de la Sociología, de las Relaciones laborales,
de la Economía, de la Ciencia de la Administración.

El Estatuto en consecuencia deberá contener principios
sólidos, para lo cual es preciso hacer en principio cuatro co-
sas: primero, instrumentar mecanismos de acceso a la Ad-
ministración basados en el principio del mérito y la capaci-
dad; segundo, ofrecer a los funcionarios la posibilidad de una
buena carrera; tercero, dotarlos de una retribución suficien-
te; y cuarto, establecer la inamovilidad para los funcionarios
de carrera. Con estos cuatro principios la función pública se
rodeará de una consideración social que anime a las perso-
nas de calidad intelectual a desear y conseguir los puestos
públicos. De otra suerte la función pública seguirá siendo re-
fugio de amistades y partidos, cuando no de incapaces y
mediocres. En definitiva el Estatuto en grandes líneas debe-
rá desarrollarse con base en las siguientes materias:
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A) Ambito de Aplicación

En principio, el ámbito de aplicación de un nuevo Esta-
tuto deberá extenderse a la totalidad de los funcionarios ci-
viles de los Poderes de la Unión (Ejecutivo, Legislativo y Ju-
dicial) y del Gobierno del Distrito Federal. De igual forma
ampliar su aplicación a los miembros del servicio exterior
mexicano y al personal civil de las Secretarías de la Defen-
sa y Marina Nacionales.

Al hablar de la totalidad de los funcionarios civiles del
Estado, lo hacemos ya en base a la propuesta de desaparición
de la injustificada distinción hasta hoy existente entre traba-
jadores de confianza y trabajadores de base.

B) Coordinación y Dirección

Una de las razones principales del fracaso del Estatuto
de 1963 (LFTSE) ha sido sin duda la inexistencia de un ór-
gano que aplicase de modo uniforme sus normas a la totali-
dad de los funcionarios mexicanos.

Es por ello que también nos pronunciamos en el senti-
do de crear un órgano de nivel Secretaría de Estado, respon-
sable de la aplicación uniforme de los principios sobre la
materia.

Bajo la dirección de este órgano, contaríamos además
con otros dos nuevos órganos de coordinación: El Consejo
Superior de la Función Pública y el Consejo de Coordinación
de la Función Pública del Estado con las Entidades Federati-
vas y sus Municipios.

En el nuevo Estatuto, por tanto, deberán quedar estable-
cidos los nuevos derroteros por los que discurrirá nuestra
política de personal: centralización de una Secretaría de Es-
tado para la Función Pública, sincronización de las normas
sobre la materia y la adopción de medidas en los diferentes
niveles de Gobierno por medio del doble engranaje de los
órganos colegiados señalados, paralelismo entre las normas
aplicables a los funcionarios del Estado y las aplicables a
los funcionarios de las entidades federativas y sus munici-
pios, etc.

C) Selección e Ingreso

El Estatuto deberá contener nuevos principios para la
selección de los funcionarios públicos, basados fundamental-
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mente en los principios de mérito y capacidad vigentes en
los países desarrollados. Estos principios deberán traducirse
en sistemas objetivos de selección como la oposición, el con-
curso o el concurso oposición.

D) Provisión de Puestos de Trabajo y Carrera Administra-
tiva

En la actualidad la mayor parte de los puestos de traba-
jo de la Administración Pública Mexicana se proveen me-
diante la libre designación. A este hecho debemos unir la
falta de claridad en la definición de los objetivos de la ca-
rrera del funcionario al servicio del Estado, el inadecuado
sistemas de análisis de puestos que incide negativamente en
el reclutamiento, en la selección, promoción, evaluación de
desempeño y capacitación, los sistemas escalafonarios de-
ficientes que desvirtúan el espíritu de la ley, etc. Sobre el
particular, si bien podemos apuntar que los últimos gobier-
nos han establecido un nuevo Catálogo General de Puestos
del Gobierno Federal que pretende garantizar el que las va-
cantes sean ocupadas por los trabajadores más aptos, ha ol-
vidado señalar los criterios objetivos para acceder a ellos.
Por lo que subsiste un sui géneris sistema de despojos, que
atiende para la provisión más que a la capacidad y los méritos
del aspirante, al vaivén político del momento o la militancia
partidista. En definitiva, el Presidente marca el inicio de toda
carrera, su marcha ascendente y también en consecuencia el
final de la misma.

Por contra, el Estatuto debe introducir como sistema
normal de provisión el concurso de méritos, y por excepción
el de la libre designación, destinando este último para los
puestos de trabajo que por la naturaleza de su contenido ha-
ga recomendable esta forma de provisión.

E) Sistema de Estructuración de la Función Pública

El Estatuto deberá igualmente hacer referencia clara al
sistema de ordenación que se adoptará en el nuevo régimen
jurídico de la función pública mexicana.

En el estado actual del tema, el legislador de 1963 adop-
tó un sistema híbrido. Por una parte optó por el sistema de
carrera para el colectivo de los trabajadores de base y por la
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otra por el sistema de empleo para el colectivo de los traba-
jadores de confianza.

Ahora bien, en razón de la nueva clasificación de los
funcionarios públicos que proponemos, parece aconsejable
que el nuevo Estatuto haciendo gala de una depurada técni-
ca jurídica introduzca correctivos en el sentido de clarificar
al máximo la ordenación funcionaria¡, que bien puede seguir
montada con base en un modelo mixto.

F) Formación y Perfeccionamiento

Corno órgano de formación y perfeccionamiento, pare-
ce aconsejable con base en las experiencias comparadas ex-
tranjeras, encomendar al INAP dicha materia en el ámbito de
la administración central y a los Institutos de Administración
Pública de los Estados en las entidades federativas y sus
municipios.

Dichos Institutos tendrán a su cargo, por un lado, la fun-
ción de completar la formación de los aspirantes a funciona-
rios directivos o ejecutivos y por otra, desarrollar cursos de
especialización y perfeccionamiento con carácter voluntario
y obligatorio para toda clase de funcionarios.

En consecuencia, el nuevo Estatuto deberá diseñar las
grandes líneas bajo las cuales los órganos responsables alu-
didos lleven a cabo la política de formación y perfecciona-
miento de !os funcionarios públicos mexicanos.

G) Los Derechos de los Funcionarios Públicos

En la actualidad la LFTSE dedica su Título II a consa-
grar los derechos y obligaciones de los trabajadores de ba-
se. El nuevo Estatuto tendrá en consecuencia que abordar,
de manera sistemática y coherente, muchos de los derechos
y obligaciones ya consagrados en la LFTSE, incorporando al
nuevo régimen jurídico, por una parte, a los trabajadores de
confianza, poniendo así fin a una de las principales lagunas
de la actual normativa y por la otra, las nuevas obligaciones
de los servidores públicos en su conjunto, contenidas en la
LFRSP(*) (art. 47).

(*) Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.
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En definitiva en el nuevo Estatuto se deberán contem-
plar, entre otros, los siguientes derechos:

G.1) Derecho a la Inamovilidad o Estabilidad

En la nueva ley General de Funcionarios resulta impres-
cindible consagrar la inamovilidad o estabilidad en el cargo
para los funcionarios de carrera, no haciendo caso ya a la ac-
tual clasificación, separando claramente los límites entre la
Política y la Administración.

En la actualidad, este derecho sólo opera en favor de
los trabajadores de base, un colectivo reducido dentro de la
inmensa masa funcionarial mexicana. En consecuencia el re-
conocimiento de este derecho para el conjunto de los funcio-
narios ha de consistir en el derecho del funcionario al man-
tenimiento de la relación de servicio, misma que sólo podría
romperse en los supuestos establecidos en el propio Estatu-
to, previo un procedimiento que ofrezca garantía de audien-
cia y defensa.

G.2) Derecho a la Carrera

Uno de los temas capitales que habrá de abordar el nue-
vo Estatuto es el de la carrera administrativa. Mientras ésta
no se implante con carácter general en nuestras administra-
ciones, el funcionario mexicano se verá privado de un legíti-
mo derecho que le corresponde, y en virtud del cual, con
arreglo a sus propios méritos y capacidades, pueda ocupar
mejores puestos de trabajo en la organización, tanto en el or-
den profesional como en el económico.

A nuestro juicio, la carrera administrativa ha de estar
abierta a todos los funcionarios cualquiera que sea su nivel,
debe tener un carácter progresivo, de manera que el funcio-
nario vaya ascendiendo de categorías y niveles, ha de acep-
tarse la idea de la irreversibilidad, de manera que el funcio-
nario que asciende no pueda luego ser descendido o rebaja-
do; el ascenso ha de apoyarse en criterios objetivos que eli-
minen por una parte la libre designación aplicada hoy en día
para la generalidad de los casos y por la otra ha de conjugar
ponderadamente los méritos, la antigüedad y otros aspectos
a valorar y por último, tiene que abarcar toda la escala o je-
rarquía administrativa a fin de que el funcionario llegue por
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a vía profesional y no por la política a los cargos más altos
de la jerarquía administrativa.

G.3) Derechos Económicos ( Remuneración)

El tema de las retribuciones es otro de los grandes te-
mas que habrá de contemplar el nuevo Estatuto. En la actua-
li dad, el sistema retributivo es injusto, es complicado, es
clandestino, es impuesto y no negociado, desigual para unos
colectivos respecto de otros y como consecuencia de todo lo
anterior carece de lógica interna.

En razón de todo ello, sería recomendable que el nuevo
Estatuto en cuanto a este tema se refiere se base en las si-
guientes orientaciones; una, debe ser unitario para todos los
funcionarios, por lo que no deberá aceptar ni discriminaciones
ni privilegios; dos, debe asegurar el cumplimiento de tres prin-
cipios básicos: el de la publicidad, el de la transparencia y el
de la negociación; tercero, habrá de simplificarse al máximo; y
cuarta, deberá ajustarse a las pautas de la política salarial
general del país.

G.4) Derecho al Descanso ( Permisos y Licencias)

En cuanto a este tema, se puede decir que ésta es una
de las cuestiones sujetas hoy en día a altos índices de discre-
cionalidad por parte de los niveles superiores. La LFTSE no
aborda el tema con el rigor que el caso amerita, ya que sólo
contempla en su artículo 45 las causas de suspensión tem-
poral de la relación de trabajo, pero no contiene precepto al-
guno que exprese cómo operan las situaciones, los permisos
y las licencias. En algunos casos, la laguna es subsanada por
los Reglamentos de condiciones generales de trabajo de las
dependencias, en otros cada dependencia actúa por su cuen-
ta y riesgo. En todo caso, la materia debe legalizarse consa-
grando el Estatuto los principios que deberán regir sobre el
particular.

G.5) Derecho a Premios , Honores y Consideraciones

Sobre el particular, una ley específica (la Ley de Pre-
mios, Estímulos y Recompensas D.O.F.(*) del 31 de diciem-

( ') Diario Oficial de la Federación.
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bre de 1975) regula estos derechos para los funcionarios pú-
blicos mexicanos, que desempeñen sus labores con honradez,
diligencia, constancia, etc. En este sentido, por tanto el Es-
tatuto podría limitarse a señalar tales derechos, remitiendo
para su desarrollo a la citada ley.

G.6) Derecho a la Seguridad Social

En cuanto a este derecho se refiere nos encontramos an-
te uno de los temas más desarrollados por nuestros legislado-
res. La propia Constitución General de la República establece
las bases mínimas sobre las cuales se organizará la seguridad
social. (Art. 123 apdo. B fracción XII incisos a), b), c), d),
e), f).).

Al respecto, la propia Constitución ha insistido en que
la seguridad social se otorgará de acuerdo con las bases mí-
nimas consagradas en dicho precepto constitucional, pudien-
do por lo tanto una ley ampliar estas prestaciones en be-
neficio de los servidores públicos. (El artículo 3o. de la
LISSSTE (* ) enumera las prestaciones a que tienen derecho
los servidores públicos).

Así las cosas, resulta no obstante oportuno que el Esta-
tuto sistematice este derecho especificando claramente las
prestaciones que en este campo gozan los servidores públi-
cos.

G.7) El Derecho a Sindicación y Huelga

En el estado actual del tema dada la actual clasifica-
ción de los trabajadores al servicio del Estado, nuestro siste-
ma sólo reconoce este derecho para el colectivo de los tra-
bajadores de base.

En el Estatuto por tanto, una vez adoptada la nueva cla-
sificación de los servidores públicos, debe incorporarse el
reconocimiento de este derecho para el conjunto de los fun-
cionarios profesionales.

H) El Régimen de Responsabilidades y el Régimen
Disciplinario

Tanto la regulación de las responsabilidades como el
régimen disciplinario de los funcionarios públicos en México,
han tenido una evolución reciente en los últimos años.

( "I Ley del Instituto de Seguridad Social al Servicio de los Trabajadores
del Estado.
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Hace cinco años fue promulgada la LFRSP, que como
su nombre indica es la disposición jurídica que establece el
régimen de responsabilidades en la función pública mexica-
na. Su campo de aplicación comprende , según el artículo lo.,
los sujetos de responsabilidad en el servicio público, las obli-
gaciones en el servicio público , las responsabilidades y san-
ciones administrativas en el servicio público, así como las
que deban resolver mediante juicio político ; las autoridades
competentes y los procedimientos para declarar la proceden-
cia del procesamiento penal de los servidores públicos que
gozan de fuero , y el registro patrimonial.

Dos aspectos debemos resaltar de la actual LFRSP, de
una parte el concerniente al juicio político y del otro, las res-
ponsabilidades administrativas.

Sin pretender agotar la exposición -ni mucho menos-
de estos dos aspectos que desarrolla la actual LFRSP, dire-
mos que el juicio político es un procedimiento que puede ser
utilizado contra los servidores públicos mencionados en el
artículo 110 constitucional ( todos ellos personal de carác-
ter político ) cuando sus actos u omisiones redunden en per-
juicio de los intereses públicos ( por ejemplo: el ataque a las
instituciones democráticas ; el ataque a la forma de gobier-
no republicano , representativo , federal; las violaciones gra-
ves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales; la
usurpación de atribuciones , etc.). En este sentido, cabe seña-
lar que los Gobernadores de los Estados, Diputados locales
y Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia sólo
podrán ser sujetos de este juicio político por violaciones gra-
ves a la Constitución y a las leyes federales que de ella ema-
nen, así como por el manejo indebido de fondos y recursos
federales.

Por cuanto a las responsabilidades administrativas, la
LFRSP establece que los servidores públicos que incurran en
responsabilidad por incumplimiento de sus obligaciones se-
rán sancionados por falta administrativa que puede consistir
en: apercibimiento privado o público , amonestación privada o
pública, suspensión , destitución del puesto, sanción econó-
mica e inhabilitación temporal para desempeñar empleos,
cargos o comisiones en el servicio público (Art. 53 LFRSP).

En consecuencia , en el estado actual de cosas , el nuevo
Estatuto en este campo podría limitarse exclusivamente a
agrupar las ideas-marco sobre estas materias en su texto ar-
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titulado, sin perjuicio de respetar, en lo general, la normativa
ya vigente. Lo que sí debe incorporar el nuevo Estatuto a su
contenido lo es la regulación de la responsabilidad civil de
los servidores públicos, aspecto éste que ha quedado abso-
lutamente olvidado por los estudiosos de la función pública
mexicana.

Al respecto, por citar tan sólo un ejemplo, tenemos que
en España del daño producido responde siempre la Adminis-
tración, pero en caso de dolo o culpa grave del funcionario
en la comisión del mismo, la Administración puede ejercitar
una acción de regreso contra el funcionario culpable, si se ha
visto obligada a indemnizar al perjudicado.

1) Incompatibilidades

El Estado deberá introducir asimismo lineamientos de
carácter general sobre este tema, que permitan en el futuro,
a través de una ley, desarrollar el marco de un régimen de in-
compatibilidades para nuestros funcionarios públicos.

El tema es -a no dudarlo- de una importancia vital.
Algunos autores como Bielsa , con el que coincidimos plena-
mente, señala que: "'las incompatibilidades suelen ser la pie-
dra de toque de la moral gubernativa, tanto desde el punto
de vista moral como del económico", por lo cual no duda-
mos en afirmar que el cuadro de incompatibilidades de cual-
quier burocracia, su grado de rigor y su nivel de efectividad,
pueden ser tomados como uno de los índices más significa-
tivos para decidir la salvación o la condena de una Adminis-
tración Pública.

Sobre el particular, en el transcurso del último Gobier-
no, se ha venido hablando ampliamente del tema, pero en
realidad han sido escasas las acciones llevadas a cabo. In-
cluso se ha insistido más en las "incompatibilidades políti-
cas" que en las "administrativas" que han quedado absolu-
tamente olvidadas, no siendo abordadas por legislación al-
guna.

Por ello, en el nuevo Estatuto el régimen de incompati-
bilidades habrá de ser extremado hasta los límites más ex-
tensos posibles. El ideal por tanto está en conseguir una bu-
rocracia dedicada en plenitud al servicio público, remunera-
da con dignidad y uniempleada en el Estado.
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A través de un régimen de incompatibilidades estricto,
que deberá diseñar el nuevo Estatuto e impulsar la posterior
promulgación de una ley sobre la materia, se logrará termi-
nar con uno de los 'cánceres" de nuestra función pública:
el pluriempleo. No es posible ya seguir consintiendo que los
funcionarios se distraigan de sus quehaceres profesionales,
dando la impresión de que su ocupación pública es mera-
mente marginal, lo que les permite dedicarse a otros menes-
teres más o menos sustantivos, eso al fin y al cabo es lo de
menos.

En este sentido alguna de las líneas que deberá contem-
piar el nuevo Estatuto sobre el tema, lo podría ser por ejem-
plo el principio de que sólo se puede desempeñar un puesto
de trabajo en las Administraciones Públicas (Federal, Esta-
tal y Municipal), sin más excepciones que las que demande
el propio servicio público. En otras palabras, lo que deberá
regularse es que el personal al servicio de determinada Ad-
ministración Pública no puede compatibilizar sus activida-
des con el desempeño de un segundo puesto de trabajo, car-
go a actividad en el sector público, salvo en los supuestos
que se prevean en el propio Estatuto. De igual manera, la
nueva normativa funcionara) deberá establecer, de la mano
de lo anterior, una estricta regulación que impida percibir
más de una remuneración con cargo a los presupuestos de
las Administraciones Públicas federal, estatal y municipal,
incluyendo por supuesto al de los organismos descentraliza-
dos, empresas de participación estatal y fideicomisos.

También en ese orden de ideas, sería sumamente reco-
mendable que el nuevo Estatuto estableciera el principio de
que el desempeño de un puesto de trabajo en cualquiera de
los tres niveles de Gobierno (Federal, Estatal y Municipal) in-
cluyendo los organismos descentralizados, empresas de par-
ticipación estatal y fideicomisos, sea incompatible con el
ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad pública o
privada que pueda impedir o menoscabar el estricto cumpli-
miento de las tareas que se desprendan de su puesto de tra-
bajo, o comprometer su imparcialidad o independencia.

J) Funcionarios y Personal Exluído de su Ámbito de
Aplicación

Puede decirse hoy en día que en realidad son pocos los
funcionarios que se encuentran sometidos a la legislación del
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Estatuto de 1963. (En concreto, sólo los trabajadores de
base).

De tal que la enumeración de funcionarios realizada con
anterioridad, se desprende asimismo la relación del perso-
nal que quedaría excluido de su aplicación. Dichos funcio-
narios no son otros que el personal militar de las Secretarías
de la Defensa y Marina Nacionales, así como los miembros
de los Cuerpos de Seguridad del Estado (policía, bomberos,
etc.) para quienes debería mantenerse una normativa espe-
cial propia de las características de dichos Institutos o agru-
paciones.

Sobre este punto, dado que las recomendaciones for-
muladas integran en el ámbito de aplicación del nuevo Esta-
tuto a los miembros del servicio exterior mexicano, sería ne-
cesario modificar la fracción XIII del artículo 123 constitu-
cional en su apartado B para hacer desaparecer la referencia
en la misma a los miembros del servicio exterior mexicano.
La fracción referida podría quedar redactada de la siguiente
manera: "'los militares, marinos y miembros de los cuerpos
de seguridad pública, se regirán por sus propias leyes—.

Por su parte, el personal funcionario de las entidades
federativas y sus municipios, quedaría sometido al Estatuto
que promulgarían al efecto las legislaturas de los Estados,
que a su vez no podrá contravenir ni la Constitución Federal
ni las leyes reglamentarias de la materia, que serán la base
para el desarrollo de la legislación funcionaria) en los men-
cionados niveles de Gobierno.

Por lo que hace al personal de los organismos descen-
tralizados, empresas de participación estatal y fideicomisos,

así como otros organismos similares a los anteriores que ten-
gan a su cargo funciones de servicios públicos, ya hemos di-
cho en su momento que dicho personal en razón de lo esta-
blecido por el propio texto constitucional (Art. 123 fracción
XXXI, apdo. A) debe quedar regulado como hasta ahora por
dicho apartado A y en consecuencia, sujeto al ámbito de apli-
cación de la LFT. En otras palabras, este colectivo de perso-
nas deben ser considerados personal laborales.

En cuanto a los trabajadores de las instituciones banca-
rias, se presenta una situación especial. Hasta antes del De-
creto expropiatorio del lo. de septiembre de 1982 su perso-
nal se encontraba regulado por una normativa especial: el
Reglamento de Empleados Bancarios y de las Organizaciones
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Auxiliares de Crédito, con posterioridad al decreto aludido
fue reformada la Constitución Federal. En primer lugar su ar-
tículo 28 que establece en la actualidad que: "La prestación
del servicio público de banca y de crédito será prestado ex-
clusivamente por el Estado y a través de instituciones..."".

Esta reforma de la citada disposición fue completada
con la introducción del de la fracción XIII bis al apartado B
del artículo 123 constitucional que señala que estas institu-
ciones regirán sus relaciones por lo dispuesto en dicho apar-
tado.

En relación con este colectivo de personas, nos parece
un grave error del legislador el haberlos integrado al régimen
del apartado B, cuando claramente se advierte en base a los
argumentos que sostuvimos para el caso de los organismos
descentralizados, que su lugar natural lo era el apartado A y
por tanto la normativa laboral. Los trabajadores de los ban-
cos es definitiva, son los primeros en detestar su actual ubi-
cación, sobre todo por la pérdida de sensibles ventajas y pres-
taciones ya conquistadas en el tiempo. En nuestra opinión, el
personal de los bancos debe considerarse personal laboral.
En este sentido, nos inclinamos a recomendar la desaparición
del agregado XIII bis que erróneamente y sin criterio técnico
alguno fue introducido por un confundido legislador.

4. Homogeneización de la Función Pública de la Federa-
ción y la de las Entidades Federativas y sus Municipios

Ya hemos insistido en otro momento que una de las
ideas-fuerza del nuevo Estatuto para los funcionarios públi-
cos mexicanos debe ser su clara tendencia homogeneizado-
ra que tienda hacia la estructuración de una función pública
compacta y sin diferencias notorias para los diversos colec-
tivos que conforman nuestra Administración Pública.

En las siguientes líneas es nuestro propósito analizar la
viabilidad jurídica que tal empeño tiene, intentando en su ca-
so formular aquellas sugerencias que nos acerquen a una nor-
mativa lo más unitaria posible que regule sin diferencias sen-
sibles tanto a unos como a otros colectivos funcionariales.

4.1 Posibilidades de la Fórmula : Legislación Básica y Legis-
lación de Desarrollo

En relación con el tema, el interés general exige que
nos inclinemos a pensar en una regulación unitaria para el
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conjunto del Estado , regulación que como ha señalado Mu-
ñoz Machado para España, no tiene por qué agotar el tra-
tamiento normativo de la materia , sino contener las prescrip-
ciones más generales : lo importante es que asegure la uni-
formidad.

En el estado actual de cosas, el artículo 123 apartado B
Constitucional , que puede ser considerado como el principio
vertebrador a partir del cual se configura todo nuestro siste-
ma de función pública , sólo comprende algunos de los mu-
chos aspectos de la relación funcionaria ) tales como sus de-
rechos mínimos , que se establecen al mismo nivel que los la-
borales, pero no dice nada en relación con otros aspectos ju-
rídicos tales como la definición del concepto de funciona-
rio, situaciones administrativas , potestad disciplinaria, etc.
Incluso seria deseable que se estableciesen como bases co-
munes para todos los funcionarios no sólo estas materias de
régimen jurídico en sentido estricto, sino también otras, co-
mo el sistema de ordenación de la función pública , el régi-
men de carrera , los ascensos , etc. Ello nos permitirá diseñar
un modelo unitario de función pública para todo el Estado.
Nunca como ahora el interés general ha exigido que para la
función pública exista una regulación unitaria para el conjun-
to del Estado. Lo deseable sería establecer en una legislación
básica una regulación uniforme de vigencia común en toda
la República , con lo que se aseguraría un común denomina-
dor normativo , a partir del cual las entidades federativas pue-
dan establecer las peculiaridades propias dentro del marco
que la Constitución Federal y la propia le atribuyan sobre la
materia.

En estas condiciones , lo primero seria identificar la com-
petencia estatal con la fijación al modo español de ""princi-
pios o criterios básicos", para que posteriormente el nuevo
Estatuto definiese como principios o criterios básicos aplica-
bles a los tres niveles de Gobierno ( Federal, Estatal y Muni-
cipal) los referentes a órganos superiores, dotaciones presu-
puestarias , relaciones de puestos de trabajo , oferta de em-
pleo público , selección de personal, provisión de puestos de
trabajo, carrera administrativa, estructura de la función pú-
blica, ordenación de los funcionarios, remuneraciones , situa-
ciones, etc.

Así las cosas, una vez fijados estos ""principios o crite-
rios básicos ", se aseguraría la uniformidad , dada la unifica-
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ción normativa que implica una legislación básica estatal. El
primer paso, en consecuencia, lo constituiría la elaboración
del nuevo Estatuto jurídico para los funcionarios de la Fede-
ración, que vendría a significar junto con la normativa cons-
titucional el punto de partida a partir del cual las entidades
federativas promulgarían sus correspondientes leyes de de-
sarrollo, se basarían por tanto "en lo dispuesto en el artículo
1 23 de la Constitución y sus disposiciones reglamentarias".

Ahora bien, en la actualidad cabe la posibilidad para
los poderes reformadores locales de resolver sobre su sujec-
ción al apartado A o al B o bien a un dispositivo mixto. Con
la finalidad de consolidar la referida legislación básica de la
Federación en las entidades federativas y sus municipios,
pudiera contemplarse la vía de los Convenios de Coordina-
ción cuyo uso entre Estados federados y sus Municipios ha
dado buenos resultados. En ese orden de cosas, por tanto, es
recomendable pensar en una eventuad adición al texto cons-
titucional en el sentido de establecer expresamente la posibi-
li dad de que el Ejecutivo Federal y los Gobernadores estén fa-
cultados para celebrar convenios de alcance político, econó-
mico y jurídico del Convenio Unico de Coordinación.

La concertación de este tipo de Convenios de Coordi-
nación entre la Federación y las entidades federativas limita-
ría la posibilidad aludida de los poderes reformadores loca-
les sobre la sujeción a uno u otro apartado. Por tanto en di-
chos convenios se convendría, dado el caso, la sujeción al
apartado B y sus disposiciones reglamentarias, encabezadas
por el nuevo Estatuto General de Funcionarios, con lo que
quedaría plenamente garantizada la uniformidad.

Sobre el particular, no está por demás traer a cuento
que en caso de controversias surgidas con motivo de la inter-
pretación de dichos convenios, se estará a la solución que
consagra el artículo 44 de la Ley de Planeación: "El Ejecuti-
vo Federal, en los Convenios de Coordinación que suscriba
con los gobiernos de las entidades federativas, propondrá la
inclusión de una cláusula en la que prevean medidas que san-
cionen el incumplimiento del propio Convenio y de los acuer-
dos que del mismo se deriven".

Finalmente, es necesario indicar que paralelamente a la
expedición del Estatuto, se deberán expedir reglamentos que
desarrollen las normas contempladas en la referida ley. Con-
templarían, por tanto, el desarrollo normativo de la materia
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los correspondientes reglamentos de ingreso, de provisión de
puestos de ingreso, de provisión de puestos de trabajo, de
formación y perfeccionamiento, de situaciones administrati-
vas, etc.

4.2 El Artículo 115 Fracción IX Constitucional

Uno de los avances más importantes que sobre la mate,
ria ha introducido recientemente el legislador lo es, sin du-
da, el precepto arriba citado. La adición en cuestión ha veni-
do a allanar un tanto el camino que ha de conducirnos a la
uniformidad legislativa. La referida disposición señala: "Las
relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores se
regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los Es-
tados, con base en el articulo 123 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones re-
glamentarias. Los Municipios observarán estas mismas re-
glas por lo que a sus trabajadores se refiere".

El anterior artículo obliga por tanto a las legislaturas de
los Estados a legislar sobre las relaciones de trabajo entre
los gobiernos locales y municipales pero sin contravenir lo
dispuesto por el artículo 123 y sus disposiciones reglamen-
tarias.

La reforma hecha por el legislador abre en consecuen-
cia la posibilidad para resolver la diversidad legislativa exis-
tente en las entidades federativas y municipios. Restaría tan
sólo la voluntad del legislador estatal para expedir las leyes
de la materia en consonancia con las bases contenidas tanto
en el articulo 123 constitucional como en el nuevo Estatuto
General de Funcionarios.

4.3 Organos de Coordinación

El nuevo Estatuto deberá abordar con la seriedad debi-
da lo referente a los órganos superiores de la función públi-
ca. La creación de los órganos como el Consejo Superior de
la Función Pública con las entidades federativas y sus muni-
cipios, es altamente recomendable para asegurar la coordi-
nación del sistema. Ambos órganos con competencias pare-
cidas: en tanto que el primero se constituiría como un órga-
no de coordinación y consulta de la política general de la fun-
ción pública del Estado en su conjunto, encargado de propo-
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ner las medidas que sean precisas para ejecutar lo estableci-
do en las bases de la materia, el segundo sería el encargado
más concretamente de coordinar la política de personal del
Gobierno Federal con las entidades federativas y sus muni-
cipios.

4.4 La posibilidad de la Movilidad

La uniformidad y unidad del sistema mexicano de fun-
ción pública que hemos venido propugnando podría rematar-
se con la implantación de la regla de la movilidad de los co-
lectivos de personal. En una primera fase podría darse entre
los funcionarios de las entidades federativas y sus munici-
pios. Esto significa que los funcionarios municipales podrían
desempeñar puestos de trabajo en otros Ayuntamientos dis-
tintos de los de su procedencia o bien en las propias entida-
des federativas.

De la misma manera los funcionarios de las entidades
federativas podrían ocupar puestos de trabajo en los Ayunta-
mientos pertenecientes a las entidades federativas de que se
trate.

Confiamos pues, en que estas ideas puedan despertar in-
quietudes y afanes hacia la reforma del Estatuto, tan aplaza-
da como necesaria.
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LA ADMINISTRACION ESTATAL EN MEXICO

Roberto Moreno Espinoza(*)

El proceso formativo de la administración estatal en
México, tiene sus antecedentes en la época de la Colonia, es-
pecíficamente en las formas que definió la Corona española
respecto de su administración territorial, además, en las con-
diciones que propiciaron la lucha independentista que tuvo
como conclusión el surgimiento de la nación mexicana como
Estado independiente y libre y, de las manifestaciones auto-
nómicas de algunas de las provincias a la postre estados de
la federación, mismas que se dieron en un contexto en que
las ideas federalistas se encontraban en pleno desarrollo.

Para el estudio de la administración estatal en México,
hemos dividido el presente capítulo en dos grandes aparta-
dos: el primero de ellos engloba los antecedentes, los cuales
ubicaríamos en la época de la colonia, en este sentido anali-
zamos las formas que adoptó el gobierno provincial durante
los períodos sucesivos en que los Habsburgo y los Borbones
controlaron el poder en la Metrópoli y sus respectivas colo-
nias. Espacio histórico que comprende trescientos años.

En tal período se delinearon en lo fundamental los an-
tecedentes de la administración estatal que se perfilan desde
la consumación de la independencia; el dispositivo de políti-
ca y gobierno provincial definido desde España fue, como ca-
be esperar, una prolongación del poder central, así, las for-
mas de administración territorial implantadas, fueron aque-

O Este ensaya Corma parte de la Investigación " Genésis y Formación de la
Administración Pública Estatal " que actualmente desarrollo en el Insti-
tuto de Administración Pública del Estado de México, A.C.
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las que se ajustaron al proceso de desarrollo y consolidación
del imperio español bajo la égida del monarca.

Durante el período correspondiente a los Barbones, es
llevado a cabo un proceso de transformación político-admi-
nistrativo de corte modernizador, consecuente con la tradi-
ción centralizadora francesa, cuna de la casa reinante en Es-
paña a partir de 1700; a nivel provincial se implanta el régi-
men de intendencias que, mediando una serie de estudios y
recomendaciones, es extendido e implantado también en la
Nueva España, con ello la administración provincial sufre una
transformación que modifica radicalmente la precedente.

En efecto, durante la época de Carlos III, se generaliza
virtualmente el régimen de intendencias en las colonias es-
pañolas de Ultramar, en la Nueva España esto sucede en 1787;
la implantación de aquél, define más nítidamente la adminis-
tración provincial y se transforma en el antecedente más aca-
bado de la administración estatal característico del México
independiente.

Nuestro segundo apartado comprende el surgimiento de
la administración estatal y su desarrollo durante el siglo
XIX, efectuamos, por tanto, un análisis de las condiciones
prevalecientes en España que dan lugar a la Constitución de
Cádiz de 1812 y la participación tenida por los diputados de
la Nueva España y, de las consecuencias y secuela de tales
eventos.

Asimismo, nos detenemos en el estudio del surgimien-
to del federalismo mexicano y la definición de los estados in-
tegrantes de la nueva federación; destacamos además las de-
claraciones y acciones autonomistas que se dieron en los pri-
meros años de vida independiente que, sin duda, apuntala-
ron el desarrollo del Estado mexicano como República Fede-
ral; igualmente analizamos la naturaleza de la administración
estatal que queda delineada y la figura del gobernador y del
jefe político durante el siglo XIX. Finalmente, incorporamos
las conclusiones capitulares que consideramos pertinentes.

RAICES HISTORICAS DE LA ADMINISTRACION
ESTATAL DURANTE LA COLONIA

La naturaleza y carácter de la administración estatal,
ciertamente empieza a delinearse desde la época de la Colo-
nia, paralelamente a las formas de administración territorial
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desarrolladas desde la metrópoli. En torno al dispositivo de
gobierno municipal, prontamente fue perfilándose con la fun-
dación del Ayuntamiento de la Villa Rica de la Verácruz;; el
dispositivo central Novohispano queda, asimismo, definido
con la implantación del Virreinato a partir de 1535.

El dispositivo de gobierno provincial fue más azaroso y
hasta cierto punto confuso, en virtud de que varias de las
instituciones y categorías político-administrativas en que se
sustentó se interpusieron y empalmaron unas a las otras, sin
que acabase de ser debidamente delimitado su ámbito juris-
diccional, así, Gobernadores, Capitanes Generales, Alcaldes
Mayores y Corregidores compartieron el gobierno provincial.
Sería hasta muy entrado el siglo XVIII cuando aquél cobra
una identidad más definida, merced al establecimiento del
sistema de intendentes, con lo cual la acción gubernamental
provincial adoptó una mayor racionalización.

El gobierno provincial en la época de los Habsburgo

La adquisición de nuevos y vastos territorios que se
agregaron a la Corona española mediando la conquista, de-
mandaron el diseño e implantación de formas de administra-
ción provincial tendientes al mantenimiento del control de
los nuevos territorios y de la actividad desplegada por los
conquistadores, en esta tarea se contó con la experiencia acu-
mulada tenida en la propia península en lo que a gobierno
provincial se refiere, particularmente las de los Reinos de
Castilla y León.

No es casual por tanto, que el Corregidor castellano ha-
ya sido una de las instituciones privilegiadas y trasplantadas
para el gobierno provincial novohispano; al lado de éste, sin
embargo, se colocaron otras categorías como ya lo hemos
señalado: Gobernadores, Capitanes Generales y Alcaldes Ma-
yores. El establecimiento de uno y otro pareció estar en re-
lación al tamaño e importancia de la provincia en cuestión.
Juan de Solórzano Pereyra en su Política Indiana hace refe-
rencia a este particular:

"Como se fueron poblando y ennobleciendo más las
Provincias de las Indias con las muchas Ciudades o
Colonias de Españoles, que se fundaron y avecinda-
ron en ellas, y con haber reducido en mucho el núme-
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ro de Indios, que andaba vagando por los campos, la
vida política, y pueblos fundados para su agrega-
ción... creció también el cuidado de nuestros Re-
yes, y no contentándose con la sola elección y admi-
nistración de justicia de los Alcaldes Ordinarios, tra-
taron de poner, y pusieron, así en la Nueva España
como en el Perú y en otras Provincias que lo reque-
rían, Corregidores o Gobernadores en todas las Ciu-
dades y Lugares, que eran cabecera de Provincia, o
donde parecieron ser necesarios para gobernar, de-
fender y mantener en paz y justicia a los Españoles
e Indios que las habitaban, a imitación de lo que en
los Reynos de Castilla y León hicieron los Reyes Ca-
tólicos, según lo refiere Bobadilla, y muchas cédulas,
que se juntaron en el tercer tomo de las impresas y
tratan de la creación, ministerio y jurisdicción de es-
tos Magistrados, a los cuales en el Perú llaman Co-
rregidores , y en la Nueva-España Alcaldes Mayores, y
los de algunas Provincias más dilatadas tienen título
de Gobernadores, como son el de Cartagena, Popa-
yán, Chicuito, Buenos Aires, o Río de la Plata, Santa
Cruz de la Sierra, Paraguay, Venezuela, La Habana,
Cumaná, y otros". (1)

El heteróclito gobierno provincial novohispano fue un
producto pues, de la necesidad de parte de la corona de im-
poner un control en dos planos fundamentales: sobre los in-
tegrantes del dispositivo de gobierno y, segundo, sobre los
territorios conquistados.

En el presente trabajo nos abocaremos al análisis de las
características y especificidades de cada categoría , paralela-
mente al estudio de la racionalidad que adopta la adminis-
tración provincial durante el período.

Gobernadores , corregidores y alcaldes mayores

El esclarecimiento de las categorías en quienes recayó
el gobierno provincial, no es tarea fácil, los gobernadores por
ejemplo, fueron instituidos para hacerse cargo de territorios

(1) Solárzano Pereyra, Juan de. Política Indiana . Madrid, Compañía Ibe-
ro-Americana de Publicaciones , S.A. Tamo IV sin año, obra publica-
da originalmente en Madrid en 1647. p. 24.
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amplios o relativamente pequeños, Yucatán y Nueva Vizcaya
estarían en el primer caso y, Veracruz, Tlaxcala y Puebla en
el segundo.

Respecto a corregidores y alcaldes mayores, la distin-
ción es más difícil de establecer, existen, sin embargo, algu-
nos elementos para afirmar que las alcaldías mayores tuvie-
ron en principio una mayor cobertura territorial que los corre-
gimientos.

Los corregidores fueron establecidos con el objeto de
asumir el gobierno de indios otorgados en encomienda, en
particular en aquellos casos en que caducaban los beneficios
derivados de aquélla, o bien cuando existía alguna irregulari-
dad para su usufructo, posteriormente, los corregimientos
fueron establecidos también para el gobierno de españoles.

Sobre este último aspecto Borah asienta que, en efecto,
"a medida que las encomiendas eran confiscadas o revertían
a la Corona, los ministros reales procuraban mantenerlas en
cabeza real para que los tributos y demás rentas beneficiaran
al fisco. También era preciso que en cada pueblo de alguna
i mportancia hubiera un administrador, por lo que empezaron
a enviarse mandatarios reales con el título de corregidor y,
en algunos casos, con el de alcalde mayor". (_)

Sin embargo, la relevancia inicial de las alcaldías ma-
yores, fue cediendo paulatinamente en favor de los corregi-
mientos que, finalmente cobraron una mayor preminencia;
para finales del siglo XVIII, a pesar de este proceso de forta-
lecimiento del corregimiento, esta institución se encuentra
prácticamente extinta.

Analizando las categorías de gobernador y capitán ge-
neral, corregidor y alcalde mayor como depositarios del go-
bierno y administración provincial, encontramos que fueron
los puntales fundamentales para mantener un enlace entre el
poder central y el ámbito local; conviene señalar que debido
a las condiciones en que se concedían y remuneraban los
puestos de corregidor y alcalde mayor, además de las mis-
mas condiciones históricas, que les rodeaba, su acción fue
fuente de numerosos conflictos y corrupción, situación que
se tradujo en una de las causas de la reforma administrativa

(2) Borah, Woodrow. El gobierno provincial en la Nueva España 1570-
1787. México, UNAM, 1985, p. 30.
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implantada en la época de Carlos III y, en la modificación ra-
dical del gobierno y administración provincial.

Analicemos pues, más de cerca, las instituciones de go-
bierno provincial de la época de la casa de Austria.

El gobernador y capitán general

El empleo de gobernador y capitán general, conforma-
ron una dupla que recayó generalmente en una misma perso-
na, tal título se le confirió a los Virreyes de la Nueva Espa-
ña y a quienes encabezaron provincias de importancia para
la Corona y de una extensión territorial amplia, tal fue el ca-
so de nueva Vizcaya, Nuevo Reino de León y Yucatán, según
lo consigna Rubio Mañé. De acuerdo con la división territo-
rial de la época, el Virreinato se integraba por Reinos (tres),
Gobernaciones (dos), Provincias (ocho) y, una colonia (Nue-
vo Santander -Provincia de Tamaulipas-), de las cuales
las Gobernaciones en strictu sensu , eran las de Nueva Vizca-
ya y Yucatán.(a)

El cargo de Capitán General otorgado al Virrey tuvo una
función militar muy importante -señala Rubio Mañé- tan-
to para el control interno de las provincias como de las reper-
cusiones que se tenían en las colonias de España en Améri-
ca, consecuencia de las guerras de aquélla en Europa.

"Tenía el Capitán General las obligaciones de preve-
nir y debelar las rebeliones internas, la defensa de
las costas, las exploraciones a tierras no colonizadas
y la expansión de las fronteras; y el conocimiento en
primera y segunda instancia de las causas civiles y
criminales de los militares que residían en su juris-
dicción".(')

La Gobernación y Capitanía General, estaba integrada a
su vez por Corregimientos y Alcaldías Mayores, Rubio Mañé
consigna la existencia de Gobiernos que carecían de Capita-

(3) Ver: Rubio Mañé, J. Ignacio, "Organización de las instituciones del
Virreinato de la Nueva España'', en : Secretaría de Gobernación. Bo-
letín del Archivo General de la Nación . Serie 2, XII, 1-2, enero-mar-
zo, abril-junio, México, 1971, pp. 160-164 y: O'Gorman, Edmundo.
Historia de las divisiones territoriales de México . México, Edit. Po-
rrúa , 1979, pp. 3-15.

(4) Rubio Mañé. op cit , p. 163.
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oía General , tal era el caso de Veracruz , Acapulco, Tlaxcala,
Puebla de los Angeles, Sonora y Sinaloa, Colonia del Nue-
vo Santander , Isla del Carmen y Tabasco , creados entre los
siglos XVI y XVIII.

La Gobernación y Capitanía General de la Nueva Vizcaya

La Gobernación y Capitanía General de la Nueva Vízca-
ya en cuanto a su organización, se encontraba integrada fun-
damentalmente por Alcaldías Mayores, existían otras cate-
gorías político-administrativas que apoyaban al gobernador
y capitán general como era el caso del teniente de goberna-
dor y del teniente regional que auxiliaba al alcalde mayor.

El teniente de gobernador y capitán general sustituía en
sus ausencias al gobernador y capitán general, cuando éste
"tenía que abandonar frecuentemente la capital para empren
der las campañas defensivas y ofensivas contra los indios
que siempre están en pie de guerra " ('). Al parecer la figura
de teniente de gobernador y capitán general se hizo más es-
tructural, por la necesidad de que permaneciese uno en la
ciudad de Durango y otro en San José del Parral. En la prime-
ra mitad del siglo XVIII, cuando cambia su residencia el go-
bernador a San Felipe el Real de Chihuahua, se deja otro te-
niente en esta villa cuando sale a campaña el gobernador
-agrega Porras Muñoz-.

La facultad de nombrar tenientes de gobernador, recaía
en los titulares según la legislación vigente, misma que limi-
taba al virrey a la audiencia a hacer lo propio y, por tanto,
"pongan tenientes a los gobernadores nombrados por el rey
'y ellos en virtud de nuestra facultad pudieran proveer, y se
los dejen nombrar, poner, quitar y remover con causa legíti-
ma', dando noticia de sus procedimientos y remediando los
daños".(')

De lo anterior se desprende que el cargo de teniente
duraba en ausencia del gobernador y cesaba con el regreso

del mismo a la capital o a la ciudad en donde residiere, asi-
mismo el título o nombramiento de teniente de goberna-
dor debía ser presentado, obedecido y registrado por la Au-

(5) Porras Muñoz, Guillermo. Iglesias y Estado en Nueva Vizcaya (1562-
1821 ). México, UNAM, 1980, P. 181.

(6) ¡bid, p. 182.

89



diencia de Guadalajara y prestaba juramento ante el cabildo
secular de Durango.

Algunos apoyos con los cuales contaba el gobernador
para el despacho de los asuntos públicos, eran un secretario
de Gobierno y, las juntas de gobernación y hacienda y de go-
bernación y guerra, entre otras, a las cuales se acudía cuando
aquél lo juzgaba conveniente para brindar mayor legitimidad
y apoyo a sus decisiones. "A lo largo de la historia de la
Nueva Vizcaya son innumerables las juntas realizadas por los
gobernadores, especialmente las de guerra para organizar las
campañas que se proyectaban. Con el apoyo de las juntas,
el gobernador se veía autorizado para proceder rectamen-
te o por lo menos sentía su responsabilidad compartida por
otros". (7)

Alcaldes mayores

El reino de Nueva Vizcaya, se integraba por distritos o
provincias que encabezaba un alcalde mayor, encargado del
gobierno y administración de justicia. El nombramiento de
éstos, recaía en el gobernador.

Fue una práctica que en este reino el alcalde mayor
también recibiera las facultades de teniente de capitán gene-
ral o de capitán de guerra, en función de las condiciones de
su respectivo distrito.

"Así, fue costumbre -apunta Porras Muñoz- po-
ner en San José del Parral un alcalde mayor y tenien-
te de capitán general que se convertía en teniente de
gobernador y capitán general en ausencia del titular.
En Sonora también tenía el alcalde mayor título de
teniente de capitán general, además del de visitador.
-Asimismo, suelen encontrarse títulos de teniente
de gobernador y capitán general y de juez de apela-
ciones." (")

Hacia el año de 1777, el número de alcaldes mayores
en el reino de Nueva Vizcaya, era de aproximadamente 26,
encabezando los siguientes distritos: Tabahueto, San Diego
del Río, San Francisco del Mezquita¡, Batopilas, Topago, San

(7) [bid, p. 189.
( 8) ¡bid, p. 185.
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Juan Nepomuceno, San Joaquín de los Arrieros, San Buena-
ventura, San Francisco de Conchos, San Pedro del Gallo,
Nuestra Señora de las Caldas de Huejuquilla, San Juan del
Río, San Francisco del Oro, San José del Parral, Saltillo y
Parras, San Bartolomé, Guaneceví, Mapimí, Santiago Papas-
quiaro, Cusihuiriachi, Ciénega de los Olicos, San Antonio de
Cuencamé, San Andrés de la Sierra, Ceánori, Basis y Santa
Bárbara.

En torno a las corregidurías, conviene destacar que
nuestro autor, únicamente consigna la de Chihuahua, alu-
diendo al decreto del virrey marqués de Valero, dado en Mé-
xico el lo. de octubre de 1718, en el cual, San Francisco de
Cuéllar fue erigido en Villa de San Felipe el Real de Chihua-
hua; la erección de esta acaeció en diciembre del mismo año
y, se le daba categoría de corregimiento.

La Gobernación y Capitanía General de Yucatán

La gobernación y capitanía general de Yucatán, acusa
características peculiares , así, desde el siglo XVI se preten-
dió dividirla políticamente en alcaldías mayores y corregi-
mientos, sin embargo, éstos fueron rechazados por los Ayun-
tamientos, Rubio Mañé señala que todavía durante los siglos
XVII y XVIII, se intentó el nombramiento de teniente de go-
bernador y capitán general que también fueron rechazados,
finalmente , es la figura del capitán de guerra lo que fue po-
sible ubicar en los distritos en que se dividía la gobernación.

Los capitanes de guerra , con el advenimiento de las In-
tendencias , fueron sustituidos por subdelegados . Por su par-
te, -apunta el autor antes citado-, " en Campeche, el año
de 1744 , se estableció el Teniente de Rey como jefe militar
que seguía al gobernador y capitán general de la provincia y
le sucedía interinamente cuando acaecía la vacante de ese
mando-.(")

El reino de Nueva Galicia

El reino de Nueva Galicia acusa características especí-
ficas, en torno a los problemas que encaró la Corona españo-
la en el establecimiento de un gobierno provincial estable,

(9) Rubio Mañé, J. Ignacia. " Organización de las ..." op cit, p. 172.
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dadas las condiciones geográficas y los problemas de comu-
nicación que prevalecían.

Ante tales condiciones, se creó la Audiencia de Guada-
lajara en el Reino de Nueva Galicia y, para gobierno del mis-
mo se instituyó uno de carácter colegiado, encabezado por
oidores-alcaldes mayores, independientes de Nueva España,
entre los años de 1549 y 1573; hacia el año de 1571 por co-
municación del entonces virrey de la Nueva España, Martín
Enríquez, se pone de manifiesto las desavenencias entre los
oidores-alcaldes mayores en el gobierno del reino, aconseján-
dose el nombramiento de un presidente de la Audiencia, co-
mo respuesta al problema.

Consecuencia de la recomendación, es nombrado el doc-
tor Jerónimo de Orozco en abril de 1572 como presidente de
la Audiencia de Guadalajara, sin embargo, la Audiencia co-
mo tribunal de justicia, queda sometida al gobierno de la
Nueva España, modificándose así su anterior autonomía.

La nueva sujeción de la citada Audiencia, provoca que
el recién nombrado presidente Jerónimo de Orozco conjunta-
mente con la del oidor-alcalde mayor Lebrón Quiñones, lla-
men la atención sobre las consecuencias nefastas que esta
condición acarrearía para el Nuevo Reino de Galicia, no obs-
tante las disposiciones de supeditación al gobierno de Nue-
va España son acatadas.

Al parecer, las predicciones efectuadas prontamente
empiezan a verificarse, al grado que los magistrados de la
Audiencia de Guadalajara recomiendan al virrey se traslade
a la misma para hacer factible el gobierno.

Fernando Muro Romero, destaca que la situación del
Nuevo Reino, se hacía cada vez más insostenible bajo el go-
bierno de Nueva España, "pues los indígenas se niegan a
cumplir las órdenes de los magistrados de la Audiencia, por
reconocer sólo como superior al virrey. Este empeoramiento
-agrega-, lleva al presidente Jerónimo de Orozco a solici-
tar del Consejo de Indias, en 1574, un rápido remedio—. (10)

La respuesta a la petición no se hizo esperar y, en ese
mismo año se otorgó el gobierno de Nueva Galicia al presi-
dente de la Audiencia, Dr. Jerónimo de Orozco, reservando
el gobierno militar y la gratificación de servicios en el virrey

(10) Muro Romero, Fernando las presidencias -gobernaciones en Indias
(siglo XVI). Sevilla, publicaciones de la escuela de estudios hispa-
no-americanos de Sevilla, 1975, p. 63.
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de la Nueva España. Esta situación prevalece hasta la muer-
te de Orozco, acaecida en 1580; de este año y hasta 1588, el
gobierno de Nueva Galicia recae en los oidores de la Audien-
cia de Guadalajara.

Entre los años de 1588 y 1591, nuevamente se plantea
la necesidad de someter el gobierno de Nueva Galicia al vi-
rrey de la Nueva España, lo que vuelve a provocar manifesta-
ciones que señalan sus inconvenientes , así, los magistrados
de la Audiencia de Guadalajara insisten ante el Consejo de
Indias en la necesidad de que los asuntos de gobierno, gue-
rra y hacienda de su distrito, estén a cargo de un presidente-
gobernador.

Un aspecto que es destacado por Muro Romero que nos
parece de gran relevancia , es el que en tanto que los magis-
trados esperan respuesta del Consejo de Indias, "deciden in-
dependizarse del gobierno ejercido por el marqués de Villa-
manrique -virrey de la Nueva España-, pues les parece
que el Nuevo Reino de Galicia ' estaba mejor sin goberna-
dor'. . Sobre el particular -añade Muro Romero- tienen
justificación los magistrados al dudar del comportamiento
del virrey, porque, además de manifestar a su llegada a Mé-
xico que no era necesaria la Audiencia de Guadalajara, pos-
teriormente se había entrometido con asiduidad en la provi-
sión de los oficios públicos encomendada a las autoridades
de Nueva Galicia".(11)

La secuela de los conflictos habidos entre los magistra-
dos de la Audiencia de Guadalajara y el virrey, consecuencia
de la sujeción del Reino de Nueva Galicia al Virreinato de la
Nueva España, fue que a partir de 1591, se concediera nue-
vamente a los magistrados de la Audiencia el gobierno del
Reino, esta situación se mantendría hasta finales de 1601,
en que Santiago de Vera, como presidente de la Audiencia
de Nueva Galicia , se encarga del gobierno al igual que lo ha-
bía sido Jerónimo de Orozco, resolviéndose así el gobierno
del Reino de Nueva Galicia en lo sucesivo.

Entre las manifestaciones de un gobierno autónomo del
virreinato de la Nueva España por parte de los magistrados
de la Audiencia de Guadalajara , para llevar a cabo aquél en
el Reino de Nueva Galicia, estuvo también incluida la admi-
nistración de la defensa , sin embargo , la Corona española se

(11) ¡bid, p. 66.
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mantuvo firme en sostener la sujeción de aquélla al virreina-
to de la Nueva España.

Los magistrados de la Audiencia de Guadalajara insis-
tieron en reiteradas ocasiones, en la época de la Casa de
Austria, en la necesidad de que los asuntos militares de Nue-
va Galicia estuvieran a cargo de las autoridades de la misma.

Nos extendemos un tanto en esta peculiar categoría del
presidente-gobernador en el reino de la Nueva Galicia, como
dispositivo de gobierno provincial su¡ géneris , en virtud de
las manifestaciones de autonomía que los magistrados de la
Audiencia de Guadalajara y aún su presidente, efectuaron a
lo largo de la existencia de la Colonia y que, demuestra que
son condiciones geográficas, estratégicas y aun político-ad-
ministrativas las que tienden a las regiones y provincias a
pugnar por su autonomía, aunque sea ésta relativa. Así, las
raíces que se extienden a la época del reino de Nueva Gali-
cia, se traducirán con el devenir del tiempo en estados de
una república federal.

EL GOBIERNO PROVINCIAL DURANTE LA
EPOCA BORBONICA

Con el advenimiento de los Borbones como dinastía rei-
nante en España, el "estilo" de gobierno sufre un cambio
manifiesto que repercute en los ámbitos central, provincial y
municipal; la vocación centralizadora que caracteriza a la
nueva dinastía va hacer acto de presencia. A nivel provincial,
como ya lo hemos comentado en nuestro anterior apartado,
se implanta el régimen de intendencias , con lo cual se impri-
me una mayor uniformidad y racionalización al gobierno y
administración territorial, por tanto, se hace más estrecha la
relación entre el poder central y el ámbito local.

Las reformas, modificaciones y adiciones que se impri-
mieron al gobierno provincial en la península, constituyeron
un antecedente importantísimo para las reformas que se lle-
varían a cabo en la Nueva España durante la segunda mitad
del siglo XVIII, que perfilan a la administración novohispana
por la senda de la modernización. Durante el México inde-
pendiente, tales reformas mantendrán su presencia y espíritu
en las instituciones político administrativas de la época de-
cimonónica.
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En la Nueva España el dispositivo de gobierno que ma-
yores transformaciones sufrió, fue, sin duda, el provincial,
puede afirmarse que la reforma implantada tuvo matices ra-
dicales, así lo demuestran las resistencias previas a la im-
plantación del régimen de intendencias y la serie de modifi-
caciones que fue necesario efectuar a la legislación y al fun.
cionamiento de aquél, posteriores a su implantación.

En lo que respecta a los antecedentes más cercanos de
la administración estatal de la república federal del México
independiente, los encontramos directamente en las refor-
mas al gobierno provincial implantadas por los borbones.

Así, la uniformidad y racionalización que se imprimió a
la administración pública novohispana, descansó fundamen-
talmente en el régimen de intendencias establecido, mismo
que configuró política y territorialmente lo que una vez con-
cluida la época colonial, sería la base para la definición de
los estados de la federación.

Hasta antes del establecimiento del multicitado régi-
men de intendencias, el gobierno provincial en la Nueva Es-
paña fue una continuación del desarrollado durante la época
de la casa de Austria, fundamentado, por tanto, en la acción
desplegada como sujetos de tal gobierno, de los gobernado-
res, corregidores y alcaldes mayores.

El advenimiento de las intendencias, contó entre sus an-
tecedentes, la labor y recomendaciones del ilustre visitador
José de Gálvez, además de la experiencia misma obtenida
en la propia España consecuencia de su implantación desde
la época de Felipe V y, refrendada durante Fernando VI, sin
embargo, existieron otros antecedentes de amplia relevancia
que, desde nuestra perspectiva, fueron definitivos, en virtud
de que crearon un ambiente favorable entre altos funciona-
rios, además de ser factibles con las condiciones prevalecien-
tes desde la mitad del siglo XVIII en la Nueva España y en el
ámbito internacional, nos referimos a las recomendaciones de
José Campillo y Cosío en su obra Nuevo sistema de gobier-
no económico para la América.

Las intedencias en la obra de José Campillo y Cosío

La obra de José Campillo y Cosio Nuevo sistema de go-
bierno económico para la América , fue concluida por su au-
tor, meses antes de su muerte en 1743, fue pues su obra pós-
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tuma, se publicó por vez primera en 1789, según lo refiere
Eduardo Arcila Farías en el estudio introductorio que realiza
a la obra citada de Campillo.('-)

La primera noticia expresa que se tiene, en torno a la
i mplantación del régimen de intendencias en América y, por
tanto, en la Nueva España, data precisamente de la época de
la obra de Campillo y Cosío, toca así a éste ser el impulsor
de una reforma que cobrará vigencia en la Isla de Cuba y en
Luisiana en 1765, y se generalizaría en prácticamente todas
las colonias de España en América hacia 1786.

Señala Campillo y Cosio en el capítulo de su obra que
se encuentra dedicado al importante nombramiento de Inten-
dentes para la América:

"Como el único objeto de esta Obra se reduce a tratar
de todo lo que pueda conducir para dar una nueva esfera a
la América, y hacer de unos hombres, que apenas se conta-
ban entre los racionales, una Nación industriosa, dedicada
a la Agricultura, y a las Artes, consiste mucho la perfección
de todo esto en el ¡nodo de manejar tan grande operación; y
para no errarlo, parece que lo más seguro será establecer allá
la misma forma de Gobierno, que tenemos en España. Esto
es, poner Intendentes en aquellas Provincias". (13)

Para que los intendentes pudieran proceder a llevar a
cabo la implantación del nuevo sistema de gobierno econó-
mico ideado por Campillo, contarían con instrucciones y fa-
cultades que les permitiera poner manos a la obra. La prime-
ra operación según Campillo, sería una visita a los Depar-

(12) Es oportuno señalar que su escrito más notable , Nuevo sistema de
gobierno económico para la América, no ve la luz sino en 1789, pre-
cedido de una breve introducción del editor en la que trata de expli-
car las razones que le movieron a publicar el manuscrito : contribuir
a desarraigar los males de la nación española y los abusos de su po-
lítica, mediante escritos "cuya lectura nunca deja de producir buen
fruto, mucho más cuando una nación está ya dispuesta y en movi-
miento para las reformas y providencias útiles". Arcila Ferias, Eduar-
do, "estudio introductorio ", en Campillo y Cosco, José. Nuevo Siste-
ma de gobierno económico para la América . Mérida, Venezuela, Uni-
versidad de los Andes, 1971, p. 8. Las otras obras de Campillo y
Cosco son: Inspección de las seis secretarías de Estado y calidades
de sus secretarios (1740); lo que hay de más y de menos en Espa-
ña, para que sea lo que debe ser y no lo que es ( 1741): España des-
pierta... ( 1741); Cuál de los capitanes de mar y tierra debe tener
más aplicación y estudio para las respectivas funciones de sus cuer-
pos 11741 ); Informe sobre la propuesta de una compañia holandesa
para comerciar con la América española (1742). Ibid.

(13) Ibid. P. 98.
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tamentos, la cual debía efectuarse con todo esmero, solicitud
y aplicación.

Concluída la visita -apunta Campillo-, se procede-
ría a la implantación del Gobierno Económico , fundamentán-
dose en los siguientes puntos:

"El primero, la buena policía en todo.
El segundo, distribuir las tierras del modo más adecua-

do para ponerlas inmediatamente en cultivo; cuyo reparti-
miento se hará en los términos más arreglados, y conforme
a la política, y beneficio de la Agricultura.

El tercero, aplicar los Indios a la Agricultura y las Artes.
El cuarto, perfeccionar y dar salida a los frutos.
El quinto, arreglar lo que mira y corresponde al comer-

cio, para que este de principio con corta demora—.(")
En suma, se trata de un proyecto de fomento y de eco-

nomía de Estado el que proponía Campillo y Cosío, funda-
mentado en un dispositivo de gobierno provincial, encabeza-
do por Intendentes, con una clara visión de sus cometidos y,
teniendo como eje central un proyecto detallado de policía
definido por el mismo Campillo.

La implantación del régimen de intendencias en la Nue-
va España, impacto profundamente a las instituciones que le
precedieron en la conducción del gobierno provincial, el de-
sarrollo y trayectoria de éstas fue una de las grandes razones
que impelieron al gobierno español para el establecimiento
de aquél.

Conviene señalar que paralelamente a sus recomenda-
ciones en torno a la implantación de intendentes, Campillo
era un partidario de que la Corona española flexibilizara su
comercio con las Indias y con el resto del mundo, es decir,
se inclinaba por la promoción del comercio libre, cosa que
fructificó años más tarde.(15)

Los estudios y recomendaciones de Campillo y Cosío,
apuntaban sin duda por la senda de la modernización; varias
de aquéllas se anticipan a su tiempo. Destacando algunas de

(14) ¡bid. p. 99.
(15) Ver el Reglamento para el comercio libre 1778 en el cual se norma

efectivamente los alcances que tuvo tal comercio, Existe una ver-
sión contemporánea del Reglamento , realizada por la Facultad de
Filosofía y Letras de la Universidad de Sevilla y la Escuela de Estu-
dios Hispano-Americanos , conmemorativa del II Centenario de su
promulgación. Sevilla, 1979.
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las razones que apunta Eduardo Arcila respecto de la impor-
tancia de la obra de Campillo, habría que señalar que:

"Constituye el primer plan para el gobierno económico
de América".
-- "La mayor parte de las reformas económicas aplicadas
por Carlos III, se fundaron en las recomendaciones conteni-
das en los manuscritos de Campillo".
- "Una vez publicado el Nuevo sistema de gobierno eco-
nómico , circuló profusamente en América, donde la mayoría
de los funcionarios indianos y cuantos escriben sobre el co-
mercio americano, adoptan sus ideas sobre todo en lo relati-
vo a la libertad del tráfico entre España y sus dominios".(1e)

Se abonaba en suma, el terreno sobre el cual transitaría
el proceso de modernización de las estructuras económico-
políticas de España en Ultramar.

El establecimiento definitivo del régimen de
intendencias en la Nueva España

A las recomendaciones de Campillo y Cosío, se agrega-
ron otros factores que remataron en la implantación finalmen-
te del régimen de intendencias en la Nueva España, entre los
que se cuenta el producto de la visita del ilustre José de Gál-
vez, Marqués de Sonora, el cual fue ferviente partidario del
establecimiento de aquél, toda vez que fue uno de los encar-
gos que le fueron encomendados.

"Por la satisfacción que tengo de vuestro juicio y pru-
dencia, es mi real ánimo que examinéis con el pulso y
madurez que corresponde si sería útil y conveniente
a mi servicio y a mis vasallos el que en Nueva Espa-
ña se establezcan una o más intendencias en la mis-
ma forma que están creadas en España o con alguna
li mitación o ampliación, y según lo que comprendáis
con consideración a las actuales circunstancias, go-
bierno y extensión de aquel vasto imperio me repre-
sentaréis lo que estiméis más conveniente a mi ser-
vicio y bien de los pueblos—. (17)

(16) Arci la Farí as, Eduardo " Estudio introductorio ..."". op cit, pp. 10-11.
(17) Ver Ricardo Reos Jones, " El despotismo ilustrado ...". op. cit. p. 81.
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Reza así la instrucción reservada que el Secretario Arria-
ga entregó a José de Gálvez, con fecha 14 de marzo de 1765,
en lo correspondiente al aspecto de intendencias.

Al término de su fructífera y no menos azarosa visita,
José de Gálvez confirma y refrenda la necesidad de estable-
cer intendencias, así lo hace saber al Excmo. Sr. Virrey Frey
D. Antonio Bucarely y Ursúa en su Informe General que, con
fecha 31 de diciembre de 1771 le hace llegar y que, según
se desprende, hará lo propio con el monarca Carlos lll. En su
informe deja asentado que:

"No puede ocultarse a sus grandes luces las ventajas
de tener en las Provincias unos Magistrados que, pro-
curando el buen orden y felicidad de ellas, ayuden a
V.E. -el Virrey- a sostener el gran peso de este
Gobierno en que, con la experiencia y práctico cono-
cimiento que he adquirido en cerca de siete años de
trabajos, viajes y meditaciones hechas sobre los terre-
nos, regulo por de mayor satisfacción y lustre al Su-
premo Jefe de este Reyno, tener a sus inmediatas ór-
denes doce Intendentes escogidos y bien caracteriza-
dos con las facultades correspondientes a estos em-
pleos, que sufrir y contener doscientos hombres in-
felices con sólo el nombre de Juezes que, constitui-
dos en inferior esfera y a esfuerzos de la codicia, la-
bran su fortuna sobre la ruina del Erario y de los Pue-
blos—.(")

Sin embargo, la implantación del régimen de intenden-
cias provocó resistencias que vale la pena considerar.

Resistencias y dificultades en torno a la implantación
del Régimen de intendencias en la Nueva España.

Quedaba claro que la implantación del régimen de las
intendencias constituía una reforma administrativa que mo-
dificaba a las instituciones y a la acción gubernamental no-
vohispana y, tendía a redistribuir las funciones y facultades

(18) Gálvez, Jose de. Marqués de Sonora. Informe general que en virtud
de real orden instruyó y entregó el Excmo. Sr. Marqués de Sonora,
siendo visitador general de este Reyno , al Excmo. Sr . Virrey, Fray
D. Antonio Bucarely y Urzúa, con fecha 31 de diciembre de 1771.
México, imprenta de Santiago White, 1867, p. 18.
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del virrey y de los funcionarios del dispositivo de gobierno
provincial, es decir, de los corregidores y alcaldes mayores
de manera señalada, en cambio, sus beneficios a nivel novo-
hispano, no eran del todo visibles.

Conviene señalar que el gobierno provincial se encon-
traba depositado fundamentalmente entre miembros de la
casta criolla, y poco a poco habían ido avanzando en la ocu-
pación de lugares importantes de dicho gobierno. Con el ad-
venimiento de las intendencias, tales posiciones se veían

amenazadas.

A nivel central podía preverse que en principio la exis-
tencia de intendentes provinciales acarrearía una descentra-
lización de funciones y con ello del poder mismo, por tanto,
era de esperarse la expresión de algunas resistencias.

Hacia el año de 1746 el primer Conde de Revilla-Gige-
do, ante el proyecto español de implantar desde entonces las
intendencias, respondió a la consulta que se le hizo en los
términos siguientes:

"Considero que el establecimiento de Intendentes sería
muy nocivo aquí, tanto y más que es provechoso en esos rei-
nos".(19)

Dentro de los testimonios expresos que argumentan las
inconveniencias del establecimiento de Intendencias en el
Reino de la Nueva España, el más típico quizá corresponda
al Dictamen del virrey -Bucareli- sobre el proyecto de es-
tablecer Intendencias en la N . E., o sea adoptar nueva forma
de Gobierno , fechado en la Cd. de México el 27 de marzo de
1 774 y dirigido al Exme. Señor Baylio Fr. don Julián de
Arriaga, de orden del Rey, del 15 de abril de 1772.

En este dictamen, Bucareli, cumpliendo con la real or-
den y haciendo las consultas y estudios del caso, asienta:

"Estudiados estos dictámenes con toda la premedi-
tación de que soy capaz, deduzco que no está la po-
blación del reino en estado que permita la variación
de sistema en su Gobierno; que el establecimiento de
Intendencias, lejos de mejorarlo, atraería la confu-

(19) Carta reservada de Revilla - Gigedo a Ensenada , 6 de abril de 1748.
A.G.I., México, citada por Redes de Coss, Francisco . "José de Gál-
vez Gallardo 1720-1787.; México , Secretarla de Relaciones Exterio-
res, Embajada de México en Madrid. Comisión de Historia. México
en el siglo XVIII . Tomo I, 1983, pp. LIX-LX.
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sión, ocasionaría mayores gastos al Erario, minoraría
por muchos años su entrada y faltaría la seguridad
en las cobranzas, que hay de la mancomunidad en la
responsabilidad de las fianzas".1"')

En este mismo dictamen, Bucareli cuestiona los resul-
tados de la intendencia establecida en las provincias de So-
nora por el visitador José de Gálvez en el año de 1769, agre-
gando mayores argumentos desfavorables al establecimiento
de Intendencias, apunta:

"Una intendencia establecida en las provincias de
Sonora en el Gobierno antecedente, que lleva ya al-
gunos años, no sólo no ha producido ventajas, sino
que ocasiona confusión en el Gobierno, dando más
que hacer que los demás del reino; son procesos in-
mensos los que se han hecho en mi tiempo para acla-
rar antecedentes y para la liquidación de sus cuen-
tas; ha trabajado el Fiscal con difusos precisos dictá-
menes; se han visto en diferentes juntas de Real Ha-
cienda, y ha sido preciso que en ellas se resolviese
cometer su examen y coordinación a una junta parti-
cular de ministros hábiles, para que sobre el juicio
que formen recaiga la resolución para informar al
Rey; si esto da que hacer una sola, y si no ha demos-
trado sus ventajas -añade Bucareli-, ¿por dónde
podré yo tener por conveniente el establecimiento de
tantas, que aventuren los felices progresos con que
camina el actual sistema? -.(21)

Así se expresaba Bucareli en ese año de 1774. La llega-
da de José de Gálvez a la Secretaría de Indias a su regreso a
España, fue definitiva para el establecimiento e implantación
de intendentes de ejército y provincia en la Nueva España.

Finalmente, en 1787 se establecieron doce intendencias
en la Nueva España, una en la Cd. de México que fue Gene-
ral de Ejército y Provincia, las once restantes sólo serían de
Provincia y fueron establecidas en la Ciudad de Puebla de

(20) Secretaría de Gobernación. La administración de D. Frey Antonio Me-
ría do Bucareli y Ursúa, cuadragésimo sexto virrey de México. Méxi-
co, publicaciones del Archivo General de la Nación, 1936,. Tomo 1,
p. 187.

(21) ¡bid, p. 202.
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los Angeles; otra en la Ciudad y Plaza de la Nueva-Verácruz;
otra en la Ciudad de Mérida de Yucatán; otra en la Ciudad
de Antequera de Oaxaca; otra en la Ciudad de Valladolid de
Michoacán; otra en la Ciudad de Santa Fe de Guanajuato;
otra en la Ciudad de San Luis Potosí; otra en la Ciudad de
Guadalajara; otra en la Ciudad de Zacatecas; otra en la Ciudad
de Durango, y la restante será la que ya se haya establecida
en la Ciudad de Arizpe, y se extiende a las dos Provincias de
Sonora y Sinaloa, según se asienta en el artículo lo. de la
Real Ordenanza para el establecimiento e instrucción de in-
tendentes de Ejército y Provincia en el Reino de la Nueva Es-
paña , fechada en Madrid en 1786.

A la Intendencia General de Ejército con sede en la Cd.
de México, también lo sería de Hacienda, en virtud de que la
Superintendencia y arreglo de la Real Hacienda, quedó agre-
gada a aquélla, habiendo sido retirada tal función al Virrey
de la Nueva España, lo cual fue fuente de numerosos con-
flictos, hasta que tal función fue devuelta al mismo.

La distribución territorial de las Intendencias, prefiguró
a las entidades que conformarían a la federación surgida con
el México independiente; igualmente tal sistema constituyó
un antecedente definitivo sobre el cual se montó la adminis-
tración pública del nuevo Estado.

La centralización -descentralización administrativa y el
sistema de intendencias en la Nueva España

El establecimiento del sistema de Intendencias en la
Nueva España, trajo consigo una racionalización del queha-
cer gubernamental, en virtud de la redistribución de funcio-
nes entre los órdenes de gobierno central, regional e inclusi-
ve local, además de precisarlas en torno de las llamadas cua-
tro causas: justicia, policía, hacienda y guerra.

La nueva distribución de facultades, traía consigo un
sello descentralizador, a diferencia de la tendencia centraliza-
dora que había caracterizado a las medidas adoptadas antes
de 1786.(22)

(22) Las reformas realizadas antes de 1786 significaron una vigorización
de la centralización administrativa -como se deja ver por ejemplo
con respecto a la administración de Real Hacienda , en la introduc-
ción de la recaudación estatal de varias rentas importantes y, al mis-
mo tiempo, en el establecimiento de oficinas centrales de adminis-
tración ( las llamadas Direcciones Generales de Rentas ) -, Pietsch-
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Las tendencias descentralizadoras que propiciaba el re-
cién inaugurado sistema de intendencias y que, respaldaba
normativamente la Real Ordenanza , descansaba en lo funda-
mental en la redistribución de facultades que otorgaba una
cierta autonomía a los intendentes para nombrar a los subde-
legados que sustituirían a los Alcaldes Mayores y Corregido-
res, así como el control que tendrían aquellos sobre el go
bierno y administración municipal.

Sin embargo, nos inclinamos a creer que las tendencias
centralizadoras se impusieron finalmente , puesto que el vi-
rrey recuperó el manejo de la hacienda y con ello, la superin-
tendencia subdelegada de la Real Hacienda , además de otras
facultades como la de nombramiento de subdelegados, ajus-
tes que incluso se tradujeron en reformas a la legislación vi-
gente.

La reforma administrativa de Carlos III materializada en
el sistema de intendencias , refrendó e impulsó la centraliza-
ción administrativa , toda vez que acercó más aún al gobierno
central al gobierno municipal y a los súbditos , a través del
puente que tendió con las intendencias de ejército y provin-
cia, fuertemente controladas por aquél.

Las provincias internas de oriente y occidente

Durante la época de Carlos III se efectuaron diversas
reformas a la administración novohispana que revisten gran
i mportancia en el estudio del gobierno provincial y corno an-
tecedente de la República Federal correspondiente al México
independiente, entre estas reformas, se encuentra el caso de
las formas de política y gobierno definidas para las Provin-
cias Internas del norte del virreinato de la Nueva España.

Las Provincias Internas, abarcaron las entonces provin-
cias de Sinaloa, Sonora, Californias, Nueva Vizcaya, Coahui-
la, Texas y Nuevo México. Las condiciones prevalecientes en
estas provincias y su alejamiento de la capital del virreinato,
las hacían fácil presa de las incursiones de tribus bárbaras y
aun de un abandono relativo por parte de las autoridades vi-
rreinales que, sin embargo, tenían que canalizar recursos im-

mano. Horst Dos documentos significativos para la historia del re
gimen de Intendencias en Nueva España ", en: Secretaria de Gober-
nación. Boletin del Archivo General de la Nación . Serle 2 , XII, 3-4,
julimsepliembre. octubre-diciembre de 1971, p 399
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portantes para organizar la defensa de las provincias, basa-
da en una línea de prisiones que iba de costa a costa.

La importancia que revestían para la Corona las provin-
cias del norte de la Nueva España, en virtud de sus riquezas
reales y/o potenciales, quedó de manifiesto en sendos pla-
nes que el Marqués de Croix y José de Gálvez remitieron al
Rey de España, uno de los cuales correspondía al estableci-
miento de intendencias en el Reino de la Nueva España y, el
segundo, acerca de la erección de un gobierno autorizado con
título y funciones de Comandancia General para las provin-
cias de frontera. Ambos planes fueron remitidos a España en
enero de 1768.

Para agosto de 1769, el Excmo. Sr. Bailio Fr. don Ju-
lián de Arriaga, previno al Virrey de la Nueva España la adop-
ción de la idea de llevar a cabo ambos planes, una vez que
éstos fueron examinados detenidamente por los ministros es-
pañoles designados para el caso, lo cual, no se concretó de
manera inmediata como los hechos lo registran.

Simultáneamente a la citada Comandancia, el Virrey de
Croix y José de Gálvez, recomendaron otras acciones en el
Informe presentado al monarca español sobre el particular,
así señalan que...

"para mantener la restablecida quietud y fomen-
tar la población, minería y comercio, es el me-
dio más eficaz y propio erigir desde luego la Coman-
dancia, la nueva Mitra y la Casa de Moneda propues-
tos en el plan aprobado, deben advertir el Virrey y el
Visitador, a consecuencia del reconocimiento hecho
por éste sobre los terrenos, que para situar ahora la
capital es más a propósito el pueblo de Arizpe—. (23)

En el Informe ... Croix y Gálvez recomienda al Rey la
pronta puesta en marcha de los planes, por convenir así a los
intereses de la Corona.

Podrán verificarse muy en breve los aumentos y bene-
ficios anunciados en ambos planes; y por conocerlo así el Vi-

(23) "Informe del Virrey y Visitador General de Nueva España , sobre la
i mportancia y utilidad de que ahora se establezca la Comandancia
General que S.M. tiene aprobada para las Provincias de Sonora y Si-
naloa, Californias y Nueva Vizcaya ", fechado en México en 22 de ju-
nio de 1771, en: Boletín del Archivo General de la Nación . México,
Sría. de Gobernación, Tomo XII, 1941, p. 79.
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rrey y el Visitador reiteran sus instancias y súplicas para que
se establezcan con la posible brevedad los referidos empleos,
ofreciendo extender las instrucciones correspondientes para
el ejercicio de ellos, -añaden Croix y Gálvez-

Las reformas de Carlos 111 en la conducción de las Pro-
vincias Internas, cristalizó hacia el año de 1776, en que por
Real Cédula de 22 de agosto de ese año, se expide el nom-
bramiento de Gobernador y Comandante general de las Pro-
vincias Internas al Brigadier y Caballero don Teodoro de Croix;
la reforma aludida se dio posteriormente al establecimiento
y restructuración de una estrategia de defensa de las provin-
cias para preservarla de los ataques de las tribus bárbaras,
asimismo, con vistas a una mayor explotación de las riquezas
de las provincias.

Era además fundamental para la Corona española el di-
seño de un dispositivo de gobierno y defensa para las pro-
vincias, en virtud de los amplios gastos que generaba esta
última, además de mantener la autoridad y presencia real en
territorios tan distantes; no sorprende pues que, una más de
las tareas encomendadas a José de Gálvez fuera precisamen-
te proponer soluciones viables a tan complejo asunto, otros
visitadores lo fueron el marqués de Rubí y Nicolás Lafora,
quienes le precedieron ('e). Asimismo, es de destacarse el
recorrido de Hugo de O'Connor por las provincias para orga-
nizar la defensa de las mismas e incluso desarrollar una reor-
ganización de la línea de presidios del Pacífico al Golfo de
México en que descansaba la estrategia de defensa.

Las Provincias Internas ciertamente recibieron una aten-
ción creciente de parte de las autoridades virreinales, así su-
cedió en los sucesivos periodos virreinales del Marqués de
Croix y de Antonio María de Bucareli. En los primeros años
del período del segundo, se sitúan y colocan los presidios en
la línea de frontera de las Provincias, de acuerdo con los es-

(24) Inmediatamente antes de la llegada de José de Gálvez a la capital
de la Nueva España, el Marqués de Rubi era comisionado para efec-
tuar una visita a los Presidios de la frontera septentrional del virrei-
nato , estudiar su estado , utilidad y, llegado el caso, proponer las re-
formas que estimase convenientes. " Rubí y Lafora plantean ya con
absoluta claridad la unidad de la frontera . Rubí presentó un dicta-
men, dividido en treinta puntos, en los que proponla que la línea de-
fensiva comprendiera diecisiete Presidios , debiendo suprimirse nue-
ve. Este proyecto recibe la aprobación del Rey , el 11 de julio de
1769''. Rodas de Coss, Francisco. México en el siglo XVII ... ola. cit.
p. XLVI.
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tudios del Marqués de Rubí y de las modificaciones efectua
das por D. Hugo de O'Connor.

Relativa autonomía de las Provincias Internas

Desde las recomendaciones efectuadas por Croix y Gál-
vez para la creación de la Comandancia General, para el go-
bierno de las provincias del norte, su buscó que ésta tuvie-
ra una amplia autonomía del Virrey y'"sólo reconocería a és-
te para darle cuenta de los acontecimientos y pedir su auxi-
lio cuando lo necesitare".

Sin embargo, la dependencia de la Comandancia res-
pecto al Virrey, fue intermitente, es decir, se le otorgaba ma-
yor o menor autonomía, así, durante los gobiernos de los Vi-
rreyes Bernardo de Gálvez y del Conde de Gálvez, la Coman-
dancia estuvo sujeta al Virrey; durante estos períodos, las
Provincias Internas se dividieron en tres comandancias:

La primera -comandancia- comprendía Coahuila,
Texas, Nuevo León, Nuevo Santander y los distritos
de Parras y Saltillo, y era su jefe el Coronel don Juan
de Ugalde. La segunda la componían la Nueva Vizca-
ya y Nuevo México a las órdenes del Coronel don Jo-
sé Rangel, y la tercera, Sonora, Sinaloa y las Califor-
nias, que gobernaba el Brigadier don Jacobo Ugarte
y Loyola.(21)

Con el Virrey Manuel Antonio Flores, a las provincias
comprendidas en la primera comandancia, se les denominó
Provincias Internas de Oriente y a las provincias comprendi-
das en las dos siguientes comandancias, Provincias Internas
de Occidente. En la época del Segundo Conde de Revillagi-
gedo, las Californias, Nuevo Santander y Nuevo México, de-
jan de pertenecer a las Provincias Internas, para volver a la
situación anterior hacia el año de 1812, según asienta Mi-
menza Castillo.

Podemos desprender de lo anterior que debido a las
condiciones geográficas e históricas prevalecientes en dife-
rentes regiones del Virreinato, la Corona española se vio ori-

125) Ver la nota que precede al IMorme M Virrey y Visitador General de
Nueva España ... ya citado, de Ricardo Mimenza Castillo, pp. 75-76,
en "Boletín del Archivo ... Tomo XII, op. cit.11,
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¡lada a otorgar una autonomía importante en el gobierno de
aquellas en relación al gobierno central Novohispano; la Co-
rona, no obstante, mantuvo el control desde la Metrópoli de
las diversas regiones de los territorios de la Nueva España;
estuvieran éstos organizados como Reinos, Gobernaciones y,
en el caso que nos ocupa, Comandancia General.

Conviene apuntar que las peculiaridades que caracteri-
zaron a las diferentes regiones y provincias durante la Colo-
nia, van a dar lugar en su momento a las diputaciones provin-
ciales y más adelante a los estados de la primera república
federal de México, estudio del que nos ocuparemos en nues-
tro próximo subcapítulo.

Antecedentes del federalismo mexicano en la
época borbónica

Conviene enfatizar que las condiciones geográficas, tan-
to en el orden físico como en el humano, así como el abiga-
rrado orden gubernamental prevaleciente en la época colo-
nial, en los ámbitos central y provincial, dio pie a que las pro-
vincias agrupadas en el ámbito jurisdiccional de las Audien-
cias de México, Guadalajara y Guatemala fuesen adoptando
una dinámica gubernamental relativamente autónoma del po-
der central novohispano.

Los ejes fundamentales en torno a los cuales giró el re-
gionalismo que se fue acentuando hacia finales del siglo XVIII
y principios del XIX, descansaron en las figuras del alcalde
mayor, el corregidor y los gobernadores provinciales, puestos
públicos que eran vendibles, situación que se traducía en que
aquéllos medraran con el cargo en su respectiva área jurisdic-
cional.126)

El intento más radical para racionalizar aquella situación
lo constituyó la implantación de las Intendencias, lo cual pro-
vocó, como ya hemos señalado, enconadas polémicas y resis-

126) . al confirmarse un nombramiento, se comprende que los alcal-
des mayores, corregidores y gobernadores quedaban con las manos
libres y una cierta autonomía, tanto más redituable cuanto más pron-
to se imbricara en la problemática y los intereses creados de sus res-
pectivas jurisdicciones. Los tales alcaldes mayores -dice Croix en
su Instrucción a Bucareli- se reducen a unos puros comerciantes en
su Alcaldía.' 'Lemoine. Ernesto. "La devolución de Independencia
1 808-1821: estudio histórico precedido de un visión del virreinato",
en: La República Federal Mexicana , gestación y nacimiento . México,
1973, volumen III, p. 107.
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tencias, entre las cuales estuvieron a debate ideas centralis-
tas y gérmenes federalistas.

Lemonie llama la atención sobre este particular, refirién-
dose a algunos aspectos de la vida política prevalecientes en
el último tercio del siglo XVIII, en donde destaca el papel que
jugaron las reformas impulsadas en la época de Carlos III en
el orden provincial de gobierno:

"Es sintomático el hecho de que todos los virreyes, a
partir de Bucareli, hayan encarado serias dificultades
y participado en contenciones vidriosas, a causa de las
Intendencias. Y es que siempre se resistieron a ver
cercenada su autoridad y atribuciones en las provin-
cias, donde de pronto se alzaba un aparato guberna-
tivo local (más fuerte, mejor organizado y con mayo-
res recursos que el de las antiguas alcaldías mayo-
res) que, atendiendo a las necesidades y comprome-
tiéndose con los intereses de su bien delimitado in-
terland , estimuló una conciencia ' anti-centrista" cu-
yos frutos se recogieron, en medio de una polémica
que hoy todavía nos sorprende por lo apasionada y
auténtica, en los años de 1823 y 1824. Más aún
-añade Lemoine-, ese pensamiento -y sentimien-
to- que a partir de la tercera década del XIX se ti-
pifica con el nombre de "federal", subyacente y em-
brionario a fines del XVIII, tiene modo de manifestar-
se, en esta etapa intuitiva y elemental del proceso
-que ignora, por supuesto, la doctrina y teoría polí-
tica puesta en boga por los recién constituidos Esta-
dos Unidos-, precisamente a través del portillo
abierto por el sistema de Intendencias.(')

El proceso pues, en suma, que daría lugar a la Repúbli-
ca Federal en el México independiente y con ello a los esta-
dos miembros de la misma, se gestó en el seno mismo del
orden colonial, ciertamente, también se conjugaron las ideas
y experiencias de la Unión Americana y de la Francia de la
Ilustración, así como acontecimientos como el que afectó a
la metrópoli inmediatamente antes del estallamiento de la

(27) [bid . p, 114.
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revolución independentista de 1810 y en cuyo contexto se le-
gisló la primera constitución liberal española.

Pasemos ahora al análisis de las especificidades del fe-
deralismo mexicano y de la conformación de la administra-
ción estatal en México.

La administración estatal y el proceso de instauración
de la República Federal de México

La formación de la administración estatal en México
fue un producto inmediato del surgimiento de la República
Federal en México y de la delimitación territorial de los esta-
dos que la integraron. Los antecedentes durante la época co-
lonial han sido objeto de apartados anteriores; la última fase
de dicha época abarcaría los años comprendidos entre 1810
y 1821, período rico en acontecimientos que culminaron con
la proclamación de independencia, tres años antes del surgi-
miento de la República Federal.

Nos abocaremos ahora a efectuar un breve análisis del
i mpacto y trascendencia en nuestro país de las Cortes espa-
ñolas de Cádiz, en las cuales tuvieron una participación des-
tacada los diputados novohispanos, en virtud del espacio co-
yuntural que se abrió en el año de 1810 para hacerla facti-
ble; en particular nos detendremos en el análisis que esto re-
presentó como un ingrediente fundamentalísimo en la confor-
mación del federalismo mexicano.

Nettie Lee Benson resume los acontecimientos habidos
en España que dieron lugar a las Cortes de Cádiz en los si-
guientes términos:

"' Cuando en 1808 Napoleón intentó convertir a Espa-
ña en satélite de Francia, instaló a su hermano José
en el trono español. Esto dio origen a acontecimien-
tos políticos de gran alcance que influyeron no sólo
en España sino también en sus dominios de Ultramar,
especialmente en el virreinato de Nueva España. Uno
de los acontecimientos más significativos surgidos
de la invasión napoleónica fue la convocación de las
Cortes para las sesiones de 1810-1813. Las Cortes
no eran una institución nueva en el mundo hispánico,
pero las características que asumieron durante los pe-
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ríodos legislativos de 1810-1814 y 1820-1822 no te-
nían precedente en su historia.(`)

Las Cortes españolas de Cádiz y la diputación
provincial novohispana

La instauración de las Cortes españolas de Cádiz, y la
labor desarrollada por éstas, perfilan a España hacia una fa-
se correspondiente a un Estado burgués de derecho, bajo la
forma de una Monarquía Constitucional y bajo la égida del
ala liberal que fue el grupo más influyente en la etapa más
determinante de la vida de las Cortes.

Desde principios del año de 1810 el Consejo de Regen-
cia, inició el procedimiento para convocar a Cortes a las pro-
vincias que no se encontraban bajo el dominio francés, así
como a las de la América, aún sujetas al dominio español.

Así, las provincias americanas, iniciaron el proceso pa-
ra el nombramiento de diputados, tarea que recayó en los
consejos municipales de las provincias y en las capitales del
virreinato; conviene señalar que para agosto del mismo año
(1801), el Consejo de Regencia dispuso que en tanto se pre-
sentaban los diputados de las provincias americanas y los de
las provincias españolas bajo la ocupación francesa, se nom-
braran diputados sustitutos o suplentes entre los americanos
que residían en Cádiz, en forma similar se hizo para las pro-
vincias españolas bajo el dominio francés.

Al momento de la apertura de las Cortes, éstas se en-
contraban integradas por 99 diputados, de los cuales 27 eran
representantes de las provincias americanas y, de aquel total
44 eran suplentes, para finales de 1810, las cortes ya esta-
ban integradas por 129 diputados, 28 formaban la represen-
tación americana y aún persistían 46 suplentes.

La tónica que caracterizaría a la labor de las Cortes,
prontamente quedó definida, así, uno de sus primeros actos
fue la declaración de que la soberanía residía en la nación,
lo que le imprimía un carácter de poder constituyente a las
Cortes, además, se cruzaban en esta época otros factores que
i mpulsaban y determinaban el carácter soberano de las Cor-
tes, como lo eran la ocupación francesa, la tradición mera-

128) Cámara de Diputados , LII Legislatura, Instituto de Investigaciones Le-
gislativas. México y las Cortes Españolas , 1810 -1822 . Ocho ensayos,
Introducción de Nettie Lee Benson , México , 1985, p. 9.
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mente deliberativa de las Cortes, la situación de la monar-
quia cuyo soberano había sido obligado a abdicar en Bayona
asimismo la tendencia europea a transitar de un Estado abso
lutista a un Estado burgués de derecho, todos estos factores
se conjugaron para imprimirle un sello fuertemente soberano
a las Cortes y su labor.

La necesidad de legislar para dar a luz una Constitu-
ción escrita, la consecuente división de poderes, el debilita-
miento del poder regio que esto acarrearía, el papel de las
Cortes mismas en ausencia del monarca, dieron lugar al sur-
gimiento de una monarquía constitucional y a desarrollar las
condiciones que apartarían a España del anclen régime y, na-
turalmente, a imprimirle un sello liberal.

Brian R. Hamnett hace alusión a la orientación de las
Cortes cuando apunta:

"La soberanía de la "nación", la igualdad ante la ley,
la representación de acuerdo con la población, el uni-
camarismo, fa centralización administrativa, la desa-
mortización, la racionalización fiscal, todos estos pre-
ceptos fundamentales de liberalismo español se con-
centraban en el mismo lugar en donde se inició la Re-
volución francesa... la abolición de la sociedad es-
tamental iniciada por la generación de 1810 era una
acción revolucionaria. El cambio en los grupos socia-
les en el centro del poder político hizo que fuera po-
sible esa revolución. Y sin embargo al mismo tiempo
el liberalismo no contemplaba, y menos aún daba la
bienvenida a una revolución en términos sociales. La
revolución liberal seguía siendo estrictamente cons-
titucional, legal y fiscal: nunca propuso transferir la
riqueza y el poder a la masa de la población españo-
la"("')

Se trataba pues, de un liberalismo su¡ géneris , el cual
se encontraba limitado por la condición de metrópoli que
aún guardaba el Estado español, su tradición fuertemente
monárquica, además de su vecindad con la Francia revolucio-
naria e imperial entre otros de los factores.

129) Hamnen, Brian R. " La política española en una época revolucionaria
1790-1820". México, FCE. 1985, pp. 116-118.
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Las Cortes de Cádiz y la centralización

Paralelamente a la instalación de las Cortes de Cádiz,
en América se llevaba al cabo un movimiento independentis-
ta en las colonias más importantes de España en aquellas la-
titudes, en este sentido, la polarización y eventual autonomía
de los dominios españoles en Ultramar era un fenómeno cla-
ramente visible y hasta cierto punto irreversible; tal situación
era del dominio de los miembros peninsulares de las Cortes,
e iba a ser un factor determinante en la definición de la orien-
tación de la Constitución que darían a luz aquéllas.

Desde los prolegómenos para la instalación de las Cor-
tes, la Suprema Junta Central había definido a todos los te-
rritorios ultramarinos como parte integrante y fundamental
del imperio español, por tanto, sería indispensable y obliga-
da la presencia de los diputados americanos en las multicita-
das Cortes. Al legislarse la Constitución que regiría para to-
da la monarquía española, naturalmente que se veía a ésta
de manera mayoritaria por los legisladores como un disposi-
tivo que consolidaría la unidad de toda la monarquía, inclu-
yendo los territorios americanos.(30)

Las bases constitucionales gaditanas creaban condicio-
nes que agudizaban la centralización de las provincias espa-
ñolas, en favor de la metrópoli, al establecer un sistema po-
lítico-administrativo más uniforme para la península y las pro-
vincias americanas.

Hamnett apunta que si bien los ministros del absolutis-
mo ilustrado no habían logrado reducir las facultades de los
virreyes americanos, "La Constitución amplió en ese sentido
los esfuerzos de José de Gálvez de bajar a los virreyes de la
posición de un alter ego del rey a la de un gobernador civil
o jefe político, entre otras varias. Tenía claramente el obje-
to de dividir a una provincia americana de otra , a fin de su-

1 30) '"La definición de nacionalidad de la Constitución rechazaba total-
mente la posibilidad de la independencia americana . En efecto, los
liberales españoles argumentaban que la mera existencia de las Cor
tes eliminaba las fuentes de los agravios americanos . Identificaban
a éstas con su propia oposición al absolutismo . En la opinión de los
liberales existía el descontento en las Américas por la misma razón
por la que había existido en España. Con la promulgación de la Cons-
titución, los americanos carecían de base para la disidencia ". ¡bid.
p. 121.

112



bordinar directamente a cada una al gobierno metropolita-
no.(31)

La tendencia centralizadora que representó la revolución
constitucional gaditana, refrenda aquel postulado en el sen-
tido de que las revoluciones burguesas estimulan la centra-
lización de la administración pública.

Sin embargo, la marcha de la historia en las colonias
españolas de América impedirían que el espíritu unificador y
centralizador de la Constitución española de Cádiz, tuviera la
concreción deseada por la mayoría de los legisladores del po-
der constituyente que la dio a luz.

Lo que también queda claro, es que la labor de las Cor-
tes de Cádiz lograron suprimir, en lo que a América se refie-
re, a la institución política del Virrey, lo que no fue poca co-
sa y que fue además de amplia trascendencia en la vida po-
lítica de los últimos momentos del dominio español en la
Nueva España.

Como es sabido, las Cortes sesionaron desde el 24 de
septiembre de 1810 hasta el 20 del mismo mes de 1813; si
se incluyen además las sesiones ordinarias, las sesiones se
prolongarían hasta el 10 de mayo de 1814. Nettie Lee Benson
destaca nítidamente parte de las repercusiones que tuvieron
en la Nueva España las jornadas llevadas al cabo por las Cor-
tes y cuyo producto se manifestó en reiteradas ocasiones, así
apunta:

"Fernando VII, después de la abolición de las Cortes
y del retorno a la monarquía absoluta, pudo gobernar
autocráticamente a España y sus dominios hasta prin-
cipios de 1820, cuando la revuelta encabezada por el
general Rafael Riego lo obligó a restablecer la Cons-
titución de 1812 y a convocar a las Cortes. El nuevo
cuerpo legislativo resultó más radical que el que es-
tuvo en funciones de 1810 a 1814. -Más adelante
agrega:
Cuando en 1820 Fernando Vi¡ restableció la Consti-
tución de 1812, tuvo que recurrir al Consejo de Esta-
do para interpretarla en lo concerniente al puesto pa-
ra el cual iba a nombrar a Juan O'Donojú. El consejo
expuso claramente que el cargo de virrey ni existía

(31) ¡bid. p, 129, subrayado nuestro.
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Ya, ni podía existir, y que por tratarse de un nombra-
miento de carácter político y no de carácter militar,
sólo podría nombrar a O'Donojú jefe político de la di
putación provincial de Nueva España, cuya jurisdic-
ción ya había sido limitada por las Cortes a la región
central de México y que en breve quedaría reducido
únicamente a la provincia de México".('-)

Existe, pues, una coincidencia quizá no tan casual en los
períodos entre los cuales sesionaron las Cortes y los momen-
tos más activos de la revolución independentista mexicana
de 1810 y la consumación concertada de independencia
de 1821.

Con toda seguridad, con singular expectativa y quizá
hasta con cierta incredulidad, fue recibida en la Nueva Es-
paña la convocatoria a Cortes por parte del Consejo de Re-
gencia de España e Indias, tal convocatoria fue recibida por
la Audiencia de México, que era la que gobernaba, por haber
sido depuesto el arzobispo virrey D. Francisco Javier Lizana;
la misma Regencia, procedió a publicar el decreto, entre cu-
ya exposición de motivos se leía en algunos de sus puntos:

"Desde este momento, españoles americanos, os veis
elevados a la dignidad de hombres libres; no sois ya
los mismos que antes, encorvados bajo un yugo mu-
cho más duro mientras más distantes estabais del cen-
tro del poder, mirados con indiferencia, vejados por
la codicia y destruidos por la ignorancia. Tened pre-
sente que al pronunciar o al escribir el nombre del
que ha de venir a representaros en el Congreso nacio-
nal, vuestros destinos ya no dependen ni de los mi-
nistros, ni de los virreyes, no de los gobernadores:
están en vuestras manos.(n')

Para tomar parte en las Cortes, además del virreinato de
la Nueva España, también se convocaba a los virreinatos del
Perú, Santa Fe y Buenos Aires, a las capitanías generales de
Puerto Rico, Cuba, Santo Domingo, Guatemala, Provincias
Internas, Venezuela, Chile y Filipinas.

( 32) Cámara de Diputados . México y las Cortes ... op. cit . pp. 10.
(33) Ver: "México en las Corees de Cádiz', documentos , colección El li-

beralismo mexicano en pensamiento y en acción . México, Empresas
Editoriales , S A., 1949, pp. 7-15.
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Fueron elegidos, de acuerdo con el procedimiento asen-
tado por la convocatoria en la Nueva España, 17 diputados,
entre quienes se encontraron:

José Beye Cisneros, por México; José Simeón de Uría,
por Guadalajara; José Cayetano de Fonserrada por Vallado-
lid; Joaquín Maniau, por Veracruz; Florencio Barragán, por
San Luis Potosí; Antonio Joaquín Pérez, por Puebla; Miguel
González Lastri, por Yucatán; Octaviano Obregón, por Gua-
najuato; Mariano Mendiola, por Querétaro; José Miguel de
Gordoa, por Zacatecas; José Eduardo de Cárdenas, por Ta-
basco; Juan José de la Garza, por Nuevo León; Juan María
Ibáñez de Corvera, por Oaxaca; José Miguel Guridi y Alco-
cer, por Tlaxcala: Manuel María Moreno, Juan José Güereña
y Miguel Ramos Arizpe, por las Provincias Internas del Norte.

De los anteriormente mencionados, José Florencio Ba-
rragán y Juan María Ibáñez, no asistieron finalmente a España.

Es visible que en la representación de las provincias a
las Cortes españolas, quedaban delimitadas éstas conforme
a su trayectoria histórica que les había impreso una identi-
dad y una personalidad característica, por tanto, las diputa-
ciones provinciales de la Nueva España, las condiciones en
que fueron electas y la labor desempeñada, se transforma-
ron en otro antecedente de gran relevancia en la definición
del federalismo mexicano y, por tanto, de los estados fede-
rados.

De las diputaciones provinciales Gustavo Martínez Ca-
bañas, deja asentado en su obra que:

".. Es a partir del establecimiento de las diputacio-
nes provinciales donde podemos ubicar el anteceden-
te más sólido sobre el verdadero sentido de nuestra
forma federal de gobierno y que en la medida en que
los diputados representantes de las provincias con-
quistadas y colonizadas se manifestaban ante el má-
ximo organismo legislativo de España, las Cortes, por
la existencia de diputaciones provinciales en Améri-
ca, en esa misma proporción concebían la posibilidad
de una mayor autonomía gubernativa con respecto a la
metrópoli , mayor independencia en la administración
provincial e incluso entre las propias provincias.(31)

(34) Martínez Cabañas. Gustavo. "La administración estatal y municipal
de México '. México , INAP-CONACYT, 1985. Subrayado nuestro.
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Asimismo, se considera a Miguel Ramos Arízpe como
uno de los artífices del federalismo mexicano , cuestión que
quedó de manifiesto en su labor como diputado en las Cor-
tes de Cádiz y en la desarrollada a su retorno a la Nueva Es-
paña ; sobre este particular el propio Martínez Cabañas ha
afirmado:

"Ramos Arizpe es considerado padre de nuestro fede-
ralismo ya que fue de los diputados que vislumbra-
ron la magnitud e importancia de esa oportunidad y
coyuntura , tanto , que las Cortes prometieron tomar
en cuenta las propuestas y solicitudes de las Améri-
cas, pero , además, fue de los que en el momento de
los debates hizo todo lo posible por incrementar el nú-
mero de diputados y ampliar los poderes de las dipu-
taciones , tratando siempre de limitar la autoridad y
las facultades de los funcionarios nombrados por el
rey. Al ser aprobada la Constitución de Cádiz de 1812,
se institucionalizan las diputaciones provinciales, sin
considerar diferencia alguna entre las provincias de
España y las de sus colonias". -agrega Martínez Ca-
bañas-. (es)

Como secuela de la reinstalación de las Cortes españo-
las entre los años de 1820 y 1822 , las diputaciones provin-
ciales en América cobraron nueva vida ; para el año de 1823
ya México como nación independiente y libre, contaba con
23 diputaciones provinciales, inmediatamente antes de la
aparición en el escenario político de los estados miembros
de la novísima Federación , inaugurada en 1824.

Así pues , las diputaciones provinciales continúan abo-
nando el terreno para el advenimiento de la primera Repúbli-
ca Federal de México.

(35) ¡bid. P. 27.
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ELEMENTOS PARA EL ANALISIS
E INTERPRETACION DE LAS DECISIONES POLITICAS

J. Francisco Arana Martínez

I NTRODUCCION

Si el proceso de la decisión política pudiera analizarse
mediante un método ortodoxo; si se identificara la lógica fun-
damental que determina a esta materia básica del acontecer
político; si fuera posible la percepción coherente e integral
de un ámbito naturalmente informe y complejamente estrati-
ficado, serían menores las dificultades planteadas por el te-
ma que se aborda. Evidentemente, no es posible hacer nada
de lo señalado, por lo cual el improbable lector tendrá que
mantener bajo control su pasión por el orden, pues tanto la
política como las decisiones que le conciernen se caracteri-
zan por el orden mínimo que observan, lo cual adquiere con-
gruencia si aceptamos que política y decisiones constituyen
un binomio indisoluble.

Política es decidir lo que organizaciones, grupos o in-
dividuos obtendrán y, en ocasiones, la forma y tiempo en que
esto ocurrirá; es el proceso de elaboración de decisiones de
cualquier grupo que opere bajo reglas acordadas y/o acep-
tadas por sus integrantes y es, también, el proceso de deci-
dir quién decide aún en los casos en que no sea evidente
quién tiene este derecho y ni siquiera estemos seguros de
que alguien lo posea. Afrontamos así, un universo político
cuyas cuestiones esenciales resultan ser quién decidirá, de
acuerdo a cuáles reglas y sobre qué asunto. La situación se
complica al considerar que estas interrogantes no se resuel-
ven de una vez y para siempre, puesto que típicamente la de-
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cisión tomada en una materia se refleja y condiciona el pro-
ceso de decisiones en otras, infundiendo a la problemática
política su recurrencia característica.

Para ilustrar la complejidad que puede entrañar una so-
la decisión política, examinemos brevemente un caso que,
visto superficialmente, aparenta ser bastante simple: a raíz
del golpe militar que en 1973 culmina con el derrocamiento
del régimen constitucional del presidente chileno Salvador
Allende, el gobierno mexicano presidido por Luis Echeverría
determina la ruptura formal de relaciones diplomáticas con
la República de Chile. Cuáles pueden ser los componentes
identificables de esta decisión; cómo podemos analizarla,
interpretarla, explicarla, compararla y utilizarla. Considere-
mos para ello las siguientes posibilidades hipotéticas, cada
una de ellas capaz de explicar razonablemente la decisión fi-
nalmente adoptada:

La ruptura de relaciones diplomáticas con Chile enfoca-
da como una decisión de política nacional . La actitud de
Echeverría en 1973 fue consecuente con la tónica de acer-
camiento y el apoyo otorgado al gobierno de la Unidad Po-
pular encabezado por Allende desde 1971. Fue la culmina-
ción lógica de una política más amplia que perseguía diver-
sos propósitos: auspiciar el surgimiento y consolidación de
los regímenes de origen democrático-popular en el Cono Sur;
explorar alternativas de desarrollo independiente y de defen-
sa de intereses comunes en materia económica entre los paí-
ses subdesarrollados y en vías de desarrollo; establecer una
distancia respecto del esquematismo ideológico de la políti-
ca estadounidense; impulsar la capacidad de liderazgo inter-
nacional de México entre los países del entonces llamado
"Tercer Mundo".

La ruptura de relaciones diplomáticas con Chile enfo-
cada como una decisión presidencial . La solidaridad activa
previa y ulterior al derrumbe del régimen allendista consti-
tuye una muestra más del presidencialismo mexicano. Es evi-
dente que el presidente Echeverría actuó sin consultar de-
masiado la decisión de ruptura diplomática con el resto de
las instancias más directamente involucradas, llámense Se-
cretaría de Relaciones Exteriores o Congreso de la Unión;
esto dificultó la valoración previa de los posibles efectos in-
ternos y externos de la decisión, pero confirmó que el poder
de fijar el curso del país todavía reside en Los Pinos.
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La ruptura de relaciones diplomáticas con Chile enfo-
cada como una decisión burocrática . Antes de asumir una
postura definitiva en el caso chileno, el presidente Echeve-
rría consultó en profundidad con diversas burocracias guber-
namentales, incluyendo las Secretarías de Relaciones Exte-
teriores, Gobernación, Industria y Comercio, Patrimonio, De-
fensa y Marina nacionales, cada una de las cuales aportó
elementos de juicio favorables a la decisión finalmente adop-
tado . De hecho, la facultad de Echeverría para decidir el
asunto quedó prácticamente copada por el estrecho margen
de soluciones alternas dejado por dichas burocracias. En es-
tas condiciones, el papel presidencial se redujo a adminis-
trar la decisión de ruptura en el marco de los límites impues-
tos por los organismos gubernamentales mencionados.

La ruptura de relaciones diplomáticas con Chile enfoca-
da como la decisión de un pequeño grupo . Como la mayoría
de los presidentes mexicanos de los sexenios más recientes,
Echeverría tuvo un pequeño grupo de allegados con los cua-
les comentar sus preocupaciones en todos los asuntos que
requerían una opinión enterada y confiable. La decisión de
cancelar relaciones con Chile fue producto de diversas reu-
niones de dicho grupo, cuyos integrantes fueron, entre otros
y al margen de las posiciones oficiales que ocupaban, perso-
najes tan disímbolos como Augusto Gómez Villanueva, Juan
José Bremer, Fausto Zapata, Armando Biebrich, Porfirio Mu-
ñoz Ledo y Francisco Javier Alejo. Aunque en este caso no
existe evidencia de la conformación de un grupo reducido de
análisis político con las características descritas, el hecho es
que todos los asesores formales e informales de la Presiden-
dencia apoyaron la ruptura con Chile; el presidente Echeve-
rría consecuentemente, no escuchó de entre sus más cerca-
nos consejeros ninguna voz discrepante de tal decisión.

La ruptura de relaciones diplomáticas con Chile enfo-
cada como una decisión individual . La decisión de romper
relaciones fue única y exclusivamente de una persona. Sin
i mportar los flujos de información oficial hacia Los Pinos, ni
el confuso clamor de los medios de información sobre las opi-
niones y preferencias del público y grupos de presión intere-
sados que se generaban, en última instancia fue Echeverría
quien decidió. El principio de autoridad del mandatario, tan
arraigado en nuestra institución presidencial, fue el factor
determinante de la decisión; estaban en juego, también, ele-

119



mentos de prestigio personal, perspectiva histórica y afanes
de servicio a la la humanidad.

Evidentemente, la decisión de romper relaciones con
Chile incorporó, en diversas medidas, todos los aspectos que
se han descrito. Fue una decisión congruente con la políti-
ca nacional y también con las características del sistema pre-
sidencialista del país y las personales de quien entonces ocu-
pó la Presidencia; sin duda el círculo interior del poder apor-
tó su análisis de la situación y las burocracias instituciona-
les informaron y propusieron alternativas oportunas. En sín-
tesis , ninguno de los enfoques considerados en nuestro ejem-
plo excluye necesariamente a alguno de los demás. No obs-
tante, si lo que se busca es describir lo que ocurre en el ám-
bito de la política real; si lo que intentamos es comprender
la manera en que una decisión concreta realmente fue toma-
da, no ayuda mucho pensar que todos los factores relaciona-
dos con ella tienen la misma importancia. En efecto, todo
i mporta, pero también es verdad que, respecto de cualquier
decisión, existen factores que poseen o adquieren un mayor
peso relativo; por ello, la tarea principal para entender una
decisión específica es identificar y analizar los factores de-
terminantes de su configuración final.

La perspectiva que aquí se adopta omite consideracio-
nes relativas al cómo debió tomarse determinada decisión
para, mediante el análisis descriptivo, enfatizar el aspecto
del como efectivamente fue tomada. Los politólogos y otros
analistas de la ciencia política, por supuesto, se ocupan tam-
bién del deber ser y la vertiente axiológica de las decisiones
políticas, predominando el enfoque prescriptivo en sus estu-
dios; sin desdeñar la importancia de dicho enfoque, la op-
ción descriptiva que se ha elegido, además de establecer con
claridad los limites de este trabajo, es la adecuada al propó-
sito de comprender el proceso real de la toma de las deci-
siones cotidianas de la vida política.

La mayoría de nosotros no somos políticos profesiona-
les ni practicantes de la ciencia política, pero somos y segui-
remos siendo ciudadanos políticamente activos, mejor pre-
parados, sin duda, para desempeñar nuestro papel, en la me-
dida en que seamos observadores más sagaces , informados
e inquisitivos, en la medida en que mejor comprendamos la
forma en que se generan en la práctica las múltiples decisio-
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nos en los diversos niveles de la administración gubernamen-
tal.

La tarea se limitará a un campo reducido integrado por
dos temas esenciales: la revisión sintética del sistema y di-
versos modelos de decisión política y el examen de las carac-
terísticas más significativas del proceso de decisión en los
organismos públicos. Cabe aquí una reflexión: no debe espe-
rarse que esta clase de estudios aporten directamente el do-
minio de una habilidad. No existe mecanismo , técnica o mo-
delo capaz de instruir específicamente sobre la manera de to-
mar buenas decisiones políticas y ni siquiera existe denomi-
nación para una disciplina tal. La política sigue siendo más
arte que ciencia ; las herramientas a nuestro alcance están le-
jos de ser exactas . El propósito es, por lo tanto, modesto;
sencillamente el de proveer ciertas bases para el discerni-
miento y comprensión del proceso de decisión política, a tra-
vés de la exposición y análisis de diversos elementos que lo
componen.

1.-DECISIONES SISTEMATICAS

Para entender cómo funciona el gobierno es preciso exa-
minar cómo se modela la política oficial. En este sentido, la
política es un curso de acción que el gobierno adopta deli-
beradamente para alcanzar sus objetivos, que asumimos re-
flejan las aspiraciones sociales, mediante los programas per-
tinentes. Cada paso en el rumbo seleccionado impone nuevas
decisiones: cuáles metas deben tener prioridad; cuáles pro-
gramas son los más adecuados a las diversas metas; cómo
se procederá para la instrumentación de las propuestas ya
aprobadas. Ante estas cuestiones los responsables del dise-
ño político están casi siempre en posición desventajosa, pues
deben elegir entre alternativas que aparentan ser igualmente
sólidas, apoyadas por partidarios con merecimientos y/o fuer-
zas comparables y fundadas en valores y/o principios igual-
mente propugnables. Debido a estos conflictos, inherentes a
todo sistema político que pretenda ser una democracia par-
ticipativa, en última instancia los gobiernos prefieren optar
por soluciones negociadas y de compromiso. La política es
generalmente algún tipo de "toma y daca", un intento de en-
contrar la vía intermedia que concilie demandas diferentes.
En las condiciones señaladas, no es de extrañar que nadie
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quede totalmente satisfecho, pero tampoco es usual que al-
guien sea completamente anulado o ignorado.

¿Cómo llega el gobierno al establecimiento de un de-
terminado compromiso político? Idealmente debería apegar-
se a un proceso racional de toma de decisiones semejante al
que, ejemplificado con un problema ecológico, se describe
enseguida:

a).-Debería realizar una valoración preliminar del pro-
blema ( p. ej.: eliminación de la contaminación at-
mosférica).

b).-Debería identificar las metas perseguidas y orde-
narlas jerárquicamente (p. ej.: tener aire sin con-
taminación probablemente interfiera con el desa-
rrollo económico).

c).-Debería examinar las posibles alternativas ( p. ej.:
reducir las participaciones federales a las entida-
des federativas que carezcan de un plan aceptable
contra la contaminación; transferir recursos finan-
cieros de los programas de infraestructura vial a
los de transporte masivo).

d).-Debería considerar las consecuencias de cada al-
ternativa (p. ej.: recortar las participaciones fede-
rales causaría resentimiento económico en las en-
tidades afectadas).

e). -Deberla seleccionar la alternativa más apegada a
las metas preferidas ( p. ej.: posiblemente el go-
bierno zanjará la cuestión optando por aire en al-
guna medida más limpio, a menor costo, en vez de
una atmósfera perfectamente libre de contaminan-
tes).

f).-Debería establecer un plan para instrumentar la
decisión.

A primera vista, el proceso descrito parece sencillo y
razonable; es una secuencia cuya observancia no manifiesta
dificultades insalvables. Sin embargo, hace surgir interro-
gantes adicionales . Aun en la valoración preliminar, ¿las di-
ferentes partes involucradas del gobierno, y personas distin-
tas en una misma parte , percibirán el problema en forma si-
milar? ¿Pueden eliminarse con facilidad las diferencias de
percepción y lograr una visión unánime y plenamente com-
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partida? ¿Podemos jerarquizar prácticamente las metas cuan-
do éstas sean distintas, contradictorias o cambiantes, aun en
lapsos muy cortos? ¿Disponemos de los recursos, en espe-
cial de la información completa necesaria para el examen de
todas las alternativas en cada situación que se presente? ¿La
certidumbre de las variables permite predecir, siempre y co-
rrectamente, las consecuencias de escoger una alternativa
sobre las demás? Y, finalmente, ¿podemos prever lo que real-
mente ocurrirá durante la instrumentación para planear ésta
con precisión?

Este tipo de interrogantes, que ponen de manifiesto tan-
to las imperfecciones del acontecer real como las del mode-
lo racional de decisión política, ha llevado a estudiosos de
estos temas a proponer la expresión "incrementalismo desar-
ticulado" "o inconexo" ( disjointed incrementalism ), para des-
cribir sus percepciones sobre la realidad del proceso que nos
ocupa. Dicha expresión ha sido definida en los siguientes
términos:

"Es producir decisiones mediante movimientos pe-
queños o incrementales (graduales ) en relación con
problemas específicos , antes que sobre un programa
completo de reformas. Es también un proceso inter-
minable que asume la forma de una secuencia indefi-
nida de cambios en la política . Además , es explora-
torio en el sentido de que las metas del proceso de
decisión siguen modificándose conforme nueva ex-
periencia, derivada de la política en vigor , arroja nue-
va luz sobre lo que es posible y deseable . La mejor
descripción ( del incrementalismo desarticulado) es
que éste se mueve alejándose de males sociales co-
nocidos, en vez de moverse hacia una meta determi-
nada relativamente estable". (Braybrooke y Lindbloom;
1 970).

Han sido objeto de planteamiento hipotético dos tipos
principales de decisión incremental. El primero involucra un
cambio que, sustancialmente, repite cambios frecuentes ante-
riores (p. ej.: un incremento en los salarios mínimos ); el se-
gundo está referido a un cambio único o irrepetible que, en
su momento, fue considerado como una modificación políti-
ca menor (p, ej.: la creación, en los inicios del régimen de
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López Mateos, de la Secretaría de la Presidencia como en-
cargada de la planificación nacional). Ambos tipos de deci-
sión se caracterizan e instrumentan por el uso de estrategias
flexibles, y aun elusivas, diseñadas, en palabras de Lind-
bloom "...para lidiar con problemas sumamente complejos,
las cuales se prestan muy bien para analizar el proceso de
formulación de la política oficial". Estas incluyen:

- Decisiones satisfactorias ( o suficientes ): se acercan
mucho a la obtención del propósito buscado, no son
demasiado costosas en términos económicos o so-
ciales y, por lo tanto, son suficientemente buenas
(p. ej.: aumentar la cuota máxima de jubilación o
pensión a los servidores públicos afiliados al régi-
men de seguridad social del Estado de México).

- Decisiones remediales : están diseñadas simplemente
para rectificar una situación de la cual es deseable
salir (p. ej.: el retiro temporal del Banco de México
del mercado de cambios en 1982).

- Decisiones seriales: es totalmente claro que se trata
solamente de la primera de una larga serie de deci-
siones relacionadas (p. ej.: el ingreso al Acuerdo
General sobre Comercio y Tarifas: GATT).

La noción de incrementalismo desarticulado es un mar-
co teórico con ventajas sobre modelos más racionales de
análisis político. Sirve mejor al propósito de explicar la rea-
lidad política. Orienta más certeramente los intentos para de-
sentrañar el proceso real de generación de la política al ad-
mitir sólo las alternativas políticamente relevantes; al man-
tener presentes todos los costos; al reducir la cantidad de al-
ternativas a explorar, de información a reunir y la compleji-
dad misma del análisis. Nos permite, por lo menos, identifi-
car aquello a lo que nos enfrentamos.

Consideremos, por ejemplo, la integración de los presu-
puestos anuales de egresos gubernamentales. Cada año el
presupuesto se basa en los gastos del año anterior. Los cam-
bios en las asignaciones son generalmente menores. En cual-
quier año, en términos económicos reales, pueden incremen-
tarse los recursos para la educación, pero no en una cantidad
sustancial. En otro año, el financiamiento para los programas
de empleo y capacitación puede disminuir, pero no en forma
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drástica. Ni siquiera se intenta estructurar un presupuesto
que responda a todas las necesidades. Se procura un presu-
puesto suficientemente bueno, capaz en todo caso, de respon-
der a las demandas más fuertes y claras.

Por otra parte, nada evidencia mejor el presupuesto que
el carácter de la política como producto del compromiso.
Educación, salud, trabajo, vivienda y seguridad están enfras-
cadas en una competencia anual de la que simultáneamente
son todos ganadores y perdedores; nunca habrá todo lo que
cada necesidad demanda, pero generalmente se obtendrá al-
go menos de lo solicitado, lo suficiente para prevenir el des-
contento irremediable con la operación del sistema. Esto im-
plica que el incrementalismo desarticulado de las decisiones
políticas contribuye determinantemente a la estabilidad so-
cial: ayuda a mantener el estado de cosas.

Hasta aquí, se han planteado los rasgos característicos
del sistema de decisión política nacional y se ha visto como
la política de la vida real produce resultados aplicativos más
bien conservadores. El concepto de incrementalismo desar-
ticulado contribuye al entendimiento de la manera en que se
desarrolla, en este nivel general, la formulación de la políti-
ca. Pasaremos a analizar y tratar de comprender cómo se to-
ma una sola decisión política ; para lograrlo deben examinar-
se los mecanismos involucrados, participantes, circunstan-
cias, grupos, sistema de información, relaciones de poder y,
en suma, todos los elementos que determinan a la decisión.
Las conclusiones del norteramericano Graham Allison en es-
te campo son sumamente útiles en relación con nuestro ob-
jetivo. Allison identifica tres marcos de referencia básicos pa-
ra el análisis de la política exterior, los cuales, de hecho, son
igualmente aplicables a las decisiones de política interna.
Cada uno de dichos modelos proporciona, efectivamente, una
perspectiva conceptual desde la que puede apreciarse de dis-
tinta manera un determinado conjunto de acontecimientos.
Procurando respetar el sentido de sus denominaciones origi-
nales, los modelos son:

- Modelo del Autor Racional : es el marco de referen-
cia empleado por la mayor parte de analistas y legos
en la materia para la comprensión de las decisiones
políticas; en éste, las decisiones se enfocan como
actos más o menos intencionados y unificados de los
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gobiernos. El autor de la decisión es el gobierno y
la acción se elige como solución bien calculada pa-
ra un problema estratégico. Dado que la premisa
subyacente de este modelo es que la acción es re-
sultado de una selección racional, no es de extrañar
que el propio Allison le conceda una calificación
más bien baja a su potencial explicativo.

Modelo del Proceso Organizacional : sostiene que
los sucesos de la política son consecuencia de pro-
cesos organizacionales; los acontecimientos reales
son resultantes del quehacer de las organizaciones;
las rutinas de éstas condicionan la gama de alterna-
tivas concretas a elegir por los líderes gubernamen-
tales ante cualquier problema, consecuentemente,
las prioridades organizacionales estructuran la situa-
ción en la cual los líderes deben decidir.

Modelo de la Política Gubernamental : afirma que
las decisiones y acciones de los gobiernos son re-
sultantes políticas; resultantes en el sentido de que
lo que ocurre no se eligió como solución a un pro-
blema, sino más bien es la consecuencia de com-
promisos, conflictos y aun la confusión de autorida-
des y funcionarios con intereses diversos e influen-
cias desiguales; políticas , en el sentido de que la ne-
gociación entre miembros individuales del gobier-
no, es la actividad de la cual emanan las decisiones
y acciones.

Los enfoques reseñados no significan el agotamiento
de las perspectivas posibles para la observación del flujo de
una decisión política. Con el objeto de complementar, no re-
emplazar, los modelos propuestos por Allison, se plantean
tres representaciones adicionales que señalan variantes de la
realidad pertinentes a nuestros fines. Dispondremos así de
un total de seis puntos de vista conceptuales diferentes des-
de los cuales apreciar cualquier acción del gobierno.

- Modelo de la Decisión del Pequeña Grupo : contem-
pla a las decisiones de política oficial como produc-
to del proceso de interacción de un pequeño grupo
(petit comité ). El modelo se deriva de dos hechos:
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el primero, hace tiempo del dominio de la psicolo-
gía social, es que los grupos pequeños poseen una
dinámica propia característica; el segundo es que
gran parte de la formulación de políticas oficiales
se hace en situaciones de pequeño grupo. La calidad
de la decisión depende en este caso de la interac-
ción de sus integrantes. El conjunto de alternativas
en este modelo equivale a la sumatoria de opciones
ofrecidas por los miembros del grupo, lo cual es-
tructura una situación en que el grupo, o su dirigen-
te, tiene que decidir dentro de los límites impuestos
por las deliberaciones del propio grupo. Entre los
conceptos de organización que tienen un papel re-
levante en el modelo están: las personalidades de
los participantes, la calidad de su representatividad,
las prioridades y percepciones derivadas de su idio-
sincrasia e ideología políticas, así como la dinámi-
ca propia del pequeño grupo (p. ej.: estilo de lide-
razgo, normas, reglas, integración y cohesión del
grupo, etc.). Debe prestarse especial atención a los
múltiples factores que intervienen entre el plantea-
miento de un asunto y la toma de una decisión, so-
bre todo a lo que haya sucedido durante las reunio-
nes del grupo.

Modelo del Líder Dominante : enfoca a la decisión
política como resultado del comportamiento y per-
sonalidad del líder dominante, ya lo sea por razones
jerárquicas o cualidades propias. La fuerza explica-
tiva de este modelo se deriva de la convicción pa-
tri monialista, o simplemente autoritaria, del propio
líder en el sentido de que, finalmente, la decisión
11 ..es mi responsabilidad". En esta situación, las
alternativas son exclusivamente las consideradas
por el líder; la opción definitiva es, sin más, cual-
quiera que él elija de acuerdo a sus características
y circunstancias. Se asume también que éste es ca-
paz de controlar a todas las burocracias, grupos e
individuos pertinentes; de regular tanto el flujo co-
mo el acceso a la información y que las prioridades
personales, bases de sustentación política y perspec-
tivas del propio líder tienen un peso determinante
en su decisión final.
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Modelo del Proceso Cognoscitivo : Postula que las
decisiones se derivan de las limitaciones de los po-
líticos para llegar a la raíz de problemas de gran
complejidad. La posibilidad de apegarnos a un cur-
so de acción racional tiene el límite que impone
nuestra capacidad para procesar información y trans-
mitirla. Esta restricción cognoscitiva condiciona al
proceso de decisión política. En este modelo, las
características generales e invariables de nuestra
actividad mental poseen una importancia primordial:
la tendencia a conceptualizar problemas que requie-
ren decisiones, en términos de un solo valor; a vin-
cular un solo resultado a cada alternativa disponi-
ble; a limitar el análisis a un número reducido de
variables; a responder a la incertidumbre con gene-
ralizaciones; a usar analogías como atajos hacia la
decisión; a ignorar la información discrepante o asi-
milarla a esquemas preconcebidos y a procurar cie-
rres prematuros del análisis emprendido. Entre las
consecuencias de esta hipáitesis que inciden nega-
tivamente en la calidad de las decisiones debe se-
ñalarse, en primer lugar, que los acontecimientos
del pasado se emplean muy frecuentemente como
analogías para dilucidar acontecimientos contempo-
ráneos; en segundo, que la política tiende a estan-
carse debido a que los responsables de su diseño y
actualización han ocupado puestos semejantes por
largo tiempo y se inclinan a guiarse por imágenes
anticuadas, resistiéndose a cambios y modificacio-
nes; finalmente, que el sistema global resuelve sus
dilemas haciendo uso del incrementalismo desarti-
culado, mediante pequeños pasos que llevan a solu-
ciones meramente satisfactorias o suficientes.

Teóricamente, cualquiera de los seis modelos o hipóte-
sis bosquejadas pueden proporcionar explicaciones diferen-
tes de una misma decisión, pero no son mutuamente exclu-
yentes. Existen muchas posibilidades de que al analizar de-
terminada decisión, dos o más de estos modelos demuestren
ser útiles para comprender lo que realmente sucedió. Esta-
mos ciertos, por otra parte, que conforme se amplíe el campo
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del análisis de la decisión política, otros modelos se desarro-
llarán y añadirán a los aquí planteados.

2.-DECISIONES ORGANIZACIONALES

Los poderes ejecutivo, legislativo y judicial federales
de nuestro país son, en su conjunto y también cada uno de
ellos, una organización, de igual manera que lo es el Gobier-
no del Estado de México y cada ayuntamiento estatal. La Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público es una organización y
también lo son Petróleos Mexicanos, el Instituto Mexicano
del Seguro Social y el Instituto de Seguridad Social del Es-
tado de México y Municipios, así como la Secretaría de Pro-
gramación y Presupuesto y cada una de sus delegaciones re-
gionales. El organismo, institución, empresa o entidad públi-
ca en que trabajamos es, sin lugar a duda, una organización,
puesto que en las sociedades modernas probablemente sólo
las amas de casa que no trabajan y los niños que aún no acu-
den a las instituciones educativas son los únicos grandes
grupos de personas en cuyas vidas no incide la pertenencia
a algún tipo de organización. Es cierto, por lo tanto, que ha-
blar de política en nuestro país es hablar de burocracia, lo
cual viene a reconocer a la organización como el sistema so-
cial prevaleciente.

Las organizaciones poseen características especiales en
lo referente a la toma de decisiones, y su estructura formal
presenta ciertos rasgos invariables. La consecuencia es que
los procesos y patrones de toma de decisiones tienden a de-
sarrollarse en forma muy semejante entre una y otra organi-
zaciones, así, el conocimiento que se tenga sobre el "modus
operandi" de una organización, facilita la comprensión de la
actividad de cualquier otra. Uno sabrá algo sobre la manera
en que se toman las decisiones en los más altos niveles de la
administración pública, si tiene una noción clara de la ma-
nera en que dicho proceso se efectúa en el propio centro de
trabajo. En ambos casos, por ejemplo, existe un funcionario
ejecutivo superior responsable de decidir las cuestiones po-
líticas. Sus decisiones deben ser congruentes con los fines
de la organización y es él quien las comunica a los encarga-
dos de niveles inferiores de la jerarquía administrativa, cuya
responsabilidad consiste en instrumentarlas. El Gobernador
del Estado puede decidir el impulso a las tareas de simplifi-
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catión administrativa y el mejoramiento de la atención al pú-
blico en las dependencias gubernamentales, pero depende de
aquellos más abajo en la pirámide de la administración públi-
ca para ejecutar su decisión.

Los estudios de Max Weber sobre lo que denominó bu-
rocracia , hacen de éste el primer teórico moderno que trata
de identificar las características de las organizaciones. Típi-
camente , las organizaciones se planean y crean para lograr
objetivos específicos; su razón de existir es realizar el traba-
jo que se han propuesto. De acuerdo a Weber, las organiza-
ciones tienen las siguientes características:

- El trabajo se divide de acuerdo a habilidades y auto-
ridad; la responsabilidad está definida por leyes y
reglamentación administrativa.

- Cada trabajo, cada puesto, es independiente de
quien lo ocupa. La tarea es permanente, el individuo
es temporal.

- La autoridad es crecientemente centralizada. En ca-
da nivel de la organización existen superiores y su-
bordinados, estructurándose una jerarquía pirami-
dal de poderes.

- La organización opera de acuerdo a reglas generales.
Individualmente, los empleados actúan de acuerdo a
las definiciones y requerimientos formales de sus
puestos.
Para preservar la continuidad de la organización se
mantienen registros por escrito.

De estas características se desprende el hecho de que
las organizaciones, como sistemas de toma de decisiones,
tienden a comportarse de manera muy peculiar. En este sen-
tido re han venido desarrollando diversos estudios, entre los
cuales cabe destacar los de Herbert Simon, premio Nobel de
Economía en 1978 por sus trabajos en solución de problemas
y toma de decisiones organizacionales. Entre las propuestas
de Simon es pertinente mencionar la que señala que los rasgos
principales de la toma de decisiones en la organización no di-
fieren sustancialmente de los que se presentan en los demás
ámbitos en que dicho proceso se manifiesta. En todos los ca-
sos existen ciertas restricciones o limitantes, Ya se expuso la
manera en que idealmente nos gustaría tomar decisiones; por
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ejemplo, sería muy conveniente poder identificar cada una de
las alternativas existentes, así como todas las posibles conse-
cuencias relativas a las mismas . También se ha señalado an-
tes cómo, en la realidad , los decisores políticos afrontan es-
tas demandas, imposibles de satisfacer, mediante una serie
de decisiones menores cuyo efecto generalmente está limita-
do a la contención del problema. Las organizaciones, en con-
diciones comparables, actúan de manera muy semejante.

Pensemos por un momento en el aspecto de la obten-
ción de información perfecta, o al menos completa. Las orga-
nizaciones, como la gente o los sistemas, están físicamente
i mpedidas para poseerla. Aun si no fuera así, el costo de ob-
tenerla en cada caso en que deba tomarse una decisión sería
prohibitivo. Entonces, ¿qué hacen las organizaciones? Acor-
dar aquellas decisiones que representan una solución suficien-
temente buena , capaz de resolver los problemas más urgentes
o importantes. Consideremos las implicaciones de esta aseve-
ración:

Las organizaciones se ajustan a decisiones satisfac-
torias; ni siquiera procuran realizar la óptima elec-
ción.
Las organizaciones, especialmente cuando afrontan
decisiones rutinarias y repetitivas, emprenden proce-
sos de búsqueda estables y secuenciales, los cua-
les terminan tan pronto como se encuentra la prime-
ra alternativa satisfactoria.
Las organizaciones no buscan problemas para tomar
decisiones; en vez de ellos, sólo tornan las decisio-
nes que se ven forzadas a considerar por los proble-
mas que confrontan. Además, existe un deseo de eva-
dir la incertidumbre cuya consecuencia es la elec-
ción preferente de soluciones que proporcionen re-
sultados rápidos y tangibles.

Todas las organizaciones prefieren seguir rutinas esta-
blecidas. Todo ciudadano que haya intentado realizar un trá-
mite en dependencias gubernamentales sin satisfacer cabal-
mente los requisitos establecidos para el mismo, sabe muy
bien que los servidores de las organizaciones públicas se in-
comodan notoriamente cuando afrontan situaciones fuera de
lo ordinario . Pueden ser excelentes para ejecutar decisiones
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"programadas", aquellas que les son familiares. Toda orga-
nización desarrolla programas y procedimientos operativos a
los cuales recurrir en cualquier momento para manejar las si-
tuaciones usuales , el problema surge cuando las organizacio.
nes se ven forzadas a tomar decisiones no programadas, po-
siblemente provocadas por algún tipo de crisis . En estos ca-
sos la organización se toma vulnerable e indefensa , esfor-
zándose por enviar rápidos mensajes a sus titubeantes sub-
unidades , como un gigante tratando de readquirir control so-
bre sus inmanejables extremidades.

Esto nos lleva a otro punto relevante: aunque la eviden-
cia es aún polémica, parece que las organizaciones no son
intrínsecamente resistentes al cambio. Un nuevo reto, de-
mandando respuestas frescas si está en juego la superviven-
cia de la organización, puede forzarla a adoptar nuevos sis-
temas y procedimientos. Un decremento radical o repentino
en sus recursos financieros, por ejemplo, puede inducir cam-
bios extremos. Un organismo público que haya venido ope-
rando deficitariamente tendrá que modificar sus programas y
operaciones si, en el caso, habrá de sobrevivir.

Como punto final procede afirmar que cada organiza-
ción, como cualquier individuo, está interesada sobre todo
en su propia salud y supervivencia. Una organización está
generalmente abocada al desempeño de una sola misión, su
responsabilidad primaria se relaciona con un conjunto espe-
cífico de problemas, por lo tanto, sus intereses y preocupa-
ciones están también claramente definidos. Quienes la con-
forman tienden a desarrollar percepciones limitadas y priori-
dades particulares. En consecuencia, las decisiones se hacen
desde una perspectiva estrecha y, de hecho, aun cuando el
objetivo de dos o más organizaciones pueda ser similar, pue-
den optar por diferentes formas de alcanzarlo. El conflicto
entre las Secretarías de Hacienda y de Programación y Pre-
supuesto en los primeros años del sexenio lópezporti ¡lista es
un caso útil para explicar este punto; el propósito era seme-
jante: definir la mejor estrategia económica para tratar con
los organismos financieros y crediticios internacionales, prin-
cipalmente en materia de endeudamiento público. Sin embar-
go, las modalidades de negociación propuestas eran diver-
gentes. El asunto es que las organizaciones deciden con ba-
se en aquello que perciben como favorable a sus propios in-
tereses. Se inquietan sólo por lo que las beneficia o amena-
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za su estabilidad . Quieren más personal , más dinero, un ma-
yor ámbito de jurisdicción e influencia y menor dependencia
de los efectos de ¡as decisiones de las otras organizaciones.
Una organización , en suma , ve al mundo a través de sus pro-
pios cristales , cualquiera cosa que la beneficie es buena, y lo
que es bueno para ella es bueno para todos los que la inte-
gran.

Las organizaciones, corno se ha visto, desempeñan un
papel de importancia creciente, y aun determinante, en nues-
tras vidas. Si para comprender las decisiones políticas uno se
atuviera a lo informado en las primeras planas de los perió-
dicos nacionales o en las publicaciones especializadas de ma-
yor circulación, convendría tener presente que, por sí misma,
la estructura formal de cualquier organización infunde una di-
námica particular a su proceso de toma de decisiones, así co-
mo el hecho de que gran parte de la acción gubernamental es
organización, o lo que, despojado de su carga peyorativa, lla-
mamos burocracia.
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LEV DE I NGRESOS DEL ESTADO DE MEXICO
PARA EL EJERCICIO FISCAL 1990

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA
H. "L" LEGISLATURA DEL ESTADO
PRESENTES.

En uso de las facultades que me otorgan los Artículos
59 Fracción II, 88 Fracción 1 y 89 Fracción V de la Constitu-
ción Política del Estado libre y Soberano de México, me per-
mito someter a la consideración de esa H. Legislatura, por su
digno conducto, Iniciativa de Ley de Ingresos del Estado de
México para el Ejercicio Fiscal de 1990, de acuerdo a la si-
guiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Los lineamientos de política hacendaria que sustenta es-
ta Administración para el presente ejercicio fiscal, tendientes
al fortalecimiento de los ingresos públicos que propician el
crecimiento económico de la Entidad se reflejan en la Inicia-
tiva que se somete a su consideración.

En este contexto, el presupuesto de ingresos se determi-
nó considerando la evolución de las principales variables eco-
nómicas y financieras de los criterios generales de política
económica para 1990, destacando que la inflación prevista
que se estima será de 15.3 por ciento medida de diciembre-
diciembre.

Por su estructura, la principal fuente de ingresos está re-
presentada por los Ingresos Estatales en Gravámenes Federa-
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les, con alrededor del 86 por ciento, mientras que el resto lo
integran los ingresos autónomos del Estado.

Los ingresos autónomos se encuentran explicados en su
dinámica básicamente por cuatro variables fundamentales; el
empleo, los salarios , el costo del dinero, as¡ como la disponi-
bilidad de recursos financieros de tesorería.

En el caso de los impuestos, el Estado conserva sólo tres
gravámenes; sobre Erogaciones por Remuneraciones al Traba-
jo Personal, sobre Honorarios por Servicios Médicos Profe-
sionales y para el Fomento de la Educación Pública en el Es-
tado, de los que se espera crecimientos moderados debido a
que no se propone incremento alguno para dichos conceptos.

Los Derechos establecidos, que dependen fundamental-
mente del comportamiento de los salarios, crecerán en un
rango de entre 6 y 10 por ciento, lo que representa un 3 por
ciento en los ingresos ordinarios.

La disminución de la liquidez, derivada de la disponibi-
lidad de los recursos de la recaudación de los impuestos fe-
derales a través del sistema bancario, presupone un restringi-
do manejo financiero, al ser tan sólo el Impuesto al Valor
Agregado y el Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos,
los únicos gravámenes objeto de coordinación, por una parte,
y por la otra la oportunidad y tiempo entre la recepción de los
pagos en los Bancos y la posibilidad real de disponer de los
fondos correspondientes, incidiendo negativamente en los
Productos, con una caída del 5 por ciento.

En materia de Aprovechamientos, que comprenden las
sanciones derivadas del incumplimiento de contribuciones es-
tatales, así como la recuperación de rezagos de ejercicios fis-
cales anteriores, donde se considera que la tendencia en el
nivel de rezago y los porcentajes de las multas determinarán
el comportamiento de este rubro, se espera un crecimiento
mínimo del 10 por ciento.

Por lo que hace a los recargos, se mantiene la fórmula
para su determinación, vinculada al Costo Porcentual Prome-
dio de captación de los recursos del Sistema Bancario Mexi-
cano, definiendo así la carga fiscal adicional que deberá ser
cubierta mensualmente por el contribuyente en mora.

Las participaciones que ha de recibir el Estado, de la Fe-
deración, se estima que en términos reales serán equivalentes
a las del ejercicio anterior. Nominalmente, las participaciones
para 1990, tendrán un incremento equivalente al aumento
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ponderado de la recaudación de los Impuestos Federales Es-
peciales en la Entidad, del Impuesto Predial y de los Dere-
chos por Servicio de Agua, durante el año anterior con respec-
to a la media nacional de ese año. A diferencia del sistema
anterior en que las participaciones dependían de los impues-
tos asignables o atribuibles a una Entidad Federativa deter-
minada.

Por otra parte, en los Artículos 2 y 8, se consideran los
montos de los financiamientos a contratar, tanto por el Ejecu-
tivo del Estado, sus Organismos Auxiliares y Fideicomisos
durante el próximo ejercicio fiscal, con la finalidad de cubrir
parte del gasto de inversión previsto en el presupuesto de
egresos para 1990.

Finalmente, con el propósito de hacer congruente la Ley
de Ingresos del Estado con las últimas reformas a la Ley Or-
gánica de la Administración Pública de la Entidad se sustitu-
ye el nombre de la anterior Secretaría de Finanzas por el de
Secretaría de Finanzas y Planeación.

En razón a lo expuesto se somete a la consideración de
la Honorable Legislatura la Iniciativa de Decreto que se inser-
ta a continuación:

Ley de Ingresos del Estado de México para el
Ejercicio Fiscal 1990

ARTICULO lo -La Hacienda Pública del Estado de Mé-
xico percibirá durante el Ejercicio Fiscal de 1990; los Impues-
tos, Derechos, Aportaciones de Mejoras, Productos, Aprove-
chamientos, Ingresos Estatales en Gravámenes Federales e
Ingresos Derivados de Financiamiento siguientes:

1. I MPUESTOS:

1.1 Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo
Personal.

1.2 Sobre Honorarios por Servicios Médicos Profesionales.
1.3 Para el Fomento de la Educación Pública.
1.4 los no comprendidos en los numerales precedentes,

causados en ejercicios fiscales anteriores, pendientes
de liquidación o de pago.

DERECHOS:

Por los Servicios prestados por las Autoridades

139



2.1 Del Registro Público de la Propiedad.
2.2 Fiscales.
2.3 Del Trabajo y Previsión Social.
2.4 De Educación Pública.
2.5 De Desarrollo Urbano y Obras Públicas.
2.6 De Gobernación.
2.7 De Salubridad.
2.8 De Seguridad Pública y Tránsito.
2.9 De Administración.
2.10 De la Procuraduría General de Justicia.
2.11 Del Poder Judicial y Tribunal de lo Contencioso Ad-

ministrativo.
2.12 De Finanzas y Planeación.
2.13 Del Registro Civil.
2.14 Otros que queden consignados en las Leyes respec-

tivas.

3. APORTACIONES DE MEJORAS.

3.1 Las derivadas de la aplicación de la ley de Coopera-

ción para Obras Públicas.

32 Otras aportaciones.

4. PRODUCTOS:

4.1 Ventas de Bienes Muebles e Inmuebles.
4.2 Arrendamiento y Explotación de Bienes Muebles e

Inmuebles.
4.3 Utilidades por Acciones y Participaciones de Socie-

dades o Empresas.
4.4 Utilidades de otras Inversiones en Créditos y Valores.
4.5 Recuperación de Inversiones en Acciones, Créditos y

Valores.
4.6 Teléfonos, Radiotelefonía, y otros servicios de Comu-

nicación prestados por el Estado.
4.7 Periódico Oficial.
4.8 I mpresos y Papel Especial.
4.9 Establecimientos Penales.
4.10 Colocación de Empréstitos.
4.11 Bienes Vacantes.
4.12 De Organismos Descentralizados , Fideicomisos y Em-

presas de Participación Estatal.
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4.13 Todos aquellos que se obtengan no considerados en
los numerales anteriores.

5. APROVECHAMIENTOS:

5.1 Reintegros por Responsabilidad Oficial.
5.2 Donativos.
5.3 Indemnizaciones.
5.4 Recargos.
5.5 Multas.
5.6 Subsidios.
5.7 Gastos de Administración derivados de la recauda-

ción de Gravámenes Federales.
5.8 Gastos de Administración derivados de la recauda-

ción de Gravámenes Municipales.
5.9 Todos aquellos que se obtengan no considerados en

los numerales anteriores.

6. INGRESOS ESTATALES EN GRAVAMENES FEDE-
RALES.

6.1 Los derivados de la aplicación de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, como consecuencia de la adhesión del Es
tado de México al Sistema Nacional de Coordinación
Fiscal, en los términos de dicho ordenamiento y del
Convenio de Adhesión, y sus anexos respectivos. En
consecuencia, los Ingresos Municipales en Gravámenes
y Fondos Federales repartibles, serán los que resulten
de aplicar el 20% de lo que percibe el Estado de los
Fondos General y Financiero Complementario de Parti-
cipaciones.

6.2 Los derivados del cobro de Multas Administrativas
I mpuestas por Autoridades Federales no Fiscales, ex-
cepto las de Trabajo y Previsión Social.

6.3 Otros Ingresos Estatales en gravámenes Federales.

7. I NGRESOS DERIVADOS DE FINANCIAMIENTOS.

ARTICULO 2o.-El monto de los créditos a contratar
por los Organismos Auxiliares y Fideicomisos del Gobierno
del Estado, será de 350 mil millones de pesos y por lo que
respecta a los Municipios de la Entidad, 35 mil millones de
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pesos, para los cuales sea necesario que el Ejecutivo otorgue
su aval.

ARTICULO 3o . -El Pago Extemporáneo de Créditos Fis-
cales dará lugar al cobro de recargos, a razón del porcentaje
mensual de interés simple sobre el monto total de los mismos,
por cada mes o fracción que transcurra sin hacerse el pago.
Porcentaje que será el resultante de multiplicar el Costo Por-
centual Promedio (C.P.P.) de Captación de Recursos del Sis-
tema Bancario, determinado mensualmente y vigente durante
los meses en que se haya omitido el cumplimiento de la obli-
gación. Esta información será la proporcionada por el Banco
de México y se determinará multiplicando dicho porcentaje
por el factor 1.5 y dividiéndole entre 12.

ARTICULO 4o.-La recaudación de los ingresos prove-
nientes de los conceptos enumerados en el Artículo lo. de es-
ta Ley, se hará en las oficinas recaudadoras, en la Caja Gene-
ral de la Dirección General de Tesorería y Crédito de la Secre-
taría de Finanzas y Planeación, o en Sociedades e Institucio-
nes Nacionales de Crédito autorizadas para el efecto.

ARTICULO 5o.-Para la validez del pago de las diversas
prestaciones fiscales a que alude este Ordenamiento, debe-
rán ingresarse éstas al Erario Estatal.

Para la comprobación del pago de esas prestaciones fis-
cales, el contribuyente deberá obtener el recibo oficial con la
anotación aprobada por la Secretaría de Finanzas y Planea-
ción del Estado.

ARTICULO 6o.-Las cantidades recaudadas deberán
concentrarse en la Caja General de la Dirección General de
Tesorería y Crédito de la Secretaría de Finanzas y Planeación
o depositarse en las cuentas bancarias autorizadas, debiendo
reflejarse cualquiera que sea su forma o naturaleza, tanto en
los registros de la propia Secretaría como en la cuenta públi-
ca que ésta formule.

ARTICULO 7o.-Cuando se concedan prórrogas para el
pago de créditos fiscales conforme a lo dispuesto en el Códi-
go Fiscal Estatal, se causarán recargos sobre saldos insolutos
a razón del porcentaje mensual que resulte de multiplicar el
Costo Porcentual Promedio (C.P.P.) de Captación de Recur-
sos del Sistema Bancario, que prevalezca durante la prórroga,
proporcionado por el Banco de México, multiplicado por el
factor 1.2 y dividido entre 12.
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ARTICULO 8o .-Se autoriza al Ejecutivo en los Térmi-
nos de la Ley de Deuda Pública del Estado para obtener un
endeudamiento neto hasta por un total de 400 mil millones
de pesos.

Los montos de los ingresos derivados de Financiamien-
to y de los Créditos a contratar por los Organismos Auxilia-
res, Fideicomisos y Municipios, para los cuales será necesa-
rio que el Ejecutivo otorgue su aval, son las cantidades por
las que se pueden afectar las participaciones correspondien-
tes, en garantía de pago de las obligaciones contraídas, en los
términos de la Ley de Deuda Pública de la Entidad.

TRANSITORIO

ARTICULO UNICO.-Publíquese el presente Decreto en
el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno" del Estado, el
cual entrará en vigor el día lo, de Enero de 1990.

LO TENDRA ENTENDIDO EL GOBERNADOR DEL ESTA-
DO, HACIENDO QUE SE PUBLIQUE Y SE CUMPLA:

Dado en el Palacio del Poder Legislativo , en la Ciudad
de Toluca de Lerdo, Capital del Estado de México, a los die-
cinueve días del mes de Diciembre de mil novecientos ochen-
ta y nueve , Diputado Presidente, C. Profr , Consejo Flores
Méndez.-Diputado Secretario , C. Hermilo Monroy Pérez-
Diputado Secretario , C. Profr. Mario Domínguez Flores.-Di-
putado Prosecretario , C. Elías López Vázquez .-Diputado Pro-
secretario , C. Salomón Pérez Carrillo . -Rúbricas.

Por lo tanto mando se publique, circule, observe y se le
dé el debido cumplimiento.

Toluca de Lerdo, México, a 29 de Diciembre de 1989.

EL GOBERNADOR DEL ESTADO

LIC. IGNACIO PICHARDO PAGAZA.

(RUBRICA)
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EL SECRETARIO DE GOBIERNO

LIC. HUMBERTO LIRA MORA.
(RUBRICA)

EL SECRETARIO DE FINANZAS
Y PLANEACION

C.P. JOSE MERINO MAÑON.
(RUBRICA)
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PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL GOBIERNO
DEL ESTADO DE MEXICO

EXPOSICION DE MOTIVOS
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA -1-
LEGISLATURA DEL ESTADO DE MEXICO
PRESENTES.

En cumplimiento de lo que disponen los artículos 59
Fracción II, 88 Fracción 1 y 89 Fracción V de la Constitución
Política del Estado de México; lo. y 21 de la Ley Orgánica
del Presupuesto de Egresos; y 2o., 30., 5o. y 33 de la Ley de
Planeación, me permito someter a la elevada consideración
de esa Honorable Legislatura el Proyecto de Presupuesto de
Egresos del Gobierno del Estado para el ejercicio fiscal 1990.

La iniciativa es, en términos de los recursos disponibles
y de las necesidades específicas de nuestro desarrollo, la res-
puesta más viable del Gobierno a las demandas y exigencias
prioritarias de una sociedad dinámica, productiva y democrá-
tica que lucha por superarse en el mundo cambiante, moder-
no, de nuestros días. Su fundamentación se expresa en las
consideraciones, justificaciones y motivos que expongo a con-
tinuación:

La realidad económica y social del Estado nos ha obli-
gado a diseñar un Presupuesto que, al mismo tiempo que nos
permitirá afrontar los retos de la desigualdad entre individuos,
grupos y regiones, coadyuvará con el abatimiento de rezagos
indeseables en áreas no incorporadas al ritmo del desarrollo
general.

Las políticas de gasto e inversión se orientan en las de-
mandas sentidas de la población. El contacto directo y perma-
nente con la ciudadanía, que mi administración ha asumido
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como premisa de Gobierno, permite recoger de manera direc-
ta y cotidiana sus necesidades, experiencias y demandas. Una
parte significativa de la inversión pública se destina a la rea-
lización de pequeñas obras que resuelven problemas concre-
tos y urgentes. Paralelamente, se busca atender al desarrollo
de la infraestructura básica para hacer posible el desarrollo
armónico de la entidad. Agua potable, electrificación, educa-
ción y salud, constituyen las prioridades más exigidas por la
población.

El gasto y la inversión se ven limitados por el nivel de in-
gresos disponibles y por la capacidad de endeudamiento. La
ausencia de fuentes tributarias propias y la estructura de dis-
tribución de las participaciones en impuestos federales, pro-
vocan un reducido volumen de ingresos frente a las necesida-
des que deben atenderse. La estructura misma del gasto com-
prometido ofrece igualmente otra limitante. Cerca de la mitad
de los ingresos propios se destinan a la cobertura de los ser-
vicios educativos, concurriendo en una alta proporción a su-
fragar este importante servicio en términos porcentuales ma-
yores a los de cualquier otra entidad federativa. El servicio
educativo al que seguirá dándose prioridad, absorbe una par-
te considerable del gasto, reduciendo las posibilidades de
atención a otros programas.

Insuficiencia de ingresos y estructura de gasto, refuer-
zan la necesidad de aplicar el mayor rigor en la administra-
ción de la hacienda púbica. Redimensionamiento del sector
auxiliar, revisión profunda de las asignaciones de transferen-
cias y subsidios, contención del gasto operativo y del apara-
to burocrático, constituyen políticas para toda la administra-
ción estatal. La fusión de las actividades que desarrollaban
las Secretarías de Planeación y de Finanzas en una sola en-
tidad, y la creación de la Secretaría de la Contraloría que esa
soberanía aprobó en respuesta a nuestra iniciativa de modifi-
caciones a la Ley Orgánica, permitirá una mayor coordinación
en el proceso de gasto-financiamiento y un eficiente control
interno en su manejo.

Al mes siguiente de mi toma de posesión, expedí un
Acuerdo Interno con medidas de contención del gasto, racio-
nalización en la aplicación de los recursos humanos y materia-
les y adopción de medidas de austeridad para todas las de-
pendencias gubernamentales , se busca con ello no sólo gene-
rar ahorro de recursos escasos, sino adicionalmente desarro-
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llar una actitud permanente de todos los servidores públicos
de austeridad republicana en el ejercicio de sus funciones y
de cuidado escrupuloso de los recursos del pueblo.

En la preparación del proyecto de presupuesto que se
somete a su consideración, se llevó a cabo un ejercicio deta-
llado y cuidadoso de cada uno de los renglones del gasto ope-
rativo, buscando mediante la aplicación de medidas concre-
tas, reducciones en términos reales de los renglones del gas-
to al margen de su peso especifico, que es reducido en el to-
tal del Presupuesto.

El presupuesto total consolidado que hoy sometemos a
su consideración asciende a 3 billones 260 mil 439 millones
de pesos, que implica un crecimiento del 9.5% en relación al
del año anterior en términos nominales y un decremento del
7.3% en términos reales. El sector central del Poder Ejecutivo
Estatal y los Poderes Legislativo y Judicial absorben 2 billo-
nes 218 mil 371 millones de pesos; en comparación con su
equivalente en el año anterior registra un incremento del 12%
en términos nominales. Los organismos descentralizados por
su parte, pretenden ejercer 1 billón 042 mil 068 millones de
pesos, con un crecimiento del 4.5% en relación al año prece-
dente.

El presupuesto del sector central será financiado en un
82% con ingresos ordinarios, y en un 18% con la contrata-
ción de adeudos.

A los Poderes se asignan 22 mil millones de pesos, can-
tidad que en términos reales se ajusta las necesidades de las
funciones Legislativa y Jurisdiccional.

El 40.5% del Presupuesto de Egresos deberá ser desti-
nado para la cobertura de servicios personales por el peso es-
pecífico que representa el magisterio estatal que absorbe
más del 75% de las plazas gubernamentales, y el de seguri-
dad social que ocupa otro 9%. El personal en funciones admi-
nistrativas no muestra crecimiento y conforma para el caso
del Estado de México, una administración reducida en térmi-
nos comparativos con otras entidades del país.

El gasto operativo corriente, absorbe el 5.9% del total
de los egresos, proporción similar a la del año anterior que
involucra, en términos reales, una disminución sensible sobre
los gastos erogados en 1989.

El 14% del Presupuesto se destina a Participaciones a

los Municipios, para satisfacer las disposiciones legales en
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materia de distribución de ingresos entre los distintos órde-
nes de Gobierno y para continuar la política de su fortaleci-
miento.

Las transferencias a los organismos auxiliares del Go-
bierno del Estado representan el 7.8% del gasto total, porcen-
taje menor al asignado en 1989 , como consecuencia de las
decisiones adoptadas en materia de desincorporación y redi-
mensionamiento de este sector. En términos reales este ren-
glón también acusa un decremento en relación con 1989.

Para obra pública se ha programado destinar 403 mil mi-
llones de pesos, 18.2% del total , cantidad que ciertamente es
menor en términos reales y en participación porcentual al
ejercido de 1989. Se busca por ello que el Gobierno Federal
concurra con recursos que permitan incrementar sustancial-
mente los niveles de inversión en obra pública para la satis-
facción de necesidades colectivas atenuando las limitadas
capacidades financieras del Estado.

Por considerar que se trata de una deferencia del Jefe
del Poder Ejecutivo Federal a la población del Estado, con-
viene destacar la importante presencia en la entidad del Pro-
grama Nacional de Solidaridad para la solución de graves pro-
blemas de pobreza extrema en la zona oriente del Estado y en
las áreas indígenas.

Desde este año se ha iniciado el ejercicio de inversiones
públicas e infraestructura educativa , atención a la salud,
abasto popular , agua potable , drenaje, electrificación, cons-
trucción de centros urbanos de solidaridad , reforestación y
regularización de la tenencia de la tierra , con significativos
montos de recursos federales , y se han concentrado los com-
promisos para la inversión a realizar en 1990, cuyos montos
se estiman en 500 mil millones de pesos.

El Presupuesto del sector auxiliar sujeto a control de
operación de esa Honorable legislatura , asciende a 1 billón
042 mil 068 millones de pesos, y será financiado en 97%
con los ingresos generados por los propios organismos, y el
3% restante mediante transferencias presupuestales del Go-
bierno Estatal.

En relación con el ejercicio de 1989 se incorporan al con-
trol operativo de esa Soberanía , la Junta de Caminos del Es-
tado de México y la Comisión Estatal de Ecología, consecuen-
tes con el respeto a las funciones que a la Contaduría Gene-
ral de Glosa competen . Se eliminan por contra 6 que, en vir-
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tud de los procesos de racionalización administrativa, serán
objeto de reubicación en el sector central como en el caso de
OCEC, o de desincorporación y consecuentemente, no ten-
drán operación ordinaria durante el próximo ejercicio fiscal.

Agrupados funcionalmente los organismos y empresas
que integran el sector auxiliar, se observa que el 2% del ejer-
cicio presupuestal está a cargo de entidades que prestan ser-
vicios de educación y cultura; el 20.8% a las que inciden en
los campos de salud y seguridad social; el 50.8% a las que
prestan servicios urbanos, de infraestructura y de ecología; el
6.5% a las entidades que brindan apoyo ala producción in-
dustrial, comercial y artesanal; el 13.9% a las que inciden en
el desarrollo agropecuario y el 6% a las que sirven a la Admi-
nistración Pública del Estado o de los Municipios.

La política estatal en materia de organismos del sector
paraestatal o auxiliar se orienta a fortalecer a aquellas enti-
dades que bajo principios de descentralización administrativa
atienden a las funciones públicas para satisfacer demandas
sociales, y a desincorporar aquellas que no encuentren plena
justificación desde el punto de vista de respuesta a las nece-
sidades de la población mayoritaria y que por contra, inciden
desfavorablemente en las finanzas públicas distrayendo re-
cursos que debieran destinarse hacia actividades prioritarias.

HONORABLES MIEMBROS DE LA QUINCUAGESIMA
LEGISLATURA DEL ESTADO DE MEXICO:

Nos hemos propuesto hacer una administración simple,
austera, sin privilegios ni ostentaciones: el Proyecto de Pre-
supuesto de Egresos que hoy presento a la consideración de
ustedes, pretende ser un reflejo de este objetivo gubernamen-
tal, orientado a propiciar la justicia social en el Estado de Mé-
xico. Para cuidar su escrupuloso ejercicio y su optimización,
trabajaremos con el pueblo, de cara al pueblo, entre el pue-
blo, porque sólo con su vitalidad nos mantendremos fuertes y
avanzaremos en el combate a la crisis; a todo tipo de crisis.

El reto ahora, formidable pero ineludible, es lograr una
más equitativa distribución del ingreso y la riqueza del Esta-
do entre individuos, grupos y regiones; combatir la pobreza y
sus defectos indeseables. El reto es, ahora, convertir el cau-
dal de experiencias amargas de una década en enfoques pro-
gramáticos, audaces e innovadores, en propulsores de un nue-
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vo aliento solidario. La labor, es cierto, no es sólo del Go-
bierno, ni corresponde al horizonte del corto plazo, pero la
afrontamos ahora con la participación honesta, responsable
y entusiasta de todos, o habremos perdido la oportunidad
de cambiar las expectativas de una nueva década más pro-
misoria.

Queda a consideración de ustedes el Proyecto de Pre-

supuesto de Egresos del Gobierno del Estado de México pa-
ra el ejercicio fiscal de 1990, para su análisis y, en su ca^

so, aprobación.
Les expreso mi consideración respetuosa.

Toluca de Lerdo, Méx., a 11 de diciembre de 1989.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL
ESTADO DE MEXICO

LIC. IGNACIO PICHARDO PAGAZA.
( RUBRICA)

EL SECRETARIO DE GOBIERNO

LIC. HUMBERTO LIRA MORA.

( RUBRICA)

EL SECRETARIO DE FINANZAS Y
PLANEACION

C.P. JOSE MERINO MAÑON.
(RUBRICA)
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CONVENIO DE DESARROLLO MUNICIPAL 1990

Antecedentes

1. El Gobierno del Estado de México reconoce en los Ayun-
tamientos de la Entidad, célula básica de nuestra organi-
zación política, capacidad para asumir a plenitud su fun-
ción de agentes de cambio en la colectividad a la que sir-
ven, concertando y coordinando la participación de los
ciudadanos y eficiencia de gestión en la ejecución de
obras y prestación de servicios públicos.

2. El Gobierno del Estado postula entre sus políticas para
desarrollo integral de la Entidad, la descentralización de
la acción pública hacia los Ayuntamientos Municipales
en todos aquellos aspectos en los que la participación
ciudadana y la eficiencia de gestión recomienden su
atención directa por las autoridades municipales.

3. Los Ayuntamientos de la entidad han incluido en sus
programas de desarrollo, como política sustantiva, la
estrecha colaboración con el Gobierno del Estado y la
concertación de esfuerzos entre ambas instancias de go-
bierno para la mejor atención de las demandas sociales.

4. Ambos órdenes de gobierno reconocen, por la experien-
cia, la efectividad de los Convenios de Desarrollo Mu-
nicipal como mecanismo para esa concertación y cola-
boración.

5. En virtud de lo anterior, el Gobierno del Estado de Mé-
xico y los Ayuntamientos de la Entidad acuerdan cele-
brar un CONVENIO DE DESARROLLO MUNICIPAL al te-
nor de las siguientes:
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Cláusulas
CAPITULO 1

OBJETO

PRIMERA .-El Gobierno del Estado de México y los
HH. Ayuntamientos de la Entidad convienen en unificar es-
fuerzos y recursos para la realización de acciones y progra-
mas de carácter local en respuesta a demandas concretas de
la población.

SEGUNDA . -Las acciones y programas que se acuer-
dan al amparo del presente convenio atenderán a las políti-
cas y estrategias establecidas en el Plan Estatal de Desarro-
llo 1990-1993.

TERCERA.-Esos programas y acciones deberán aten-
der invariablemente a demandas reales de la población, ex-
presadas en las instancias que establece el Sistema de Pla-
neación Democrática del Estado.

CUARTA.-Las acciones y programas, deberán propi-
ciar la descentralización de la administración estatal, forta-
lecer la capacidad de gestión de los ayuntamientos y su pa-
pel como agentes de cambio de su comunidad, y promover
y coordinar la participación ciudadana.

C A P I T U L O I I
DE LAS ACCIONES Y PROGRAMAS MATERIA

DEL CONVENIO

QUINTA . -En apego a los requisitos establecidos en el
capitulo anterior , las acciones y programas deberán refe-
rirse a:

-- Aprovechamiento de agua y alcantarillado
-- Rehabilitación y construcción de caminos

Restauración , construcción y equipamiento de espacios
escolares

- Construcción de unidades, canchas y módulos deportivos
-- Pavimentación, guarniciones y banquetas

Construcción o rehabilitación de mercados, rastros y le-
cherías
Mejoramiento y remodelación urbana

-- Protección ecológica
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SEXTA.-Sólo excepcionalmente y con plena justifica-
ción podrán inscribirse en el convenio acciones y programas
relacionados con edificios públicos administrativos, equipa-
miento para la administración, auditorios o salones de usos
múltiples y adquisición de vehículos y maquinaria.

SEPTIMA . -Se dará prioridad a la conclusión de obras
en proceso, a las que impliquen mayor participación ciuda-
dana en su financiamiento y a las que mantengan una mejor
relación costo-beneficio en razón a la población directamen-
te favorecida.

CAP I T U L O 11I
DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROGRAMAS

OCTAVA.-La ejecución de las obras y la prestación de
los servicios públicos y demás acciones, materia de los pro-
gramas a que se refiere este Convenio, podrán realizarse con
fondos provenientes del presupuesto de egresos del Estado,
con los provenientes de los presupuestos de los Ayuntamien-
tos; con empréstitos que obtengan el propio Estado y los
Ayuntamientos, con financiamiento de los fondos y fideico-
misos constitutidos por el Ejecutivo Estatal y con las apor-
taciones que en efectivo o en especie hagan los sectores so-
cial y privado para apoyar los programas de desarrollo socio-
económico de la entidad.

NOVENA . -La estructura financiera de cada programa
y los porcentajes de participación de Estado, Ayuntamientos
y comunidades, se define tomando en consideración su natu-
raleza y objetivos específicos.

DECIMA . -El finaciamiento de los programas materia
de este Convenio que se efectúe total o parcialmente con los
fondos provenientes del Presupuesto de Egresos del Estado,
deberá instrumentarse con estricto apego a la normatividad
estatal aplicable en materia del ejercicio presupuestal.

La Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado
vigilará la adecuada aplicación de estos recursos sin perjui-
cio de las facultades que en materia de control presupuestal
de los Ayuntamientos competen a la Contaduría de Glosa del
H. Poder Legislativo.

DECIMA PRIMERA . -Los ayuntamientos, se obligan a
aplicar los fondos que el Ejecutivo Estatal les asigne y sus
propias aportaciones exclusivamente para la realización de los
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programas y obras convenidos, así como a informar con la
periodicidad que la Secretaría de Finanzas y Planeación de-
termine sobre los avances físicos y financieros de los mismos.

Queda expresamente establecido que la falta o retraso
en la presentación de los informes periódicos sobre los avan-
ces físicos y financieros en la ejecución de los programas
convenidos, así como la falta de aplicación de los recursos
conforme al calendario aprobado o a la desviación de los mis-
mos, podrá ser causa de la suspensión de la ministración y/o
de la devolución de dichos fondos.

DECIMA SEGUNDA . -El Ejecutivo Estatal, conforme a
la legislación vigente, podrá apoyar lo procedente para que
las instituciones financieras y los fondos mencionados en la
cláusula octava, otorguen los créditos que soliciten los Ayun-
tamientos para la realización de algunos de los programas a
que se refiere este convenio.

CAP I T U L O IV
DE LA EJECUCION DE LAS OBRAS Y PROGRAMAS

DECIMA TERCERA . -Compete a los ayuntamientos de
la entidad en la instrumentación de este Convenio recibir las
demandas populares y concertar la participación de los parti-
culares en el financiamiento y ejecución de las obras y progra-
mas que se acuerden.

DECIMA CUARTA.-Los ayuntamientos propondrán al
Gobierno del Estado por conducto de la Secretaría de Finan-
zas y Planeación, de conformidad con la normatividad co-
rrespondiente, las acciones y programas concretos que ha-
brán de realizar en el marco de este convenio.

DECIMA QUINTA . -La ejecución de las acciones y pro-
gramas acordados en este convenio estarán a cargo de los
ayuntamientos.

DECIMA SEXTA . -El Gobierno del Estado proveerá lo
necesario para brindar a los ayuntamientos la asistencia téc-
nica que le requieran para el cumplimiento de sus responsa-
bilidades en relación con este convenio.

DECIMA SEPTIMA .-Las partes establecerán de común
acuerdo, los mecanismos de coordinación y de asignación de
recursos que aseguren la adecuada administración, opera-
ción, conservación y mantenimiento de las obras y programas
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ejecutados de conformidad con la Ley de Obras Públicas del
Estado de México y la legislación aplicable.

DECIMA OCTAVA.-Los ayuntamientos promoverán la
participación de los diversos sectores de la comunidad en la
administración, operación, conservación y mantenimiento de
las obras y servicios públicos a que se refiere el presente con-
venio, buscando el mejor aprovechamiento de los mismos.

C A P I T U L O V
DE LA REVISION Y EVALUACION DEL CONVENIO

DECIMO NOVENA . -El Ejecutivo Estatal y los ayunta-
mientos podrán evaluar en todo tiempo el cumplimiento del
presente convenio, precisando los objetivos y metas logrados
en su caso, las razones por las cuales algunos de ellos no se
hayan realizado, y convienen en establecer los mecanismos de
control y seguimiento físico y financiero de los fondos y apor-
taciones, así como de los programas dentro del proceso de
planeación de la entidad y los municipios.

Para tales efectos, el Ejecutivo Estatal, por conducto de
la Secretaría de Finanzas y Planeación turnará a los ayunta-
mientos, los lineamientos para llevar a cabo la evalución de
los programas y éstos rendirán informes mensuales a la mis-
ma Secretaría.

VIGESIMA . -Cuando se presenten condiciones econó-
micas extraordinarias o imprevisibles, o por causas fortuitas
o de fuerza mayor, u otras circunstancias que en cualquier
forma sean ajenas a la voluntad de los otorgantes y que mo-
tiven el incumplimiento por una de las partes, a alguna de las
obligaciones específicas que se establecen en el presente con-
venio, la otra quedará liberada del cumplimiento de las obli-
gaciones que le son correlativas.

VIGESIMA PRIMERA . -Cuando el incumplimiento del
presente convenio sea consecuencia de la culpa o negligen-
cia de los servidores públicos y demás autoridades a quienes
compete realizar las acciones previstas en el mismo instru-
mento, ambas partes convienen en que se procederá de in-
mediato a comunicar los hechos a las autoridades estatales o
municipales que resulten competentes, a fin de que se deter-
minen las responsabilidades administrativas en que se hubie-
re incurrido y se apliquen las sanciones que procedan, con-
forme a la legislación estatal y municipal que resulte aplicable.
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Dichas responsabilidades administrativas, serán inde-
pendientes de las del orden civil o penal que puedan configu-
rarse. Para estos efectos las partes se comprometen a comu-
nicar de inmediato a las autoridades competentes los hechos
que se descubran y en su caso a ejercer las acciones, denun-
cias o querellas que procedan.

VIGESIMA SEGUNDA . -El incumplimiento del Conve-
nio de Desarrollo Municipal por parte de los Ayuntamientos
originará, según corresponda, la suspensión en el trámite o
entrega de créditos que hubiere solicitado para el financia-
miento de los programas o acciones objeto de este instru-
mento y, en su caso, de las ministraciones de fondos de los
programas que el mismo comprende.

VIGESIMA TERCERA . -Si el incumplimiento se atribu-
yera a alguna de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública estatal, los Ayuntamientos darán parte al Eje-
cutivo Estatal, por conducto de la Coordinación de Apoyo Mu-
nicipal, señalando en forma específica en qué grado se afec-
tan las actividades que integran su participación en la ejecu-
ción de los programas y proyectos objeto de coordinación pa-
ra efectos de que se apliquen las medidas conducentes.

C A P I T U L O V I
TERM INOS

VIGESIMA CUARTA.-El presente convenio tendrá vi-
gencia indefinida y podrá revisarse, adicionarse y modificar-
se en cualquier tiempo, de común acuerdo con las partes.

VIGESIMA QUINTA-Este convenio se suscribe por el
Titular del Ejecutivo Estatal, por los Presidentes Municipales
Constitucionales del Estado de México y por los Titulares de
las dependencias de la Administración Pública Estatal que en
el mismo se señalan, en la Ciudad de Toluca de lerdo, Méxi-
co, a los veintiséis días del mes de febrero de mil novecien-
tos noventa.

Por el Gobierno del Estado de México

I GNACIO PICHARDO PAGAZA
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL

ESTADO DE MEXICO
( RUBRICA)
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JOSE MERINO MAÑON
SECRETARIO DE FINANZAS

Y PLANEACION

( RUBRICA)

HUMBERTO LIRA MORA
SECRETARIO DE GOBIERNO

( RUBRICA)

JORGE LOPEZ OCHOA
SECRETARIO DE LA CONTRALORIA

( RUBRICA)

RAUL MARTINEZ ALMAZAN
COORDINADOR DE APOYO MUNICIPAL

( RUBRICA)

Rúbrica de todos los presidentes municipales del Estado de
México.
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APOLINAR MENA VARGAS

"LA ADMINISTRACION PUBLICA DEL ESTADO DE
MEXICO DURANTE LA PRIMERA REPUBLICA

FEDERAL (1824 - 1835)"

( Mención honorífica del Certamen:
"Administración Pública del Estado de México", 1988)

UAEM-IAPEM, 1989, 262 pp.

Por Rosalinda Salgada Román

"El pasado no es sólo una memoria histórica, sino un
proceso real que condiciona el presente". Así se expresa el
Lic. Apolinar Mena Vargas en su libro: "La Administración
Pública del Estado de México durante la Primera República
Federal (1824-1835)", obra por la cual obtuvo la mención
honorífica, en el Certamen "Administración Pública del Esta-
do de México, 1988".

El libro se desarrolla en cuatro partes que en total con-
forman 9 capítulos y las conclusiones. El objetivo de esta in-
vestigación, menciona el autor, "consiste en rescatar y justi-
preciar muchos de los principios administrativos de este tiem-
po, como la obligación del Estado de beneficiar a la socie-
dad, lo relativo al buen vivir de los ciudadanos, la subsisten-
cia y la existencia; y el empleo político de la estadística que
era un instrumento gubernamental por excelencia''.

Asegura que el desarrollo de la administración pública
estatal ha sido inhibido por las tendencias centralizadoras que
han imperado en el México Independiente, muy a pesar de
que durante más de 140 años se proclama que vivimos en un
régimen federalista.
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En la primera parte, Mena Vargas nos da una ubicación
histórico-contextual de las condiciones en que se encontraba
la nación después de su independencia, no eran nada halaga-
doras: se vivía en un caos total, la economía tambaleaba, exis-
tía una confusión total en torno al futuro político del país, la
minería había atrofiado su desarrollo, la escasez de productos
básicos y la baja en la producción agrícola y ganadera, ofre-
cían un cuadro oscuro e incierto.

El 4 de octubre de 1824, es proclamada la Constitución
Federal de los Estados Unidos Mexicanos, por lo cual se adop-
tó el Sistema de Gobierno Republicano, Representativo, Popu-
lar y Federal. El poder público para su ejercicio fue dividido
en Ejecutivo ( a cargo de un presidente y un vicepresidente),
Legislativo (depositado en dos cámaras: una de diputados, y
la otra de senadores) y Judicial (encomendado a la Suprema
Corte de Justicia, a los Tribunales de Circuito y los Juzgados
de distrito).

El artículo 7 que declaraba que el Estado de México era
uno más de los de la nueva República Federal, fue aprobado
el 20 de diciembre de 1823; y en consecuencia la antigua pro-
vincia de México se convirtió en el Estado del mismo nom-
bre.

La labor del Primer Congreso Constituyente Estatal fue
valiosa en el período que va de 1824 a 1827, emitió disposi-
ciones tan relevantes como el Reglamento Interior para el Con-
greso del Estado de México, la Ley dictada por el Congreso
Constituyente del Estado de México para la organización de
los cuerpos municipales, el proyecto de Decreto para la Or-
ganización de la Hacienda del Estado de México, el Proyecto
de Decreto para la administración de Justicia en el Estado y
el Reglamento para el Supremo Tribunal de Justicia del Esta-
do de México.

El 6 de febrero de 1827 la Legislatura celebró su prime-
ra junta en la ciudad de Texcoco, en el Convento de San Juan
de Dios; y el 14 de febrero se promulga la primera Constitu-
ción Política del Estado de México.

Melchor Múzquiz se encargó de promulgar la Constitu-
ción y en plausible acción renunció a su cargo de gobernador
del Estado; de acuerdo a las disposiciones de esta carta, se
debía convocar a elecciones para designar a un nuevo gober-
nador. Efectuadas éstas, la elección recayó en Lorenzo de Za-
vale, asumiendo las riendas del gobierno estatal el 8 de mar-
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zo de 1827. En este mismo año, el Congreso del Estado orde-
nó al Gobernador que se procediera a la construcción de una
fábrica de tabaco. El autor afirma que con esta fábrica nace
el sector paraestatal de la administración pública de nuestra
entidad.

Por otra parte, en el plano nacional el Gobierno del Gral.
Vicente Guerrero se derrumbó y Lorenzo de Zavala, incondi-
cional de éste, fue destituido por la Legislatura Local a fines
de 1829. Durante 1830, detentó el cargo de Gobernador del
Estado de México Mariano Esteva, con carácter de interino.

El primero de octubre Melchor Múzquiz fue declarado
Gobernador Constitucional del Estado de México para el cua-
trienio que debería principar el 12 de marzo de 1831, coinci-
diendo con la presidencia de Anastacio Bustamante, recibien-
do un respaldo significativo, a través del Banco del Avío, na-
ciente Institución Nacional de donde obtuvo apoyo para desa-
rrollar acciones para impulsar el desarrollo económico del Es-
tado.

Anastacio Bustamante acude a Veracruz a contrarrestar
la rebelión de Santa Anna y deja en agosto de 1823 a Melchor
Múzquiz como presidente interino y éste, a su vez, a Manuel
Guría como gobernador interino. Santa Anna derrota a las tro-
pas leales de Bustamante y el 21 de febrero de 1833 Lorenzo
de Zavala es reinstalado en el Gobierno del Estado.

Mena Vargas, estima al Estado como el pionero de la na-
cionalización y desamortización de los bienes eclesiásticos.
El Gobernador Lorenzo de Zavala nacionalizó los bienes de
los Misioneros de Filipinas y el 17 de agosto de 1833 decre-
tó la secularización de las Californias; el 27 de octubre anuló
el pago obligatorio del diezmo. Las bases para la reforma de
Gómez Farías se hallan en las acciones valientes emprendi-
das por el Gobernador del Estado de México.

Poco después, en 1833 Lorenzo de Zavala acepta el
nombramiento de Ministro Plenipotenciario de México en
Francia, para lo cual presenta su renuncia y en su lugar fue
nombrado Félix Ma. Aburto, el 2 de diciembre de ese mismo
año.

Los Gobiernos Federalistas en el Estado de México fue-
ron desplazados y el 4 de septiembre de 1834, el Congreso
Local declara Gobernador Interino a Manuel Día Bonilla, y el
2 de octubre de 1834 es declarado Gobernador Constitucio-
nal estableciendo un gobierno conservador de tendencias cen-
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tralistas, que influenciado por Santa Anna promovió una se-
rie de medidas que desterraron las acciones y obras de Loren-
zo de Zavala y otros federalistas.

En 1836 el Estado de México se transformó en Departa-
mento del mismo nombre y su capital volvió a ser la Ciudad
de México. Las medidas reformistas fueron derogadas y un
Código llamado de las 7 leyes sustituyó a la Constitución Po-
lítica Federal de 1824.

En la segunda parte, el autor nos describe la organiza-
ción del Gobierno del Estado de México. Acerca del Poder
Ejecutivo, nos dice que para el desempeño de las funciones
de competencia ejecutiva, el Congreso local tenía la facultad
de nombrar un Consejo; el cual se estructuraba de un Tenien-
te Gobernador y 4 Consejeros. Se prevenía que en ausencia
del Gobernador, el Teniente debería suplirlo en sus funciones.

La estructura del Poder Ejecutivo se conformaba de la si-
guiente manera: Gobernador; Consejo; Secretario; Sección de
Gobierno; Sección de Hacienda; Sección de Justicia; Sección
de Guerra; Sección de Beneficiencia.

Da la Ley Orgánica Provisional para la organización del
Gobierno Interior del Estado se derivan las diversas atribucio-
nes del Poder Ejecutivo, de carácter político: Cumplir y hacer
cumplir las leyes del Estado y de la Federación, dando cono-
cimiento previo de estas últimas al Congreso del mismo Esta-
do; dar decretos y hacer los reglamentos necesarios para su
ejecución; ejercer la exclusiva, oído el Consejo, en la previ-
sión aún interna de piezas eclesiásticas del Estado, con arre-
glo a la forma que se prescriba; objetar por una sola vez de
acuerdo con el cuerpo consultivo, sobre las leyes no constitu-
cionales que dicte el Congreso del Estado , en el preciso tér-
mino de diez días, suspendiendo entre tanto su ejecución; ha-
cer al Congreso las propuestas de las leyes y reformas que
crea conducentes a la felicidad del Estado, oído el dictamen
del Consejo; y consultar al Consejo en todos sus asuntos gra-
ves gubernativos y en aquellos de que haya de resultar regla
general del buen gobierno.

De carácter administrativo: nombrar, de acuerdo con el
Consejo, a los magistrados de audiencia, y demás plazas de
la judicatura y los empleados civiles y de hacienda propios
del Estado; cuidar que la justicia se administre por los Tribu-
nales del Estado pronta y cumplidamente y de que se ejecu-
ten sentencias; cuidar de la instrucción de la milicia local con-
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forme a la disciplina prescrita por el Congreso General y de
que se use de ella la Ley de su Institución; pasará cada 6 me-
ses al Congreso una nota relativa a los particulares que con-
tiene el artículo 32 del Acta Constitutiva de la Federación; y
de carácter social, tan sólo sobresalía la de cuidar la tranqui-
li dad y el orden público en el interior del Estado.

En lo referente al Poder Judicial del Estado, éste residía
provisionalmente en las autoridades que por esos años lo ejer-
cían. Asimismo, el Tribunal de la Audiencia del Estado de
México conservaría sus facultades en las causas civiles y cri-
minales del territorio estatal. Este se ejercería por medio de
los Tribunales de Justicia establecidos, o por los que se esta-
blecieron posteriormente. Por un tiempo, los alcaldes consti-
tucionales ejercerían la jurisdicción que les concedían las
leyes.

El Congreso local se estructuraba por un presidente, un
vicepresidente, los diputados miembros de las comisiones y
los secretarios, todos ellos se nombraban de entre sus miem-
bros.

Las atribuciones políticas, económicas y administrativas
del Congreso Local eran: a) Políticas: Dictar leyes para la ad-
ministración y gobierno interior del estado, en todos sus ra-
mos; interpretarlas, aclararlas, reformarlas o derogarlas; Exa-
minar y calificar la legitimidad de la instalación de los actos
de la junta general electoral de diputados al Congreso del esta-
do; calificar las elecciones de los diputados para designarlos o
no en el seno del Congreso; elegir Senadores al Congreso ge-
neral; sufragar para la elección del presidente, vicepresidente
e individuos a la Suprema Corte de la República con arreglo a
lo prevenido en la Constitución Federal; nombrar o en su de-
fecto declarar al Gobernador en caso de que haya lugar a la
formación de causa en contra; nombrar al Teniente, Conseje-
ros, Miembros del Tribunal Supremo de Justicia y Tesorero
General del Estado; conocer de los delitos de oficio cometi-
dos por los diputados e imponerles por ellos las penas que co-
rrespondan; proteger la libertad de la imprenta; conceder car-
tas de ciudadanía y de naturaleza a los extranjeros arreglán-
dose en estas últimas a la Ley que dicte el Congreso de la
Unión; y dictar leyes sobre todos aquellos puntos que no se
hayan reservado expresamente a los poderes generales por el
Acta Constitutiva o la Constitución General.
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b) Económicas: fijar anualmente los gastos del Estado;
establecer para cubrir las contribuciones necesarias determi-
nando su cuota, duración y modo de recaudarlas; examinar y
calificar cada año la cuenta general de inversión de los cau-
dales del Estado; y aprobar los arbitrios para las obras públi-
cas de utilidad común.

c) Administrativas: resolver y declarar en caso de duda,
si algún acuerdo suyo es ley, decreto o simple providencia
económica.

En cada partido, se encontraría por lo menos un juez le-
trado que tendría conocimiento, en primera instancia, de las
causas comunes que acontecieran; seis magistrados y un fis-
cal integrarían la Audiencia del Estado.

Respecto al Poder Legislativo, el autor nos explica que
en la Provincia del Estado de México, el 9 de octubre de 1821,
la Junta Provisional Soberana de Gobierno le designó una di-
putación provisional para ocupar las vacantes que había here-
dado el período colonial, así fueron renovados los cuerpos le-
gislativos de las diputaciones provinciales del futuro Estado
de México. Con base en la Constitución Política del Estado de
México de 1827, se describía que el Poder Legislativo residía
en un Congreso, el cual constaba de una Cámara única com-
puesta por diputados electos indirecta y popularmente ; consi-
derando para tal efecto un diputado por cada 50 mil personas
o una fracción que sea superior a 25 mil. El autor añade que
el Congreso para desempeñar las atribuciones, se reunían en
dos sesiones ordinarias y extraordinarias ; las primeras com-
prendían dos períodos: el primero que comprendía del día 2 de
marzo al 2 de junio y el segundo del 15 de agosto al 16 de
octubre; las segundas podían celebrarse a petición de algún
miembro de la Diputación o del Gobierno del Estado.

De las principales tareas de la Administración Pública se
ocupa la tercera parte , las cuales se resumen en la siguiente
gráfica.

La cuarta y última parte, el autor la llama la legitimidad
de los gobernantes , basándose en la forma de cómo se reali-
zaban las elecciones populares de aquel entonces.

La ley de Elecciones del 14 de febrero de 1827, con ape-
go a la Constitución del Estado, ordenaba que las juntas mu-
nicipales se celebraran el primer domingo de agosto del año
anterior al de la renovación de los Congresos General y del
Estado. En la elección cada ciudadano al ir a la mesa, primero
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LAS PRINCIPALES TAREAS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA DEL
ESTADO DE MEXICO DURANTE LA PRIMERA REPÚBLICA FEDERAL : 18241835

GOBIERNO HACIENDA JUSTICIA Y
NEGOCIOS ECLESIASTICOS

GOBIERNO OFICINAS DE HACIENDA LEYES Y CODIGOS
ESTA JISTICA 1fSUREAIA GENERAL LEY DE ADMINISTMCDN GE JUSTICIA
RBIACON CTNTADURIA GENERAL CUUIGU CIVIL PENAL Y MERCANTIL
TIVLTN PTUTICA DIRECCOX GENERAL DE RENT AS CTT16O DE PRTCRWfNfOS
LIMITES ADMIXISrRACION oí RENTAS CUUIGU DE RUCIA

ADUANAS
TEORIA Y GESTION ADMINISTRATIVA TRIBUNALES
EMPLEOMANIR Y BSPIRANTSMO RAMOS HACENCARIOS SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA
EMPLEADOS ALCABEAS AUDIENCIA
BIENES MUEBLES E MUEBLES PERMANENTE
REJOS EVENTUAL JUZGADOS
P'.AHEACIDH VIENTO

3% CONSUMO AOMINISTRACION DE JUSTICIA
AYUNTAMIENTOS PULQUES CARICEES Y PRESIDIOS
TAUANIlACION DE AYUXTAMIfN'O 'ARCOS JUICIO POR JURADOS
RAMOS Y FONDOS MUNICIPALES CTNrRIBUCIUM DIRECTA ABOGADOS DE POBRES
CTMIGO MUNICIPAL PAPEL SELLADO ARANCELES
PREFECTOS Y SUBPRLECTUS EMPLEADOS ARCHIVOS

MERITORIOS RESOLUCIONES Y INIENCIS
ACCION SOCIAL PROPIEDAD ¿N LOS EMPLEADOS JUICIO DE SDMIS
YWRIDAD PUBLICA ASCENSOS SUMARIAS DE LOS JUICIOS
INSTRUCCIQN PUBLIEA JUBILACIONES PROVISIUN DE JUZGADOS
SATUBROAD PUBLCA COMRI&CIAS

PERAS PUBUCAP DE UTILIDAD Y ORNATO OTROS RAMOS DE LA HACIENDA
CASA DE MONEDA NEGOCIOS ECLESIASTICOS

ACCION ECONOMICA TEMPORALIDADES CURATOS
ENTIDADES PARAESTATALES RAMOS ECLESIASTIRS JUZGADOS ECLESIASTICUS

FOMENTO INDUSTRIAL DOS POR CINTO DE MONEDA BIENES ECLESASTICOS
ITMENTT UGRILOLA FONDOS DE RESCATE FESTIVIDADES RUGITSAS
MIXERIA NUEVOS IMPUESTOS DIEJMOS, LIMOSNAS Y DERECHOS PAARDUUMIES

GUERRA
MILICIA PERMANENTE
MILICIA ACTIVA
MILICIA NACIONAL LOCAL
GUARRAS NACIONALES
FUERZA a RGORIDAD DEL ESTADO

daría su nombre para ser reconocido en la lista y un escruta-
dor lo anotaría y posteriormente emitiría su voto por la perso-
na que eligiera, que escribiría en presencia del Secretario
Llegadas las seis de la tarde, o antes si hubieran votado ya to-
dos los ciudadanos de la sección, se realizaría el contéo de
votos y sería electo el que lograra mayor número y se extende-
ría el acta que, una vez suscrita, acompañada de un oficio fir-
mado por las autoridades, sería remitida al alcalde primero de
la municipalidad, que a su vez haría pública la elección de las
secciones de la municipalidad y remitiría copia certificada de
las actas al subprefecto del partido, quedándose los origina-
les en el archivo del ayuntamiento.
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El ayuntamiento lo integrarían el alcalde o edil , síndico
o síndicos y regidores designados por elección de los vecinos
de la municipalidad , mediante electores . Para los tres cargos
se requería ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos ma-
yor de 25 años, o bien de 18 siendo casado, ser vecino de la
municipalidad y poseer alguna finca, capital o ramo de indus-
tria suficiente para su manutención . Los alcaldes se renova-
rían en su totalidad cada año y los regidores o síndicos don-
de hubiera dos se renovarían por mitad, saliendo en cada año
los más antiguos ; entrarían en funciones el primero de enero.

Acerca de la Administración anterior de los pueblos en
cada cabecera de distrito habría un funcionario llamado pre-
fecto nombrado por el gobernador que se encargaría del go-
bierno político y para hacerlo se precisaba ser ciudadano del
Estado en ejercicio de sus derechos , nacido en territorio de
la República Mexicana y mayor de treinta años. En cada cabe-
cera de partido , salvo en la de distrito, habría un funcionario
con el titulo de subprefecto nombrado por el prefecto respec-
tivo con la aprobación del gobernador.

Para ser Gobernador del Estado , se requería ser ciuda-
dano en el ejercicio de sus derechos , mayor de treinta y cin-
co años y nacido dentro del territorio de la Federación y del
Estado Secular, duraría en su cargo cuatro años y podría ser
reelegido inmediatamente una sola vez si sufragaran a su re-
elección dos terceras partes de votos.

El Congreso eligiría al gobernador en su votación nomi-
nal, en sesión permanente el lo. de octubre; quedando nom-
brado el que reuniera más de la mitad de los votos; de no dar-
se la mayoría absoluta en el primer escrutinio , se repetiría és-
te entre los dos que reunieran mayor número . Si más de dos
reunían la mayoría, la suerte decidiría entre los que obtuvie-
ran igual número de votos, quienes deberían ir al segundo es-
crutinio y la misma suerte decidiría también de la elección si
en la segunda votación hubiera empate.

El procedimiento utilizado en las elecciones de diputa-
dos, consistía en una elección indirecta en tres grados : el pri-
mero por Juntas Municipales ; el segundo , por Juntas de Par-
tido y el tercero, por una Junta General del Estado.

Por último , con respecto al poder Judicial, el autor nos
menciona que , a efecto de designar a los miembros del Supre-
mo Tribunal, el Congreso eligiría en el primer día de las sesio-
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nes de marzo de cada bienio a 24 individuos que no sean del
Congreso y de éstos sacaría por suerte un Fiscal y un número
de Jueces igual a aquel de que conste la primera Sala del
Tribunal.

Los requisitos para ser magistrado del Supremo Tribu-
nal de Justicia eran: ser ciudadano en ejercicio de sus dere-
chos, letrado mayor de treinta y cinco años; haber sido juez
por lo menos cuatro años, Consejero del Estado por el tiem-
po que designa la Constitución o diputado en los Congresos
del Estado o Federación.

Es así, como concluimos esta reseña, no sin antes dejar
sentado un precedente al que el Lic. Apolinar Mena Vargas
invita en su obra, como un exhorto para que se prosiga con el
estudio de la administración pública del Estado de México en
los distintos períodos de su historia, y llenar así, el inmenso
vacío que existe en la investigación de las administraciones
estatales.
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GUERRERO , OMAR, "EL ESTADO Y LA ADMINISTRACION
PUBLICA EN MEXICO (UNA INVESTIGACION SOBRE

LA ACTIVIDAD DEL ESTADO MEXICANO EN
RETROSPECCION Y PROSPECTIVA)"

I NAP, MEXICO, 1989 , 812 pp.

Por José Luis Albarrán Cruz

Una de las últimas y más sobresalientes obras del Dr.
Omar Guerrero, distinguido estudioso de la administración
pública en México, es la que ahora reseñamos, y fuera fruto
de intensa y dedicada labor investigativa por espacio de casi
3 años (Septiembre 85-Junio 1988).

La obra es resultado de la conjugación de esfuerzos de
dos instituciones académicas de reconocido prestigio: la Fa-
cultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM y el Ins-
tituto Nacional de Administración Pública (INAP). El propósi-
to central de la obra consiste en explicar la naturaleza de la
administración pública mexicana, destacar las tendencias his-
tóricas relevantes y dar luz sobre el futuro inmediato. Se es-
tructura en 12 capítulos o temas, con sus respectivas divisio-
nes cada uno de ellos.

En el marco de la reforma del Estado que se propone la
presente administración salinista, y en el proyecto del redi-
mensionamiento del tamaño de la administración pública que
ésta implica, el estudio se orienta a hacer un recorrido histó-
rico que dé cuenta de la paulatina y permanente expansión de
la actividad estatal.

En la parte introductoria, Omar Guerrero afirma que no
es casual que el Estado Mexicano de nuestros días cuente con
i mportantes empresas paraestatales, como es el caso de PE-
MEX, CFE, NAFINSA, FERRONALES, ETC., a su entender, son
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producto de una tradición ancestral, de una centralización
que parece irreversible y de la acumulación de instituciones
administrativas que representan, de hecho, el organismo y la
actividad del Estado mexicano.

Agrega que el Estado nació dotado en recursos materia-
les y acostumbrado a administrar la economía. No tuvo que
aprender cómo intervenir en la economía, pues sus lecciones
iniciales las había cursado como alumno sobresaliente varias
décadas atrás, en los días de Carlos W.

La reforma al Estado iniciada en la gestión del ex-presi-
dente De la Madrid, situó como centro de la reflexión para
los estudiosos de la administración pública la disyuntiva en-
tre estatización o privatización, o dicho entre otros términos,
el debate giraba en torno al tamaño y magnitud de la adminis-
tración pública mexicana. Con el propósito de responder a ese
cuestionamiento se llevó a cabo esta obra.

La investigación es en retrospectiva porque se hizo ne-
cesario escudriñar en la historia, y es prospectiva porque se
diserta sobre los probables derroteros de la administración
pública en México. ¿Pero qué se entiende por administración
pública? En términos concretos, el autor conceptualiza a la
administración pública como el Estado en actividad. Añade
que el propósito último de esta obra es dar luz sobre la na-
turaleza, origen y proyección futura de la administración pú-
blica mexicana. Además de ser fuente de futuros proyectos
de investigación que fomenten y promuevan el avance de la
disciplina.

Las cinco funciones básicas de todo Estado, se resumen
en las siguientes áreas: administración del servicio exterior,
administración de la defensa, administración de la hacienda,
administración de la justicia y administración interna. Por me-
dio de esta última, el Estado constituye sus propios campos
de actividad consciente e intencionalmente, de modo que las
dimensiones de su organismo y la intensidad de su actividad,
responden a los siguientes factores: la situación o necesidad
que suscita la acción, la acción en sí y el resultado obtenido;
esto es: —qué, por qué y para qué''.

En tanto otros ramos de la administración pública tienen
espacio históricamente establecido , tal como la hacienda y la
justicia , el espacio de la administración interna se expande y
se contrae según las condiciones donde incide la acción del
Estado . Ciertamente actúa entre límites definidos, pero éstos
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son flexibles y están en perenne construcción y reconstruc-
ción, según la modalidad que adquieran las relaciones entre
el Estado y la sociedad , de conformidad a la disociación en-
tre vida pública y vida privada , y en consonancia con los lí-
mites del trabajo y la propiedad impuestas por las clases do-
minantes.

Al consumarse la independencia de México, se estable-
ce en 1821 la Secretaría de Estado y del Despacho de Rela-
ciones Interiores y Exteriores, que sería el antecedente más in-
mediato de la moderna administración interna.

Corno secretario del ramo, fungió Lucas Alamán, visio-
nario servidor público de los primeros tiempos del México in-
dependiente, al que se le reconocen valiosas aportaciones.

Para seguir un orden sistemático, Omar Guerrero anali-
za las principales características de la administración interna
según sus tres grandes ramas: administración de fa vida eco-
nómica, administración de la vida social y administración de
la vida personal. Esto, primeramente, dura las 3 décadas ini-
ciales del México independiente (1820-1850). En esta época
surgen los primeros rasgos del ensanchamiento del Estado,
con la consiguiente expansión del espacio público.

En 1853 ocurre una de las más importantes reformas de
la administración interior, al crearse el Ministerio de Fomen-
to, Colonización, Industria y Comercio, que en fa concentra-
ción de las siguientes funciones a su cargo (colonización, in-
dustria, comercio, agricultura, ganadería, estadística y geo-
grafía, las obras públicas y el mantenimiento y administración
del desagüe de Huehuetoca), daría constancia de la paulati-
na expansión del espacio público y la intromisión del Estado
en la vida económica. El Ministerio que posteriormente se
transformaría en Secretaría, fue obra de Lucas Alamán pero la
necesidad de su constitución era una necesidad manifiesta
que implicó la reorganización general de la administración pú-
blica.

Con ello, el Estado se esforzaba por atender múltiples
deberes que una nación en vía de gestación le demandaba; es-
to explica por qué la actividad del Estado se multiplicó y ocu-
pó espacios estratégicos en el mundo social, si bien sus re-
sultados fueron desalentadores por la insuficiencia de recur-
sos financieros, y principalmente, por los intensos y sucesivos
períodos de inestabilidad política y social derivados de las su-
cesivas revueltas militares.
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Al analizar las reformas juaristas que desencadenaron en
la separación Estado-Iglesia , y la confiscación de los bienes
de esta última, Omar Guerrero afirma que la expropiación ha
sido la vía decisiva para la consolidación del Estado mexica-
no, y la formación de las grandes entidades descentralizadas
que forman a la administración pública.

Fue también la vía de la expropiación por la que se reali-
zó la reforma agraria con el triunfo de la Revolución de 1910
y que recuperó en beneficio de la nación el dominio de los
recursos naturales, enajenados por la política librecambista de
Porfirio Díaz. Fue la expropiación la que dio vida a las gran-
des empresas de Estado: Ferrocarriles Nacionales de México,
Petróleos Mexicanos, Comisión Federal de Electricidad y
banca nacional.

En la época de la reforma, la reversión de competencias
al Estado no se limita a la expropiación, es decir, a la recupe-
ración por el Estado de ciertos bienes o recursos . Va más allá:
consiste en la posesión de atributos del poder y rasgos de la
soberanía enajenados a favor del clero político.

El ámbito de la sociedad civil en el cual el Estado mexi-
cano ha intervenido directa, intensa y sistemáticamente, es el
de la vida económica. En México, desde el nacimiento del Es-
tado en 1821 -y aún antes, por herencia virreinal- ya es-
taba formada la economía de Estado . Dos serían los ámbitos
en los que intervendría el Estado en las primeras décadas del
México Independiente: el desarrollo regional (vía el Fondo
Piadoso y la Junta de Fomento de Californias) y el fomento de
la industrialización (por medio del Banco de Avío y la Direc-
ción General de la Industria Nacional).

En 1833 se habían alcanzado metas parcialmente, de
1 855 en adelante se lograrían grandes objetivos, entre otros,
la formación de la sociedad civil y la independencia del Esta-
do con relación a la iglesia. Quedaba con ello allanado el ca-
mino para la ampliación de la administración interna y la ex-
pansión de la actividad del Estado.

El que actos civiles en manos del clero fueran asumidos
por el Estado, era de sí la asunción de sus deberes y con ello
de la razón de Estado.

Entre la Gran Reforma y la Revolución se desarrolló un
fuerte fenómeno de centralización iniciado en el largo perío-
do presidencial de Benito Juárez y fortalecido en la época de
Porfirio Diez. Con Díaz la administración pública se retrajo y
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el país adquirió el sombrío atuendo de la desnacionalización.
Durante los largos años del Gobierno de Porfirio Díaz se ena-
jenó, en provecho del capital extranjero, la industria eléctrica,
la industria petrolera y el servicio público de los Ferrocarriles.

En el período porfirista, los cambios en la administración
interna consiste en la creación de la Secretaría de Hacienda,
Crédito Público y Comercio, la Secretaría de Comunicaciones
y Obras Públicas y la Secretaría del Despacho de Instrucción
Pública.

El moderno régimen presidencial establecido en 1917
tiene una variedad inmensa de esferas de actividad del Ejecu-
tivo, por las cuales el organismo del Estado ha tendido a cre-
cer extraordinariamente. Las nuevas instituciones inaugura-
ron al mismo tiempo, la toma de conciencia del Estado sobre
cierto tipo de bienes y servicios necesarios para su funciona-
miento. La administración de la vida económica alcanzaba, fi-
nalmente, la madurez suficiente para empeñarse en los nue-
vos proyectos formulados en el seno del Estado nacido de la
Revolución.

El autor sostiene que la Revolución había nacido de gran-
des demandas populares, principalmente campesinas, y apa-
rejado se desarrollaría un proyecto de bienestar social basado
en la reforma agraria y la reversión de los recursos naturales
al seno de la nación. La consecuencia fue el incremento de la
actividad del Estado y la ampliación de la administración in-
terna, que se dio en gran escala, contrastando extraordinaria-
mente a la estrechez a que la había confinado el régimen por-
firiano.

En adelante, el signo del Estado revolucionario seguiría
siendo la administración interna, pero ahora plagada del gra-
dual nacimiento de instituciones administrativas descentrali-
zadas que tantos y tan buenos servicios habían brindado al Es-
tado decimonónico. Paralelo a ellas, se crearían departamen-
tos administrativos, caracterizados por atender un "servicio
público que nada tiene que ver con la política'" tal como el co-
rreo, telégrafo, salubridad y la educación popular.

Las instituciones descentralizadas nacen en España, Mé-
xico las hereda del Virreinato, las calca y las hace funcionar
en condiciones geográficas, sociales, económicas e históricas
propias de un nuevo país. Tanto en España como en México,
las instituciones descentralizadas adquieren las formas orga-
nizativas más diversas, en consonancia con el objeto por el
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cual fueron instituidas. Sin embargo, la forma usual adopta
la modalidad de la "dirección general".

Omar Guerrero presenta un directorio de 16 entidades
descentralizadas mexicanas que existían en 1846, y que per-
miten afirmar que el Estado mexicano de la primera mitad del
siglo XIX era mucho más intervencionista de lo que se supo-
ne y que difícilmente puede hablarse de su carácter absten-
cionista.

Una de las primeras instituciones descentralizadas me-
xicanas de las que tenemos noticias se remonta al Virreinato
y se denominaba Dirección General de Temporalidades, que
representa una de las formas organizativas de intervención
del Gobierno novohispano en la vida económica y al mismo
tiempo constituye un eslabón de la cadena que llega hasta
nuestros días, como método de creación institucional por vía
de la expropiación.

Dentro del ramo hacendario el Estado mexicano desa-
rrolló diversas actividades que juzgó conveniente atribuir a
entidades distintas de la Secretaría del ramo, aunque cierta-
mente vinculadas a ella.

En el campo de las obras públicas, la intervención del
Estado fue creciendo desde el mismo año de 1821, merced a
la indiferencia de los empresarios privados por participar en
ellos. Es natural, por tanto, que el Estado creara a estas insti-
tuciones descentralizadas para atender un problema básico pa-
ra el desarrollo económico del país, como son las vías de co-
municación.

El autor señala algunas instituciones administrativas des-
centralizadas de educación y cultura, salud y asistencia, que
existieron en el siglo pasado y que son fiel testimonio de una
intensa y versátil actividad del Estado, en un espacio público
de sí extendido.

En otro apartado, se citan las instituciones descentrali-
das que perduran a través de los siglos y constituyen una he-
rencia histórica de la administración pública estatal: el Servi-
cio Postal Mexicano (anteriormente Dirección General de Co-
rreos), la Academia Nacional de San Carlos, el Instituto de
y Geografía y Estadística, la Lotería Nacional y el Nacional
Monte de Piedad.

En otro capítulo, el autor da testimonio de que el Estado
mexicano interviene en la economía, desde antes de nacer,
porque desde los tiempos del Virreinato ha estado presente
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desde sus más grandes manifestaciones, hasta sus expresio-
nes más breves. Afirma que es a partir de 1830, con la for-
mación del Banco de Avío, cuando el Estado asume plena-
mente la rectoría económica.

Los artículos 27 y 28 de la Constitución de 1857, al es-
tablecer la nacionalización de la propiedad y suscribir los mo-
nopolios del Estado (control monetario y postal), definen la
circunferencia de la administración de la vida económica y se
constituyen como base histórica del futuro desarrollo de las
áreas exclusivas de su actividad, por medio de entidades "pa-
raestatales Con la ratificación y ampliación de esas trascen-
dentales reformas e innovaciones jurídicas, los artículos 27,
28 y 73 de la Constitución de 1917 sentaría las bases y fun-
damentos de la rectoría económica del Estado. En ella, se in-
dica tácitamente que el Estado contará con los organismos
descentralizados y las empresas que requiera, para realizar su
actividad en las áreas estratégicas a su cargo, así como ahí
donde por su carácter prioritario actúe por sí mismo o en aso-
ciación con los sectores social y privado. Por fin, luego de
más de 200 años de existencia, las instituciones descentrali-
zadas adquieren un estatuto constitucional.

Por otra parte, al referirse a los estancos, Omar Guerrero
les reconoce el origen de una tradición administrativa propia-
mente mexicana, que muestra la intervención del Estado en la
economía desde antaño, y preludian lo que modernamente co-
nocemos como áreas exclusivas de la intervención del Estado
en la economía. Señala cuatro estancos heredados por el Vi-
rreinato al México independiente: el papel sellado, pólvora,
naipes y principalmente la renta del tabaco. La formación de
los estancos son prueba que al nacer el Estado mexicano en
1821 , su intervención en la vida económica no era un proyec-
to, sino un hecho.

Aquí, en contraste a otros paises, la expansión del capi-
talismo dependía, ni más ni menos, de la intervención del Es-
tado en la economía, no en su abstención.

En otro capítulo, el autor reconoce que con la creación
del Banco de Avío para el fomento de la Industria Nacional
-Proyecto de Lucas Alamán- se habían sembrado las se-
millas de la industrialización en México además de constituir-
se en el origen de la empresa privada industrial. Comenta que
la burguesía industrial emergió de las labores del Banco de
Avío, es decir, fue engendrada por la actividad económica
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del Estado , y hoy día se sorprende, ella misma, que el Esta-
do intervenga en la economía . Toda una paradoja.

Con el Banco de Avío comienza una etapa de actividad
estatal destinada al fomento de la industrialización del país,
que en el siglo presente tendrá su secuela en el Banco de Cré-
dito Agrícola, el Banco de Crédito Ejidal, el Banco de Comer-
cio Exterior, Somex y mejor que ninguno con la Nacional Fi-
nanciera . Con toda razón alguno de los autores aquí mencio-
nados han encontrado una línea de comunicación histórica, a
través del tiempo , entre el antiguo Banco de Avío y la moder-
na Nacional Financiera.

En la época porfiriana, la sociedad civil fue avasallada
por el Estado , dando pauta a un clara tendencia centralizado-
ra que devoró a las instituciones descentralizadas de la admi-
nistración pública, sobreviviendo algunas cuantas, converti-
das en subdependencias de las Secretarías de Estado, entre
las que cabe mencionar a la Dirección General de Estadística,
Dirección de Deuda Pública y Dirección General de Instruc-
ción Primaria. Se crearon en la administración pública de los
gobiernos de la Revolución algunos organismos descentraliza-
dos que funcionaban con autonomía, pero reforzaban la cen-
tralización que el Estado producía a su alrededor.

A consideración de Omar Guerrero, el período cardenis-
ta fue decisivo para la formación de la administración públi-
ca mexicana , ya que en él se erigieron las grandes institucio-
nes administrativas del México moderno. Muchas de estas ins-
tituciones, como Petróleos Mexicanos, la Comisión Federal
de Electricidad o Ferrocarriles Nacionales de México, siguen
siendo puntales no sólo de la administración gubernamental,
sino del país entero.

Durante el período de Avila Camacho se inicia el estilo
propio de la época posrevolucionaria : el apoyo irrestricto al
capitalismo y la conservación interesada de las condiciones
de vida elementales de las clases populares. Con Alemán el
proyecto de desarrollo industrial se fortalece extraordinaria-
mente. La administración pública, por tanto, se enfila funda-
mentalmente a la creación de la infraestructura del desarrollo
capitalista. Su organización sufrió alteraciones, basadas en
una nueva Ley de Secretarías de Estado y un reglamento que
la detallaba. Mención especial merece la expedición de la pri-
mera Ley para el Control, por parte del Gobierno Federal, de
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los Organismos Descentralizados y las Empresas de Partici-
pación Estatal (1947).

Ruiz Cortines no modificó la organización centralizada
de la administración pública adoptando íntegramente la he-
redada por Alemán. En cambio, señala el autor, se ampliaría
el sector "'paraestatal" como consecuencia de la actividad del
Estado. La etapa presidencial de López Mateos observa rele-
vantes cambios en la administración pública, debido funda-
mentalmente a la expedición de una nueva Ley de Secretarías
de Estado.

Con la nacionalización de la industria eléctrica en 1960,
el Estado corrobora su capacidad expropiatoria iniciada en los
días del Virreinato tras la expulsión de la Compañía de Jesús,
seguida con la supresión del Fondo Piadoso de Californias,
fundado por esta orden, extendida por la Gran Reforma y la
Revolución de 1910, y consolidada con la nacionalización del
petróleo y los ferrocarriles.

Los gobiernos de Avila Camacho, Alemán, Ruiz Cortines
y López Mateos tienen un rasgo que resalta: la formación de
una segunda generación de instituciones descentralizadas y
la proliferación de otras muchas más de diversa índole.

Con Díaz Ordaz la administración centralizada no sufrió
alteraciones , en cambio en el sector "paraestatal " se expide
una segunda ley para controlar estas entidades (1965). Por
su parte, Echeverría incorpora significativos cambios en la
administración centralizada, al crear dos nuevas Secretarías
(la de Reforma Agraria y la de Turismo) Se crean nuevos or-
ganismos descentralizados y empresas de participación esta-
tal, además de emitirse una tercera ley para su vigilancia y
control, en 1970. Al finalizar su gestión, se contaban con 760
entidades que integraban el sector "paraestatal " y 197 fidei-
comisos.

La administración pública bajo el sexenio de López Por-
tillo impone un límite al proceso de crecimiento masivo de
las entidades " paraestatales ". En 1976 se emite la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, que integra en una
sola norma a la administración centralizada y a la administra-
ción paraestatal . Además, se concibió el mecanismo de la
sectorización para hacer funcionar en armonía a las depen-
dencias centralizadas y a las entidades paraestatales.

Con Miguel de la Madrid, la administración centralizada
tuvo variaciones al cambiar de denominación algunas sacre-
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tarías, y crearse una nueva, la de la Contraloría General de la
Federación. Se formuló en 1986 la Ley Federal de Entidades
Paraestatales con el propósito fundamental de concederles
mayor margen de autonomía.

En su gestión dos direcciones generales se convirtieron
organismos descentralizados: Servicio Postal Mexicano y
Telégrafos Nacionales. Se reformó el artículo 28 constitucio-
nal para definir las áreas estratégicas de la economía reser-
vadas al control exclusivo del Estado, hecho que serviría de
referencia o base al programa de desincorporación de entida-
des paraestatales.

Durante el periodo posrevolucionario se consolidó la am-
plia actividad del Estado y la expansión de su aparato admi-
nistrativo (con Echeverría), a la vez que quedó planteada la
necesidad de definir el "tamaño" del Estado y más todavía su
papel futuro (en los últimos años del gobierno de MMH).

En otro capítulo, el autor explica que la vía de la expro-
piación fue el procedimiento presente en los grandes actos
reivindicatorios de la nación en las dos Reformas , la Revolu-
ción de 1910 , la expropiación de los ferrocarriles y el petró-
leo, y la nacionalización de la industria eléctrica y la banca.
El efecto de las expropiaciones ha sido la asunción temprana
del Estado de su carácter de empresario público y con ello la
ampliación de su actividad en el seno de la sociedad civil.

Si bien, la vía expropiatoria como sustento del papel es-
tatal como empresario público no ha sido de ningún modo el
procedimiento usual para asumir esta condición, ha sido el
método decisivo para la formación de las grandes empresas
de Estado y la frecuencia con que se usó es evidente.

En palabras del autor de la obra, el Fondo Piadoso de
Californias corrobora la tesis central de esta investigación:
que es inherente al Estado Mexicano la intensidad de su acti-
vidad y que esta actividad se ha realizado, con carácter par-
ticular, por medio de instituciones descentralizadas. La acti-
vidad intensa por medio de estas entidades es lo peculiar e
inherente al Estado Mexicano de ayer y hoy. Los grandes or-
ganismos descentralizados contemporáneos han nacido de
procesos expropiatorios, directa o indirectamente.

La expropiación como vía de asunción del Estado de su
carácter de empresario público tuvo diversas consecuencias.
Unas repercutieron directa y positivamente nutriendo el patri-
monio nacional, otras revirtieron el dominio de ciertos recur-
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sos a la nación , unas más consolidaron la soberanía nacional
frente al capital extranjero. Otras proveyeron de un más amplio
espacio a la actividad del Estado , fortaleciendo su economía.
Pero todas juntas expandieron las fuerzas interiores del Es-
tado.

En México la asunción del papel empresarial del Estado,
tal como lo constata el autor a lo largo de su exposición, ha
nacido de su propia condición y tradición intervencionista.
La expropiación ha sido un método de ensanchamiento del
espacio público frente al espacio privado y la fórmula más
drástica de recomponer las relaciones del Estado y la bur-
guesía nacional e internacional.

En los países subdesarrollados la expansión de su pa-
tri monio se ha convertido en un imperativo por el carácter
raquítico de sus sistemas hacendarios y el papel ineludible
del Estado como promotor del desarrollo.

¿Por qué interviene el Estado?. Ello ha respondido a la
necesidad de reasunción del dominio directo y aprovecha-
miento inmediato de algunos bienes; asegurar el bienestar
de la población interviniendo en la producción y distribución
sin desplazar a los particulares; desarrollar infraestructura
para la economía nacional; cumplir los objetivos que estable
cen los planes de desarrollo, rescatar y mantener unidades de
producción y servicio, y allegar recursos al Estado por fuen-
tes no fiscales. El Estado ha intervenido, invariablemente,
ahí donde ha sido necesario ; esta es una constante en la his-
toria de la administración pública mexicana, expresa el autor.

Por otra parte, coincide en afirmar con Carrillo Castro
y García Martínez, que hoy día no es imaginable la produc-
ción de bienes y servicios sin el concurso de las empresas
públicas. Sin embargo, algunas de ellas tienen un límite de
vida, no son imperecederas y se encuentran sujetas al cam-
bio. Requieren una transformación en la cual algunas de ellas
desaparecerán , otras sobrevivirán y unas más serán reforma-
das. Ello es evidente en razón de la exacerbación de los al-
cances de la expansión de la actividad del Estado cuyo radio
fue exageradamente ampliado y su papel desvirtuado, admi-
te Omar Guerrero.

Agrega , que no ha sido la realización de sus cometidos
políticos nacionales lo que desbordaron los alcances de su
expansión operativa sino la sustitución por inactividad y de-
ficiencia de los particulares que con la transferencia de en-
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presas quebradas e improductivas recibieron capital y tras-
ladaron "peso muerto" al Estado.

Tampoco se puede acreditar la exacerbación de la ac-
tividad del Estado a su política social ni a la expansión
de la administración de la vida social, pues la Revolución de
1 910 demandaba la satisfacción de demandas fundamenta-
les de las clases sociales marginadas del progreso capitalis-
ta bajo el porfiriato. Es más, añade, todavía el Estado no ha
saldado muchas de las cuentas que tiene pendientes con es-
tas clases que son y seguirán siendo su apoyo fundamental.

La actividad estatal , empero no puede ampliarse incon-
troladamente sin pagar un elevado precio : el de la incapaci-
dad de conducción de su propio organismo y con ello la ab-
dicación a la eficiente administración pública de la sociedad.
Por tanto , la respuesta a la cuestión acerca del "tamaño' del
Estado y más aún a su papel como ente político que adminis-
tra a la sociedad civil, debe buscarse en el momento que
asumió tareas distintas a su condición política y si esta asun-
ción provocó que dejara de cumplir con sus responsabilida-
des sustanciales.

Respecto a la segunda tendencia, menciona que den-
tro del repliegue global del espacio público se comprende-
rán estos giros comerciales ajenos a la sustancia política del
Estado. Al comentar la tercera tendencia, comenta que el
quid consistiría en saber quien se benefició por la operación
de venta de paraestatales, pues se trata de una transferen-
cia de capital y una cesión del patrimonio nacional. El autor
objetó el que algunas empresas fueran enajenadas a favor
de empresarios privados en lugar de transferirlas a los esta-
dos, o bien, al sector campesino, obrero o social, entiéndase
por éstos últimos a los productores directos. Reconoce que
en algunos casos si ha ocurrido ello, pero no en los términos
y alcances deseables.

Sobre la cuarta tendencia, sugiere que una entidad ' pa-
raestatal" creada por el Estado, debería ser conservada por-
que se supone que su nacimiento obedeció a un criterio de
utilidad pública y nacional, conservándose por medio de
transferencia o fusión, siempre y cuando su objeto siguiera
vivo y no fuera un lastre para el país. Que una entidad adqui-
rida podría ser reprivatizada siempre y cuando no hubiera
asumido un interés estatal, fuera parte importante del patri-
monio nacional o trabajara con altos índices de rendimiento
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caso en el cual no debía enajenarse sino ser mantenida corno
empresa de Estado. Sin embargo, habiendo comenzado en
las líneas tradicionales de intervención, que todavía se evi-
dencia en los criterios estatistas de desincorporación de
1985, ocurrió una exacerbación de desestatización en gran
escala de la administración interna esgrimiéndose argumen-
tos disímbolos y casuísticos para llevarla al cabo, pero bajo
la regla única de la contracción generalizada de la actividad
del Estado.

El último capitulo de la investigación está destinado a
bosquejar un esquema de prospección de lo que será la ad-
ministración pública mexicana en la década futura, para lo
cual se recurre a una proyección de tendencias. En su con-
junto son 8 tendencias históricas de la administración pú-
blica mexicana, a saber: (1) Actividad creciente, amplia y
diversificada del Estado en el seno de la sociedad, (2) For-
mación de un espacio público comprensivo y en expansión,
(3) Creación de un modus operandi peculiar del Estado por
medio de organismos descentralizados y empresas públicas,
( 4) Establecimiento de la economía de Estado; (5) Efecto
formativo y multiplicador de las revoluciones sobre la admi-
nistración pública; (6) Institucionalización del procedimien-
to de expropiación para el establecimiento de las grandes
instituciones descentralizadas; (7) Formación de relaciones
económicas institucionalizadas entre el Estado y el capital;
( 8) Centralización irrefrenada en el estado nacional.

Estas tendencias, manifiesta el autor, han estado pre-
sentes en los 179 años de existencia del Estado mexicano.
La cuestión consiste en los caminos que sigan estas tenden-
cias: supresión, perpetuación o atenuamiento. El que ocurra
uno o lo otro, dependerá del querer y el poder del Gobierno
Mexicano, pero en el entendido que las condiciones actua-
les faciliten la reforma futura.

Al explicar la primera tendencia, el autor manifiesta su
convicción de que la actividad creciente amplia y diversifi-
cada del Estado en el seno de la sociedad parece haber lle-
gado al límite de su expansión. De suyo , el estado debe de-
jar que la sociedad haga lo que puede hacer mejor que el
Estado y la sociedad dejar que el Estado haga lo que mejor
sabe hacer. En la línea divisionaria de estos quehaceres del
Estado y la sociedad , cuya mediación es la administración
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pública , encontramos el origen y la causa de la amplitud o
estrechez de los cometidos de cada cual.

Un estrechamiento exagerado del patrimonio del Estado
en el sector de instituciones descentralizadas resta un ins-
trumento muy solvente de gobierno, formado por años de
probada capacidad, que no vale la pena desmantelar . Inclusi-
ve, afirma el autor, es mejor seguir soportando el riesgo de
la ineficiencia de algunas empresas, que carecer de ellas pa-
ra propósitos no rentables ni económicamente atractivos. En
México más vale que sobre a que falte.

Comentando otra tendencia más, la de Revolución y ex-
propiación, determina Omar Guerrero que la Revolución de
1 910 ha dejado como herencia histórica a las grandes insti-
tuciones descentralizadas y cuyo grupo conspicuo forma la
élite del artículo 28 constitucional, a cuyo cargo se encuen-
tran las funciones económicas que el Estado se ha reserva-
do para sí. Estas funciones, herederas de los viejos estancos
dieciochescos, han sido elevadas a nivel constitucional por
la importancia nacional que suponen para el desarrollo y bie-
nestar del país, y han sido definidas como estratégicas. Do
ello se deduce, agrega, que la des incorporación no tocará a
estas instituciones, salvo la petroquímica básica cuya redifi-
nición ha ampliado la posibilidad de participación de empre-
sarios privados.

Sobre el derrotero de la relación Estado-Capital, expre-
sa que en el sexenio actual ha habido una retracción genera-
lizada de subsidios en todas las órdenes; que debe ser ex-
tensivo a la empresa privada.

La última tendencia sobre la que discierne, es el freno
a la centralización sugiriendo que el Gobierno Federal po-
dría y debería descentralizar en los estados aquello que es
de su exclusivo interés. Podría comenzar -aconseja- trans-
firiendo las empresas públicas cuyas materias primas bási-
cas yacen en su territorio o porque su lugar de residencia de-
bía estar situado ahí. Pero ésto no se ha hecho y varias em-
presas se han enajenado en favor de empresarios privados,
no en interés de las entidades federativas.

Finalmente, el autor nos invita a conocer y reflexionar
los principales acontecimientos históricos que forjaron la
administración pública mexicana de nuestros días para en-
tender los cambios que está operando desde hace varios
años y que, sin duda, se profundizarán en los que vienen.
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En este apartado indica que qué mejor prospección pre-
visible, instrumentable y calculable por el Estado, que hacer
realidad los principios sociales que entraña la Carta del 17
y que están aún por cumplirse . El Estado no puede ni debe
cambiar de rumbo histórico cuando no se ha terminado de
saldar cuentas con las clases sociales que hicieron posible
su existencia como cabeza de la moderna sociedad mexicana.

El mundo y nuestro país atraviesan por trascendentales
transformaciones que inciden directamente en la esfera po-
lítica, económica y social. En México la estrategia del cam-
bio es la modernización, esto es, hacer frente a las nuevas
realidades . En el campo de la administración pública implica
la desincorporación de empresas paraestatales , y la desregu-
lación y simplificación administrativa, básicamente . En este
sentido, el texto de Omar Guerrero es de singular importan-
cia porque se enfoca a describir, con claridad , precisión y
amplitud, la formación y desarrollo de la administración pú-
blica estatal , en la vertiente de las entidades descentraliza-
das y paraestatales.

Con esta obra , Ornar Guerrero se ratifica como uno de
los más connotados estudiosos de la administración públi-
ca mexicana y tal como lo indica al inicio , no es su intención
agotar el terna sino arrojar luz y ser fuente de futuras investi-
gaciones sobre los alcances y limitaciones de la reforma al
estado, en lo que concierne a la modernización de su admi-
nistración pública. Es por ello que para la comunidad acadé-
mica y profesional de nuestra disciplina, la obra que en esta
ocasión reseñamos, se constituye en lectura básica de la que
seguramente se desprenderán una serie de interrogantes que
nos lleven a ahondar en el tema.
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ALANIS BOYSO, RODOLFO
"LA ADMINISTRACION PUBLICA CONSTITUCIONALISTA

EN EL ESTADO DE MEXICO 1915-1917"
G.E.M. SECRETARIA DE ADMINISTRACION,

ESTADO DE MEXICO , 1989 , 117 pp.

Por Refugio González Valdez

La presente investigación, recientemente fue presenta-
da a la comunidad profesional, académica y estudiantil de
nuestra entidad por el IAPEM, dentro de su programa de di-
fusión de las ciencias administrativas que coadyuven al me-
joramiento de la Administración Pública Estatal, corriendo los
comentarios a cargo del Dr. Omar Guerrero lo que sin duda
avala la calidad de la misma.

El objetivo de la investigación histórica no se limita
únicamente a la mera reconstrucción del pasado sino que su
estudio debe permitirnos explicar y sobre todo, transformar
nuestras condiciones presentes y contribuir a vislumbrar el
futuro.

Con un contexto económico, político y social poco pro-
picio para la revuelta, la población del Estado de México
prácticamente no participó en el movimiento armado. En
nuestra entidad no hubo levantamientos locales en el sen-
tido literal de la palabra, solo una parte del territorio estatal
se vió afectada por la rebelión del sur.

No obstante lo anterior, dada su ubicación en el centro
del país y entornando a la capital de la República, el Estado
de México ha sido dependiente de aquella. Así la mayor par-
te de los eventos históricos estatales se encuentran enlaza-
dos al devenir histórico de la ciudad de México. Razón por
la cual, esta investigación aborda acontecimientos históricos
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propios del ámbito nacional para darle inteligibilidad a los
fenómenos de nuestra entidad.

El período 1915-1917 es importante porque inicia un
lapso de cierta estabilidad social y política, pues al final de
1915 Carranza al mando de las fuerzas constitucionalistas
toman el poder del país y lo consolidan. Carranza convoca a
un congreso constituyente para redactar y sancionar una nue-
va constitución que legitima al nuevo poder emanado de la
Revolución y plasma en Derecho las reformas sociales que
a la postre constituirán un formidable sistema de domina-
ción y control político.

La Administración Pública Constitucionalista en el Es-
tado de México 1915-917, es un estudio de los aconteci-
mientos políticos, económicos y sociales en nuestra entidad,
y constituye un esfuerzo por llenar un vacío en uno de los
objetos de estudio más olvidados en nuestro país: La Admi-
nistración Estatal.

Las fuentes no han sido agotadas, lo que deja abiertas
las puertas para que futuros trabajos permitan ahondar en
la interpretación y precisión de lo que aquí se dice y, con ello,
se generen "nuevas verdades" o "verdades renovadas", por
llamarlas de algún modo. Nuevas aportaciones, más que ne-
gar "verdades" anteriores , contribuyen a enriquecerlas, a en-
tender mejor y transformar la realidad.

La investigación se divide en cuatro capítulos: El prime-
ro expone las disposiciones político-administrativas y de bie-
nestar social dictadas en este período. El capítulo segundo
trata lo relativo a la problemática surgida en el Estado a raíz
de la circulación de la moneda emitida por las diferentes fac-
ciones revolucionarias y a la escasez y alto costo de los pro-
ductos de primera necesidad. El tercer capitulo aborda el
quehacer legislativo en relación a la educación que se preten-
día implantar en la entidad. En el cuarto capítulo se expone la
problemática surgida con motivo de la reconcentración de al-
gunas poblaciones situadas entre la ciudad de Toluca y los Es-
tados de Morelos y Guerrero. Finaliza la investigación con una
serie de conclusiones que resumen el contenido de la obra.

1 DISPOSICIONES POLITICO-ADMINISTRATIVAS
Y DE BIENESTAR SOCIAL

En este capítulo se da cuenta de la ocupación del Estado
de México por las fuerzas constitucionalistas al mando de los
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Generales Francisco Cosío Robledo y Alejo G. González (quien
se hace cargo del gobierno, mientras es designado el gober-
nador provisional por Carranza) el 14 de octubre de 1915;
de las medidas de carácter político-administrativo tomadas
por los gobernantes provisionales de la entidad tendientes a
consolidar al recién inaugurado régimen constitucionalista y
de las acciones adoptadas para elevar las condiciones socio-
económicas de la población.

El 19 de octubre de 1915, por intermediación del Gene-
ral Pablo González, Jefe del Cuerpo del Ejército de Oriente,
Carranza nombra gobernador provisional al General Pascual
Morales y Molina. Este mismo día se da a conocer a la ciuda-
danía del Estado, el reconocimiento de diferentes países, en-
tre ellos Estados Unidos, del Gobierno de Carranza.

Morales y Molina comenzó su mandato tratando de reor-
ganizar la Administración Pública de los municipios de la en-
tidad. En este sentido y con el propósito de fortalecer al régi-
men constitucionalista, se buscó que quienes integraran los
ayuntamientos fueran personas con arraigo local y, sobre to-
do, partidarios del gobierno de Carranza. La mayoría de los
municipios vieron renovados sus ayuntamientos, excepto al-
gunos, como el de Chalco, ante la negativa del General Pablo
González. Podían más las órdenes del jefe del cuerpo de Ejér-
cito de Oriente que las del gobernador, lo que denota la su-
peditación de éste a aquél.

Por otra parte, destaca la actitud del General Pablo Gon-
zález de aprovechar cualquier medio a su alcance para difun-
dir sus actividades y crearse una buena imagen ante la pobla-
ción del Estado, pues, como se vio más adelante, abrigaba es-
peranzas de suceder a Carranza en la Presidencia de la Repú-
blica (recordemos que en 1920 secundó el Plan de Agua Prie-
ta en contra del mismo Carranza, lanzando ese mismo año su
candidatura, a la que nunca llegó).

En noviembre de 1915, el Diario Oficial del Estado, pu-
blicó el Decreto expedido por Carranza en Veracruz el 25 de
diciembre de 1914, mediante el cual se reformaba el articulo
1 09 de la Constitución de 1857. Tales reformas -que des-
pués formarían parte del texto de la Constitución de 1917-
tenían la pretensión de devolver al municipio la independen-
cia que había perdido en el régimen porfirista. A pesar de las
buenas intenciones, hasta la fecha observamos la imposibili-
dad de la mayoría de los ayuntamientos de dar vigencia a los
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principios de autonomía y libertad derivados del nuevo orde-
namiento legal, entre otras cosas, por la falta de voluntad po-
lítica de las instancias gubernamentales superiores para lle-
varlos a cabo.

La visión del gobernador Morales y Molina y de sus suce-
sores , también provisionales, era muy limitada y parcial, pues
sólo enfocaba sus disposiciones a atender las demandas y ne-
cesidades de la clase obrera, como si ésta fuera la única que
sufriera la explotación y miseria. Por otra parte, eran medidas
reformistas que no resolvían el problema de fondo que afecta-
ba a las clases desposeídas y que era su explotación por par-
te de los propietarios de los medios de producción. Medidas
de esta naturaleza son la prohibición de la celebración de co-
rridas de toros y peleas de gallos, la fabricación y expendio
de pulque, así como toda clase de juegos de azar y la cons-
trucción de un '"Centro Recreativo para Obreros" en la cabe-
cera de cada distrito, con el objeto de moralizar y dignificar
a la clase trabajadora, alejándola de los centros de vicio, fa-
cilitándoles los medios de distracción "honestos y educati-
vos". Otra ocasión será, porque dada la postración económi-
ca por el estado de guerra, únicamente el Municipio de Tolu-
ca se vio beneficiado por la rehabilitación (que no construc-
ción) de un centro recreativo: El Tívoli.

Como las medidas adoptadas por el gobierno fueran in-
suficientes para mejorar las condiciones de vida de los traba-
jadores -y consecuentemente de sus familias-, éstos de-
bieron organizarse y mediante el recurso de la huelga, obte-
ner mejoras económicas. Tal es el caso, por ejemplo, de los
trabajadores de las minas de El Oro y Pachuca, quienes con-
cluyen su movimiento con la obtención de un aumento en sus
salarios, reducción de la jornada de trabajo y el compromiso
de la empresa de no despedir a ningún trabajador, entre otros
beneficios.

El gobernador Morales y Molina entrega el Poder al Ge-
neral Rafael Cepeda el 22 de agosto de 1916 y, éste a su vez
lo deposita en manos del también General Carlos Tejada el
1 5 de enero de 1917. Las acciones de estos dos últimos pa-
ra el mejoramiento de la organización político-administrativa
del Estado y municipios y para elevar las condiciones de bie-
nestar socioeconómico de la población, son irrelevantes. De
hecho el único acontecimiento importante es dar a conocer a
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la ciudadanía del Estado la Constitución Federal, promulgada
el 5 de febrero de 1917.

El alcance limitado de las acciones de los gobernadores
provisionales constitucionalistas puede explicarse por el con-
texto de inestabilidad política en que se debatía el país, a la
ingerencia del jefe del cuerpo de Ejército de Oriente en los
asuntos del gobierno, a la temporalidad de sus mandatos y la
insuficiencia de recursos económicos. Por otra parte las ac-
ciones de Carlos Tejada estuvieron encaminadas fundamen-
talmente a la preparación y realización de elecciones en los
tres niveles de gobierno: municipal, estatal y federal.

En el Estado de México, los resultados de la elección
para gobernador favorecieron al General Agustín Millán, para
un período de cuatro años, que comenzaría el 3 de junio de
1917.

II LA CIRCULACION MONETARIA Y EL ABASTO POPULAR

Una de las expresiones más evidentes de la crisis eco-
nómico-social, después de cinco años de guerra civil, fue el
caos monetario, pues cada una de las facciones revoluciona-
rias emitían su propia moneda para sufragar sus gastos. Este
desorden monetario propiciaba el florecimiento de la especu-
lación y el recrudecimiento de la inflación. Por ello al ser ocu-
pada la Ciudad de Toluca por los constitucionalistas, éstos
declararon nulos y sin valor los billetes expedidos por las fac-
ciones contrarias al régimen de Carranza.

El problema persistió, porque aún, la circulación de bille-
tes constitucionalistas se dificultaba ya que los comerciantes
se negaban a recibirlos pretendiendo que se les pagara el im-
porte de sus productos, en moneda de oro o plata. Esta situa-
ción obligó al gobierno a prácticamente rogar a los comer-
ciantes a aceptarlos con descuento, es decir, en razón de cua-
tro a diez por uno de su valor nominal. El mismo gobierno re-
chazaba estos billetes y sólo los admitía en pago de impues-
tos que no tuvieran la exigencia de pagarse en oro.

Otro de los problemas al que tuvo que hacerse frente en
este período fue el desabasto de los productos de primera ne-
cesidad por el abandono del campo y la destrucción de los cul-
tivos, como consecuencia de la guerra, acentuado por la vo-
racidad de quienes los producían y comercializaban.
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Para contrarrestar la carestía y escasez de producto, se
prohibió la salida de cualquier producto y mercancías de la
entidad (el Estado de México era importante proveedor de la
Ciudad de México). Asimismo, el gobierno estatal autorizó a
los presidentes municipales para que exigieran a los comer-
ciantes la venta de artículos de primera necesidad y a precios
accesibles (lo que por supuesto no habría de ocurrir con una
clase comerciante acostumbrada al rentismo).

El problema de la circulación de dos clases de billetes
-los emitidos en Veracruz y los llamados "infalsificables"---,
con los que únicamente se podían adquirir mercancías por
la quinta o décima parte de su valor nominal y la constante
elevación de sus precios nulificaban literalmente el poder
adquisitivo de los trabajadores, haciendo más precarias sus
condiciones de vida, sin que las autoridades estatales y mu-
nicipales hicieran algo efectivo para remediar esta situación.

Las medidas adoptadas eran insuficientes y poco pro-
fundas para resolver los problemas y evidencian la ausencia
de compromisos del gobierno con las clases más desprote-
gidas.

III LA EDUCACION PUBLICA

La tradición educativa en el Estado de México tiene
profundas raíces que provienen desde los años de la con-
quista española. Sin embargo, las desfavorables variaciones
en las condiciones económicas, políticas y sociales han in-
cidido severamente en ella, presentando un crecimiento ca-
racterizado por su desorden y su desarticulación funcional a
las necesidades de la entidad.

Consciente de la singular importancia y relevancia que
tiene la educación en el desarrollo estatal y nacional, Mora-
les y Molina quiso fomentar la creación de instituciones y
apoyarlas con recursos de toda índole. Consideraba que la
educación del pueblo era la base sobre la que recaía el bie-
nestar social , por lo que era necesario incrementar las insti-
tuciones educativas, donde no sólo se enseñara teoría sino
también cuestiones prácticas.

Para regular la administración de la educación prima-
ria y alcanzar los objetivos en esta materia, en diciembre de
1915 se expidió la Ley Orgánica de la Educación Popular
Primaria. Este Decreto declara a la educación elemental obli-
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gatoria, gratuita y laica para los niños de 6 a 12 años, así co-
mo su carácter teórico y práctico, teniendo como objeto ade-
más de la instrucción académica de los alumnos, su educa-
ción física intelectual, moral y social.

Ante la imposibilidad de cumplir con el propósito an-
terior, la Ley en cuestión permitía el establecimiento de es-
cuelas primarias particulares, siempre y cuando se ajustaran
a las disposiciones oficiales del gobierno estatal y su ense-
ñanza fuera laica. Por otra parte, prohibía estrictamente la
enseñanza religiosa en cualquier tipo de institución educativa.

Con la pretensión de elevar el bienestar de los indígenas,
la clase más pobre, explotada y olvidada de la sociedad, se
decretó el establecimiento de las escuelas "del lugar" en ca-
da una de las cabeceras de los Distritos del Estado, que les
permitieran perfeccionar las artes y oficios a los cuales se
dedicaban. Sin embargo, sin tomar en cuenta los valores y
cultura propios de los indígenas, los constitucionalistas pre-
tendían "integrarlos" a la sociedad, haciéndolos renegar de
sus hábitos y costumbres, de su forma de ser y de pensar y
obligándolos a adoptar las formas y costumbres "civilizadas"
del grupo en el poder.

Para incentivar la labor educativa de los profesores se
estableció que aquellos que se hubiesen distinguido por su la-
boriosidad y empeño en la educación de sus alumnos recibie-
ran estímulos económicos de acuerdo a los años de servicio.
También se ofrecía organizar periódicamente comisiones de
profesores para que a costa del Estado viajaran a las princi-
pales escuelas del país y Estados Unidos de Norteamérica e
hicieran estudios sobre métodos pedagógicos que permitie-
ran elevar la calidad de la educación del Estado. En febrero
de 1916, se expidió un decreto mediante el cual se creaban
becas en la Escuela Normal de Profesores, para preparar al
mayor número de éstos que fueran hasta las regiones más
apartadas del Estado a difundir la educación, principalmente
a los niños indígenas.

En materia de educación superior, se dan los primeros
pasos tendientes a reorganizar los planes de estudio, con el
propósito de hacerlos más acordes a las difíciles condiciones
que afectaban a la entidad. En el mismo sentido, se determi-
na que a partir de ese momento los cursos superiores habrán
de cumplirse en 4 años.
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El ambicioso proyecto de hacer extensiva la educación
a toda la población del Estado habrá de quedar únicamente
en buenos deseos, dado el rezago educativo que aquejaba a
la entidad, al corto período de gobierno y a la insuficiencia
de recursos económicos para llevarlo a cabo.

IV SEGURIDAD PUBLICA

El movimiento armado no sólo perturbó el orden y la paz
del país y de la entidad, sino que sus efectos se tradujeron,
también, en. un hecho de tremenda repercusión económica, es
decir, la destrucción de la poca riqueza lograda en los años
de sosiego. Era imprescindible, por lo tanto, lograr la estabili-
dad política de la entidad, para intentar mejorar las condicio-
nes socioeconómicas de la población.

Con el propósito de estabilizar al Estado, el gobierno ha-
brá de dictar una de las medidas más arbitrarias y que inci-
de severamente en las de por sí ya exiguas condiciones eco-
nómicas de algunas poblaciones rurales situadas entre la ciu-
dad de Toluca y los Estados de Morelos y Guerrero, quienes
fueron obligadas por las autoridades estatales a abandonar-
las, para reconcentrarse en las poblaciones urbanas más cer-
canas, con el pretexto de que no sirvieran de centros de abas-
tecimiento de los zapatistas y para que no entorpecieran las
labores militares, así como para brindarles "protección".

Poco les importó a las autoridades la grave situación en
que colocaban a estas humildes familias al tener que abando-
nar sus lugares de origen y, por lo tanto, sus escasas perte-
nencias y cultivos, que en su ausencia, fueron objeto de toda
clase de depredaciones, incluso por parte de quienes decían
velar por su seguridad.

Tal medida es drástica e innecesaria, por cuanto que,
por una parte, no les ofrecía una alternativa que al menos les
permitiera paliar su difícil situación económica, sino que se
les abandona a su suerte y, por otra parte, porque como se
vio desde el comienzo del movimiento armado, la rebelión za-
patista tuvo un carácter regional, sin presencia real en nues-
tro Estado.

En este sentido, dicha prescripción no hace más que
contradecir lo que públicamente y en sus disposiciones jurí-
dicas el gobierno afirmaba, es decir, que pretendía elevar el
nivel socio económico de la población y velar por su bienestar.
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CONCLUSIONES

Destacamos las que en nuestra opinión son las más impor-
tantes:

- Los mayores esfuerzos por hacer efectivos los postulados
constitucionalistas quedaron en la norma jurídica y gene-
ralmente no fueron llevados a la práctica por la temporali-
dad del mandato.
Las acciones de reorganización de la Administración Pú-
blica Municipal se vio limitada por la frecuente injerencia
en el gobierno del General Pablo González, Jefe del Cuerpo
de Ejército de Oriente.

- Los obreros serán el grupo social al que preferentemente
apoyarán los gobiernos constitucionalistas de la entidad.

- Los gobernadores constitucionalistas tuvieron una visión
muy limitada de los problemas sociales, pues además de
dejar a un lado la problemática de los campesinos y clases
populares, las disposiciones jurídicas que emprendieron
no resolvían el problema de fondo que afectaba a las cla-
ses desposeídas: la explotación.

- La seguridad pública otorgada por los gobernantes cons-
titucionalistas estuvo caracterizada por el abuso de los
cuerpos militares destacados en las poblaciones, cometien-
do toda clase de arbitrariedades y causando graves daños
a la población, sin importarles el estado de miseria en
que vivían.

- El ramo de la educación recibió un notable impulso, fomen-
tándose el establecimiento y mejoramiento de toda clase
de escuelas y en todos sus niveles. A pesar de ello no se
logró el éxito pretendido por lo corto del periodo de gobier-
no de cada mandatario, la falta de continuidad de accio-
nes entre ellos, la insuficiencia de recursos económicos y
el rezago educativo de la entidad.
Si bien es cierto que muchos de los problemas que aqueja-
ban a nuestro Estado tienen raíces anteriores al período es-
tudiado (1915-1917), era obligación de los gobernadores
constitucionalistas, emplear todos los recursos a su alcan-
ce para resolver, en la medida de lo posible, las difíciles
condiciones de vida que afectaban drásticamente a las cla-
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ses desposeídas. Ciertamente, las condiciones políticas,
sociales y económicas no eran las idóneas para esperar re-
sultados espectaculares en este sentido, no obstante, el
gobierno debió esforzarse por satisfacer los requerimientos
mínimos de bienestar de la población y no conformarse
con medidas reformistas que en muy poco o nada contri-
buían a elevar el nivel de vida de la población -que es la
pretensión pública de prácticamente todos los gobernan-
tes-.
No es sólo con normas jurídicas y buenos deseos como ha-
brían de hacerse efectivos los postulados constitucionalis-
tas, sino que se precisaba, además, el esfuerzo planeado y
dedicación de las autoridades y gobernados para realizar-
los, a pesar de los grandes rezagos e insuficiencia de re-
cursos para llevarlos a cabo.

198



La Revista del Instituto de Administración Pública
del Estado de México, A . C., No. 5, se terminó de
i mprimir en el mes de marzo de 1990. El tiraje fue
de 1,000 ejemplares , más sobrantes para reposi-
ción.



la ciudadanía del Estado la Constitución Federal, promulgada
el 5 de febrero de 1917.

El alcance limitado de las acciones de los gobernadores
provisionales constitucionalistas puede explicarse por el con-
texto de inestabilidad política en que se debatía el país, a la
ingerencia del jefe del cuerpo de Ejército de Oriente en los
asuntos del gobierno, ala temporalidad de sus mandatos y la
insuficiencia de recursos económicos. Por otra parte las ac-
ciones de Carlos Tejada estuvieron encaminadas fundamen-
talmente a la preparación y realización de elecciones en los
tres niveles de gobierno: municipal, estatal y federal.

En el Estado de México, los resultados de la elección
para gobernador favorecieron al General Agustín Millán, para
un período de cuatro años, que comenzaría el 3 de junio de
1 917.

II LA CIRCULACION MONETARIA Y EL ABASTO POPULAR

Una de las expresiones más evidentes de la crisis eco-
nómico-social, después de cinco años de guerra civil, fue el
caos monetario, pues cada una de las facciones revoluciona-
rias emitían su propia moneda para sufragar sus gastos. Este
desorden monetario propiciaba el florecimiento de la especu-
lación y el recrudecimiento de la inflación. Por ello al ser ocu-
pada la Ciudad de Toluca por los constitucionalistas, éstos
declararon nulos y sin valor los billetes expedidos por las fac-
ciones contrarias al régimen de Carranza.

El problema persistió, porque aún, la circulación de bille-
tes constitucionalistas se dificultaba ya que los comerciantes
se negaban a recibirlos pretendiendo que se les pagara el im-
porte de sus productos, en moneda de oro o plata. Esta situa-
ción obligó al gobierno a prácticamente rogar a los comer-
ciantes a aceptarlos con descuento, es decir, en razón de cua-
tro a diez por uno de su valor nominal. El mismo gobierno re-
chazaba estos billetes y sólo los admitía en pago de impues
tos que no tuvieran la exigencia de pagarse en oro.

Otro de los problemas al que tuvo que hacerse frente en
este período fue el desabasto de los productos de primera ne-
cesidad por el abandono del campo y la destrucción de los cul-
tivos, como consecuencia de la guerra, acentuado por la vo-
racidad de quienes los producían y comercializaban.
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Para contrarrestar la carestía y escasez de producto, se
prohibió la salida de cualquier producto y mercancías de la
entidad (el Estado de México era importante proveedor de la
Ciudad de México). Asimismo, el gobierno estatal autorizó a
los presidentes municipales para que exigieran a los comer-
ciantes la venta de artículos de primera necesidad y a precios
accesibles (lo que por supuesto no habría de ocurrir con una
clase comerciante acostumbrada al rentismo).

El problema de la circulación de dos clases de billetes
-los emitidos en Veracruz y los llamados "infalsificables"-,
con los que únicamente se podían adquirir mercancías por
la quinta o décima parte de su valor nominal y la constante
elevación de sus precios nulificaban literalmente el poder
adquisitivo de los trabajadores, haciendo más precarias sus
condiciones de vida, sin que las autoridades estatales y mu-
nicipales hicieran algo efectivo para remediar esta situación.

Las medidas adoptadas eran insuficientes y poco pro-
fundas para resolver los problemas y evidencian la ausencia
de compromisos del gobierno con las clases más desprote-
gidas.

III LA EDUCACION PUBLICA

La tradición educativa en el Estado de México tiene
profundas raíces que provienen desde los años de la con-
quista española. Sin embargo, las desfavorables variaciones
en las condiciones económicas, políticas y sociales han in-
cidido severamente en ella, presentando un crecimiento ca-
racterizado por su desorden y su desarticulación funcional a
las necesidades de la entidad.

Consciente de la singular importancia y relevancia que
tiene la educación en el desarrollo estatal y nacional, Mora-
les y Molina quiso fomentar la creación de instituciones y
apoyarlas con recursos de toda índole. Consideraba que la
educación del pueblo era la base sobre la que recaía el bie-
nestar social, por lo que era necesario incrementar las insti-
tuciones educativas, donde no sólo se enseñara teoría sino
también cuestiones prácticas.

Para regular la administración de la educación prima-
ria y alcanzar los objetivos en esta materia, en diciembre de
1915 se expidió la Ley Orgánica de la Educación Popular
Primaria. Este Decreto declara a la educación elemental obli-

194



gatoria, gratuita y laica para los niños de 6 a 12 arios, así co-
mo su carácter teórico y práctico , teniendo como objeto ade-
más de la instrucción académica de los alumnos , su educa-
ción física intelectual , moral y social.

Ante la imposibilidad de cumplir con el propósito an-
terior, la Ley en cuestión permitía el establecimiento de es-
cuelas primarias particulares, siempre y cuando se ajustaran
a las disposiciones oficiales del gobierno estatal y su ense-
ñanza fuera laica. Por otra parte, prohibía estrictamente la
enseñanza religiosa en cualquier tipo de institución educativa.

Con la pretensión de elevar el bienestar de los indígenas,
la clase más pobre, explotada y olvidada de la sociedad, se
decretó el establecimiento de las escuelas "del lugar" en ca-
da una de las cabeceras de los Distritos del Estado , que les
permitieran perfeccionar las artes y oficios a los cuales se
dedicaban . Sin embargo , sin tomar en cuenta los valores y
cultura propios de los indígenas , los constitucionalistas pre-
tendían "integrarlos " a la sociedad , haciéndolos renegar de
sus hábitos y costumbres , de su forma de ser y de pensar y
obligándolos a adoptar las formas y costumbres "civilizadas"
del grupo en el poder.

Para incentivar la labor educativa de los profesores se
estableció que aquellos que se hubiesen distinguido por su la-
boriosidad y empeño en la educación de sus alumnos recibie-
ran estímulos económicos de acuerdo a los años de servicio.
También se ofrecía organizar periódicamente comisiones de
profesores para que a costa del Estado viajaran a las princi-
pales escuelas del país y Estados Unidos de Norteamérica e
hicieran estudios sobre métodos pedagógicos que permitie-
ran elevar la calidad de la educación del Estado . En febrero
de 1916 , se expidió un decreto mediante el cual se creaban
becas en la Escuela Normal de Profesores , para preparar al
mayor número de éstos que fueran hasta las regiones más
apartadas del Estado a difundir la educación , principalmente
a los niños indígenas.

En materia de educación superior, se dan los primeros
pasos tendientes a reorganizar los planes de estudio, con el
propósito de hacerlos más acordes a las difíciles condiciones
que afectaban a la entidad . En el mismo sentido , se determi-
na que a partir de ese momento los cursos superiores habrán
de cumplirse en 4 años.
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El ambicioso proyecto de hacer extensiva la educación
a toda la población del Estado habrá de quedar únicamente
en buenos deseos, dado el rezago educativo que aquejaba a
la entidad, al corto período de gobierno y a la insuficiencia
de recursos económicos para llevarlo a cabo.

IV SEGURIDAD PUBLICA

El movimiento armado no sólo perturbó el orden y la paz
del país y de la entidad, sino que sus efectos se tradujeron,
también, en un hecho de tremenda repercusión económica, es
decir, la destrucción de la poca riqueza lograda en los años
de sosiego. Era imprescindible, por lo tanto, lograr la estabili-
dad política de la entidad, para intentar mejorar las condicio-
nes socioeconómicas de la población.

Con el propósito de estabilizar al Estado, el gobierno ha-
brá de dictar una de las medidas más arbitrarias y que inci-
de severamente en las de por sí ya exiguas condiciones eco-
nómicas de algunas poblaciones rurales situadas entre la ciu-
dad de Toluca y los Estados de Morelos y Guerrero, quienes
fueron obligadas por las autoridades estatales a abandonar-
las, para reconcentrarse en las poblaciones urbanas más cer-
canas, con el pretexto de que no sirvieran de centros de abas-
tecimiento de los zapatistas y para que no entorpecieran las
labores militares, así como para brindarles "protección".

Poco les importó a las autoridades la grave situación en
que colocaban a estas humildes familias al tener que abando-
nar sus lugares de origen y, por lo tanto, sus escasas perte-
nencias y cultivos, que en su ausencia, fueron objeto de toda
clase de depredaciones, incluso por parte de quienes decían
velar por su seguridad.

Tal medida es drástica e innecesaria, por cuanto que,
por una parte, no les ofrecía una alternativa que al menos les
permitiera paliar su difícil situación económica, sino que se
les abandona a su suerte y, por otra parte, porque como se
vio desde el comienzo del movimiento armado, la rebelión za-
patista tuvo un carácter regional, sin presencia real en nues-
tro Estado.

En este sentido, dicha prescripción no hace más que
contradecir lo que públicamente y en sus disposiciones jurí-
dicas el gobierno afirmaba, es decir, que pretendía elevar el
nivel socio económico de la población y velar por su bienestar.
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CONCLUSIONES

Destacamos las que en nuestra opinión son las más impor-
tantes:

- Los mayores esfuerzos por hacer efectivos los postulados
constitucionalistas quedaron en la norma jurídica y gene-
ralmente no fueron llevados a la práctica por la temporali-
dad del mandato.
Las acciones de reorganización de la Administración Pú-
blica Municipal se vio limitada por la frecuente injerencia
en el gobierno del General Pablo González, Jefe del Cuerpo
de Ejército de Oriente.

- Los obreros serán el grupo social al que preferentemente
apoyarán los gobiernos constitucionalistas de la entidad.

Los gobernadores constitucionalistas tuvieron una visión
muy limitada de los problemas sociales, pues además de
dejar a un lado la problemática de los campesinos y clases
populares, las disposiciones jurídicas que emprendieron
no resolvían el problema de fondo que afectaba a las cla-
ses desposeídas: la explotación.

La seguridad pública otorgada por los gobernantes cons-
titucionalistas estuvo caracterizada por el abuso de los
cuerpos militares destacados en las poblaciones, cometien-
do toda clase de arbitrariedades y causando graves daños
a la población, sin importarles el estado de miseria en
que vivían.

- El ramo de la educación recibió un notable impulso, fomen-
tándose el establecimiento y mejoramiento de toda clase
de escuelas y en todos sus niveles. A pesar de ello no se
logró el éxito pretendido por lo corto del período de gobier-
no de cada mandatario, la falta de continuidad de accio-
nes entre ellos, la insuficiencia de recursos económicos y
el rezago educativo de la entidad.
Si bien es cierto que muchos de los problemas que aqueja-
ban a nuestro Estado tienen raíces anteriores al período es-
tudiado (1915-1917), era obligación de los gobernadores
constitucionalistas, emplear todos los recursos a su alcan-
ce para resolver, en la medida de lo posible, las difíciles
condiciones de vida que afectaban drásticamente a las cla-
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ses desposeídas. Ciertamente, las condiciones políticas,
sociales y económicas no eran las idóneas para esperar re-
sultados espectaculares en este sentido, no obstante, el
gobierno debió esforzarse por satisfacer los requerimientos
mínimos de bienestar de la población y no conformarse
con medidas reformistas que en muy poco o nada contri-
buían a elevar el nivel de vida de la población -que es la
pretensión pública de prácticamente todos los gobernan-
tes-.
No es sólo con normas jurídicas y buenos deseos como ha-
brían de hacerse efectivos los postulados constitucionalis-
tas, sino que se precisaba, además, el esfuerzo planeado y
dedicación de las autoridades y gobernados para realizar-
los, a pesar de los grandes rezagos e insuficiencia de re-
cursos para llevarlos a cabo.
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